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Con el propósito de analizar, mediante la utilización de un enfoque sistémico, el papel de la 
interventoría en la gestión de las políticas de adecuación de tierras orientada hacia pequeños 
productores, a partir de la experiencia de acompañamiento, seguimiento y control a proyectos 
seleccionados por el Estado, se profundizó en la aplicación de un modelo de interventoría 
integral y en su incidencia en la calidad de las obras. Se evidenció, de una parte, la necesidad de 
un acompañamiento a las asociaciones de productores, para la definición de ajustes a sus 
proyectos como paso previo al inicio de obras, y de la otra, la importancia de identificar sus 
prioridades y, sobre todo, de privilegiar el papel de las asociaciones como ejecutoras, para 
garantizar la sostenibilidad en el tiempo de los proyectos. Como resultado de este estudio, se 
propone un modelo de interventoría integral que complemente su labor con la articulación con 
las comunidades beneficiarias de los incentivos, a través de diagnósticos participativos y la 
elaboración de planes de acción, para el acceso a  nuevos instrumentos de apoyo público y para 
una incidencia más contundente de estas organizaciones en el desarrollo territorial. 
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In order to analyse, using a systemic approach, the role played by the supervision in the 
management of irrigation policies oriented towards small producers, starting from the 
accompaniment, monitoring and control of projects selected by the State, the application of an 
integral model of supervision and its incidence on the construction quality, was studied in depth. 
There was evidence, in one hand, of the need of an accompaniment to producers associations for 
the definition of adjustments to their projects, as a step prior to the beginning of construction 
works, and on the other hand, the importance of the identification of their priorities and, most 
important, to privilege the role of the associations as executors, in order to ensure long-term 
sustainability of the projects. As a result of this study, a model of integral supervision is proposed, 
complemented by articulating the communities which benefit from the incentives, through 
participatory assessments and the elaboration of action plans, in order to access to new 
instruments of public support, and to have a stronger and more powerful incidence of these 
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Esta investigación presenta el análisis de la experiencia de tres años y medio, desde octubre de 
2010 hasta mayo de 2014, en la ejecución de la política pública agropecuaria de adecuación de 
tierras orientada hacia los pequeños y medianos productores colombianos.  
A lo largo de este periodo, el autor hizo parte de la experiencia como director del trabajo, 
adelantado por la Universidad Nacional de Colombia con un equipo de especialistas, que 
inicialmente revisó los diseños de los proyectos de adecuación de tierras presentados por 
diferentes asociaciones de productores y de particulares, y que posteriormente asumió la 
interventoría de la construcción de varios de esos proyectos. La riqueza de esta experiencia en 
materia de gestión de políticas públicas ha sido el principal incentivo para realizar esta reflexión.  
El periodo de análisis referido tiene un significado especial, por cuanto coincide con el cambio de 
política que ocurrió en el país con respecto al programa de Agro Ingreso Seguro – AIS, a raíz de la 
crisis que éste tuvo en el año 2009 por asignaciones indebidas de subsidios a proyectos de 
adecuación de tierras. 
Ante esta situación, el nuevo gobierno de la época, decidió examinar a fondo el manejo que se le 
venía dando a la convocatoria de adecuación de tierras y solicitó la asesoría de un equipo de la 
Facultad de Ciencias Agrarias de la Universidad, para revisar la evaluación que previamente había 
hecho el IICA con concepto viable a proyectos que serían financiados por el gobierno. 
Como resultado de esta revisión se pusieron de presente problemas de contenido y de forma en 
los proyectos los que, por lo tanto, a juicio de la Universidad no eran viables de ser financiados, 
por no cumplir con los términos de referencia de la convocatoria. 
Se evidenciaron, en consecuencia, falencias en la gestión de las políticas públicas para la 
adecuación de tierras expresadas en problemas de su aplicación. Esta situación condujo, en una 
etapa siguiente, a la propuesta de llevar a cabo la interventoría a aquellos proyectos finalmente 
aprobados, después de un acompañamiento y ajuste a sus diseños. 
Los aspectos principales de este proceso de gestión de política pública, que supuso un nuevo 
enfoque de interventoría en cuanto a la concepción, el diseño y los resultados, son recogidos y 
examinados en este trabajo, cuyo objetivo principal es analizar el papel de la interventoría en la 
gestión de las políticas de adecuación de tierras orientada hacia pequeños productores. 
El alcance de este trabajo está dirigido a profundizar y resaltar la importancia de la interventoría 
y, en particular, de un modelo integral aplicado a la estrategia del desarrollo agropecuario del 
país en sus programas de adecuación de tierras diseñados para beneficiar a sectores de la 
economía campesina.  
 





Por tanto, la investigación se inscribe en los campos de estudio de la gestión de las políticas 
públicas agropecuarias y de la adecuación de tierras, este último como uno de los instrumentos 
fundamentales de la política agropecuaria del país. El estudio se nutre de la experiencia lograda 
en el terreno de la interventoría, a partir de la cual se adelanta una reflexión profunda sobre la 
problemática, logros y desafíos que conciernen a este tipo de funciones.  
La metodología de la investigación consiste en el desarrollo de dos enfoques, el sistémico y el de 
investigación – acción, cuyas particularidades se describen más adelante.  
El examen de las comunidades vinculadas a sistemas de riego y drenaje, en el contexto de 
procesos de desarrollo rural y de construcción de territorios, involucra establecer mecanismos 
novedosos para incidir en el reconocimiento, apropiación y proyección de aspectos socio 
económicos, culturales y organizacionales que, sin proyectos de tipo asociativo, podrían tardar en 
surgir para vincular a los integrantes de una comunidad en dinámicas que favorezcan su 
articulación a procesos orientados a hacer más competitivo su propio territorio. El novedoso 
modelo de interventoría integral que se examina en esta investigación aporta elementos 
esclarecedores y de aplicación práctica en esa dirección.  
Por lo anterior, esta investigación pretende ser útil no solo desde el punto de vista reflexivo sobre 
el papel y significado de la interventoría de adecuación de tierras a pequeños productores, 
analizada como modelo integral, sino también desde la perspectiva de las novedades que se 
podrían introducir en su noción e instrumentación.  
En el capítulo uno se presenta una descripción de la investigación en lo relativo a su campo de 
estudio, su justificación y la pregunta a resolver. Adicionalmente, se enuncian las hipótesis 
orientadoras, se especifican los objetivos del trabajo y la metodología para alcanzarlos.  
En el capítulo segundo se desarrolla el marco teórico que orienta conceptualmente el  análisis de 
la gestión de políticas, el enfoque sistémico, el desarrollo rural con enfoque territorial,  y los 
aspectos relevantes del contrato de interventoría. 
Los antecedentes de la aplicación de la política de adecuación de tierras a pequeños productores 
mediante el instrumento de las convocatorias públicas, basadas en fondos concursales, y 
aplicadas en el país a partir de 2007 con base en la ley de Agro Ingreso Seguro - AIS, se 
encuentran en el capítulo tercero.  
El modelo desarrollado en la interventoría integral se presenta en el capítulo cuarto, que junto 
con el capítulo anterior corresponden al primer objetivo específico de esta investigación. En el 
quinto capítulo se analiza el modelo, acorde con el segundo objetivo de este trabajo. 
Para terminar, en el capítulo sexto se concretan las reflexiones sobre la experiencia desde dos 
perspectivas: la primera en cuanto a la problemática de la política de adecuación de tierras y el 
papel de la interventoría; la segunda, referida a las propuestas sobre los nuevos alcances de la 
denominada interventoría integral y el enfoque territorial de los proyectos de adecuación de 
tierras.  Este capítulo desarrolla el tercer objetivo de este estudio. 





1. Descripción de la investigación 
En este se capítulo se precisa la estructura de la investigación en su objeto de estudio, sus 
enunciados orientadores, sus propósitos y su justificación. Se plantean, además, los enfoques y 
herramientas metodológicas utilizados para los análisis de los diversos temas.  
1.1 Campo de estudio, pregunta a resolver y justificación 
de la investigación 
Esta investigación se ubica en los campos de estudio de la gestión de las políticas públicas 
agropecuarias y de la adecuación de tierras, este último como uno de los instrumentos 
fundamentales de la política agropecuaria del país. 
La gestión de políticas públicas se delimita considerando el ciclo en el que éstas se forman. Hacen 
parte de este ciclo las fases de: i) la discusión (nivel estratégico, que en la práctica está a cargo del 
alto gobierno, del congreso nacional y de los partidos políticos); ii) la formulación (nivel táctico, a 
cargo del Departamento Nacional de Planeación y de los ministerios de cada sector, en este caso, 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; iii) la ejecución (nivel operativo, a cargo de 
entidades adscritas, como Finagro para el caso que interesa de adecuación de tierras y la red de 
instituciones territoriales); iv) la evaluación, la cual puede ser de tipo ex ante (nivel estratégico y 
táctico), de tipo concomitante (nivel operativo, en especial de interventoría para el seguimiento y 
control, dado el objeto de esta investigación), y de tipo ex post (nivel estratégico por parte de los 
responsables y analistas de la política o de control y verificación por parte entidades como la 
Contraloría General de la Nación). En el sector agropecuario, las interacciones de estas fases, su 
peso relativo y el papel de los actores públicos y privados, nacionales y territoriales, inciden en lo 
que se podría denominar el modelo de gestión de la política pública agropecuaria. 
Para efectos de la investigación, se tiene en cuenta el ciclo de la gestión de políticas, pero se 
aborda específicamente el proceso concerniente a su ejecución en lo referente a la política de  
adecuación de tierras. 
En este marco de análisis, se plantea la siguiente pregunta de investigación: 
¿Cuál es el papel de la interventoría en la  gestión de las políticas públicas agropecuarias en el 
área de la adecuación de tierras?  
Esta pregunta responde al problema de investigación que se concreta en una deficiente 
aplicación de la política de adecuación de tierras, por la discrecionalidad en la asignación de 
recursos públicos, un inadecuado control y seguimiento, así como por la menor importancia dada 
a  la utilización de criterios técnicos. Estos elementos se profundizan en los capítulos tres, cuatro, 
cinco y seis de esta investigación. 
La investigación se justifica desde cuatro perspectivas: i) por la importancia que tiene el sector 
agropecuario y, en particular, la economía campesina para el desarrollo del país; ii) por el papel 
 





que tiene la adecuación de tierras en el aumento de la productividad y la competitividad sectorial 
en el entorno de la globalización; iii) por la necesidad de afinar el proceso de formación de 
políticas públicas, con el objeto de contribuir al mejoramiento de la gestión de políticas públicas 
y, por esa vía, al fortalecimiento del papel del Estado frente a los sectores de población más 
necesitados del medio rural, los cuales requieren del apoyo de la institucionalidad pública y de 
sus instrumentos de política; iv) por la posibilidad de utilizar conceptos y herramientas de análisis 
derivados de la disciplina de management público y la correspondiente gestión de las políticas y 
de realizar propuestas que puedan contribuir a su validación y enriquecimiento. 
1.2 Enunciados orientadores 
Primer enunciado: 
La interventoría es fundamental para la gestión de las políticas públicas agropecuarias, como 
instrumento para garantizar la correcta ejecución de proyectos, de acuerdo con lo planeado. 
Segundo enunciado: 
El enfoque integral en la gestión de las políticas públicas es una condición necesaria para la 
perdurabilidad de los proyectos de adecuación de tierras. 
1.3 Objetivos de la  investigación 
1.3.1 Objetivo General 
Analizar el papel de la Interventoría en la gestión de las políticas de adecuación de tierras 
orientada hacia pequeños productores, mediante el estudio del caso de los proyectos 
seleccionados por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural - MADR en 2010 y de la 
Convocatoria del año 2012 para el otorgamiento de Incentivo Económico a Proyectos de 
Adecuación de Tierras - IEPAT/2012.1 
1.3.2 Objetivos específicos 
 Presentar el diseño de un modelo metodológico, organizacional y operativo para atender 
las necesidades de pequeños productores agropecuarios, que permita un 
acompañamiento al ajuste de diseños precarios y a una ejecución eficiente de obra y 
recursos. 
                                                          
 
1
En esta investigación se analiza la experiencia del proceso de interventoría. El contenido de este trabajo es diferente a 
los informes de interventoría. Cuando fue necesario recurrir a información proveniente de estos informes se citan las 
fuentes correspondientes. El contrato de interventoría de la Universidad Nacional de Colombia con Finagro es un 
documento público. 
 





 Examinar los aportes de un nuevo diseño de interventoría en materia de supervisión, 
monitoreo y control a la ejecución de proyectos de adecuación de tierras. 
 Realizar recomendaciones de política pública a partir de las lecciones aprendidas con la 
aplicación del nuevo modelo de interventoría. 
1.4 Metodología de investigación 
La metodología que se plantea a continuación fue diseñada con el objeto de adelantar los análisis 
de la experiencia, de manera acorde con los propósitos, actores, instrumentos y procesos que 
predominaron durante el periodo examinado. Este diseño metodológico se inscribe, por tanto, en 
el primer objetivo de la investigación. 
Son dos los enfoques principales que definen la metodología de investigación: 
1.4.1 Enfoque sistémico 
En primer lugar, la metodología tiene un enfoque sistémico. Para abordar el proceso 
investigativo, este enfoque se concretó en la definición de un sistema general o de una totalidad, 
conformado por varios subsistemas, los cuales se interrelacionan entre sí, al tiempo que tienen su 
propia estructura y dinámicas. Este enfoque sistémico es fundamental para incorporar en el 
análisis todas las variables pertinentes, de manera que no quede por fuera ningún elemento 
fundamental. Debe tenerse en cuenta que en el sistema así concebido todas las partes que lo 
conforman tienen la misma importancia y, por tanto, su papel es de similar relevancia, aunque 
por el principio de la dinámica pueden en diferentes etapas del proceso modificar su 
participación. Así mismo, el enfoque sistémico permite detallar las diferentes relaciones y 
conexiones entre las partes, las cuales ocurren en múltiples direcciones.  
A continuación, se presenta la especificación del modelo en el campo de estudio de la 
investigación, esto es, de la gestión de las políticas públicas agropecuarias y de la adecuación de 
tierras. 
 Un primer elemento de la especificación del modelo sistémico es la definición de una 
totalidad. Esta corresponde a la política pública de adecuación de tierras en cuya 
ejecución convergen un conjunto de actores públicos y privados, de instrumentos y de 
recursos para que esta política pueda ser aplicada. La interventoría integral es parte de 
este sistema y puede ser entendida como un subsistema. El objeto del sistema es la 
aplicación de la política de adecuación de tierras de acuerdo con los propósitos y criterios 
de su formulación.  
 Para efectos de esta investigación, el subsistema de interventoría es el de la Universidad 
Nacional de Colombia, que consiste en una ejecución de: i) Saberes científicos, técnicos y 
administrativos, expresados en funciones de investigación, de docencia y de extensión;  y, 
ii) Procedimientos y normas que apoyan los procesos de consultoría y de extensión de la 
Universidad. Bajo este esquema, se constituyen en la Universidad equipos 
multidisciplinarios de trabajo por proyecto, que se organizan por componentes según las 
 





necesidades de cada consultoría. En este caso, la interventoría incorpora componentes 
por campos de estudios que deben articularse entre sí para garantizar la integralidad en 
el seguimiento de los proyectos. Los componentes de interventoría son: el jurídico, el 
financiero, el técnico y el administrativo. El objeto de este subsistema es el seguimiento y 
control a la ejecución de los proyectos de adecuación de tierras. 
 Un tercer elemento de esta especificación metodológica es el subsistema de formulación 
de política y de supervisión institucional, que está conformado por el MADR como órgano 
directriz de la política de adecuación de tierras y por FINAGRO como operador y 
supervisor de la misma (Incoder es operador para otros proyectos). De este subsistema, 
además hacen parte los entes territoriales que apoyan con recursos técnicos y 
económicos los proyectos. Este nivel territorial debería también hacer acompañamiento, 
pero ello no ocurre en la práctica por debilidades en la capacidad técnica y operativa de 
esta instancia, particularmente en la administración municipal. 
 El cuarto subsistema a considerar en el análisis es el de los actores privados y 
comunitarios que se aglutinan alrededor de los proyectos de adecuación de tierras. Está 
conformado por las asociaciones de productores, los diseñadores, los constructores, los 
proveedores de materiales e insumos, las fiduciarias y las aseguradoras. 
 Finalmente, debe incorporarse un subsistema que dentro de la función pública y de la 
gestión de políticas se encarga de vigilar sus ejecuciones y que establece pautas y normas 
de vigilancia que son de obligatorio cumplimiento. Está conformado por los organismos 
de control ex post, en particular por la Contraloría General de la República a nivel 
nacional y departamental.  
1.4.2 Enfoque de investigación – acción 
El segundo contenido relevante de la metodología aplicada es el enfoque de investigación-acción. 
La interventoría diseñó un modelo que puso en práctica para el desempeño de sus funciones. La 
investigación examina sus logros, problemas y desafíos, en el entendido de que a lo largo del 
ejercicio de la interventoría se requirieron ajustes y correctivos al modelo, para mejorar su 
funcionamiento y desempeño. Este análisis integra y recoge ese proceso, considerando las 
intencionalidades del modelo, su efectividad y el papel de diferentes actores, al igual que las 
percepciones de los beneficiarios frente a los proyectos de adecuación de tierras.  
Se presenta, entonces, el diseño del modelo hecho por la interventoría a partir de la problemática 
existente, que fue identificada y examinada desde un inicio. Al aplicar este modelo, la 
interventoría pudo comprobar su validez y eficacia. El proceso de aplicación estuvo acompañado 
de un permanente examen crítico de manera que, sobre la marcha, se fueran identificando 
aspectos de su funcionamiento que ameritaban discusión, evaluación y corrección. Como 
resultado de este análisis, se enriqueció el modelo y se formularon ajustes para la continuidad en 
su aplicación.  





Paralelamente, se recogieron aquellos elementos y resultados de la experiencia que se 
consideraron pertinentes para proponer su incorporación en las políticas públicas en las cuales se 
enmarca el modelo, políticas éstas a cargo de las entidades estatales del sector agropecuario 
colombiano. Los nuevos elementos de política le dan sustento al modelo para su replicación y 
expansión en nuevos procesos de adecuación de tierras y en la gestión de las políticas públicas 
correspondientes.  
Este proceso, con sus transformaciones y dinámica, se analiza en esta investigación, de manera 
que sea posible entender los factores que, de manera directa e indirecta, fueron incidiendo en el 
desempeño de la interventoría a lo largo de la experiencia. 
La metodología incorpora, de manera complementaria, el examen de la información primaria 
generada durante el desempeño de la interventoría, incluyendo la originada en entrevistas a 
usuarios y organizaciones de productores. Los documentos propios de la labor de la interventoría 
también fueron objeto de revisión, en la medida en que fue requerido. 
Finalmente, la metodología previó la consulta de fuentes de información secundaria en lo 
referente al marco normativo y a la ejecución de las convocatorias de adecuación de tierras. 
1.4.3 Herramientas metodológicas 
Además de los dos enfoques metodológicos, se tuvieron en cuenta herramientas que permiten 
realizar los procesos de interventoría, objeto de esta investigación.  
Estas herramientas incluyen lo siguiente: 
Los instrumentos para generar la información de manera estandarizada, homogeneizada y 
oportuna, para el seguimiento de la aplicación de la metodología en el sistema en general y en 
cada uno de los proyectos. Hay instrumentos referidos a lo financiero, lo jurídico, lo técnico y lo 
administrativo. 
La utilización de unos documentos previos suministrados por las entidades contratantes y que 
están definidos en unos términos de referencia, instructivos, especificaciones constructivas y 
normas, contratos de obra y acuerdos de financiamiento, que los actores que adelantan los 
proyectos de adecuación de tierras deben cumplir para garantizar su ejecución. 
Instrumentos de recolección de información primaria, mediante encuestas a miembros de las 
asociaciones de productores para conocer su situación social y económica y sus expectativas con 
respecto a los sistemas de adecuación de tierras. Para profundizar en ese conocimiento, se 
examinaron los resultados de los grupos focales realizados en algunos proyectos. El acercamiento 
y contacto directo con las comunidades también se adelantó mediante el desarrollo de pasantías 
de estudiantes de pregrado, quienes durante cuatro meses convivieron con la población 
beneficiaria de algunos proyectos y produjeron una información interesante sobre la realidad y 
necesidades de las comunidades usuarias de los sistemas de riego.  
 





2. Marco teórico de la investigación 
En este capítulo se presentan los conceptos y fundamentos teóricos que serán utilizados para el 
estudio del papel de la interventoría en la gestión de políticas públicas de adecuación de tierras a 
pequeños productores. Se recogen los aportes de la literatura especializada y se examinan las 
aproximaciones más pertinentes al análisis del objeto de la investigación. 
2.1 Concepto de política pública y de gestión de políticas 
públicas 
La investigación se enmarca en tres conceptos que resultan útiles para el análisis a realizar. Son 
los conceptos de políticas públicas, de gestión y de management público. 
Lo público puede ser entendido como un espacio de todos, del Estado, del gobierno y de la 
sociedad (Cabrero Mendoza, 2000). También puede interpretarse, aunque en menor grado, como 
la “relevancia” de la acción, medida con base en la multiplicidad de afectados. Así, lo público es el 
espacio para la deliberación abierta y colectiva de las políticas (Das Graças Rua, 2009). Otro 
atributo de lo público, congruente con el enfoque del trabajo, es la característica 
institucionalizada de quien adelanta la acción: el gobierno es uno, pero no el único de los 
ejecutores (Nioche, 1997).  
En cuanto a la concepción de la política pública se podría afirmar que se trata del conjunto de 
decisiones (líneas de conducta en el marco de unos principios, diría Mintzberg) que se convierten 
en acciones estratégicamente seleccionadas, ejecutadas con carácter legítimo en favor de un 
agregado social.  
Para los propósitos de este trabajo, se acoge la definición de políticas públicas expresada como el 
“conjunto de sucesivas iniciativas, decisiones y acciones del régimen político frente a situaciones 
socialmente problemáticas y que buscan la resolución de las mismas o llevarlas a niveles 
manejables” (Vargas, 2007,p.57). Esto es, las políticas públicas son iniciativas desde lo estatal 
para dar respuesta a demandas de la sociedad, son decisiones que corresponden a uno o varios 
gobiernos y que, por ende, tienen un importante impacto a lo largo del tiempo, y son acciones 
que apuntan a situaciones socialmente problemáticas o relevantes.  
Las decisiones, vistas como proceso que incluye la elección arriesgada de lo que se pretende 
hacer y la implementación de esa elección, suponen un conflicto entre los intereses y los poderes 
que se disputan de los escasos recursos disponibles (Smida, 2006). Estos conflictos adquieren 
vigor en la gestión de políticas. 
La gestión se refiere a las capacidades (saber) y habilidades (hacer) orientadas al logro de 
propósitos (objetivos, metas y acciones). Los propósitos deben contemplar la dirección (hacia 
dónde vamos), el sentido (la razón de ser) y la identidad (lo que somos y hacemos). En síntesis, la 
gestión es saber lograr (Parra, 2007) y se ubica en el terreno de la estrategia (Romero, 1998).  





En la misma dirección, otros autores plantean tres niveles de gestión: i) estrategia y planeación a 
largo plazo (nivel más amplio de la jerarquía); ii) presupuesto (nivel intermedio); iii) gestión 
corriente (nivel bajo de la jerarquía) (Ganidis, 2007).  
Son roles de la gestión: la formulación estratégica, la planeación, la coordinación, la 
comunicación, la decisión, la anticipación de condiciones futuras, la implantación y la ejecución 
de estrategias, y la valoración de resultados (Anthony y Govindarajan, 2004).  
La rendición de cuentas es otra variable que ha ocupado la atención, particularmente del enfoque 
de la Nueva Gestión Pública, el cual defiende la idea de que las organizaciones públicas tienen 
que ser controladas. No les corresponde a los funcionarios o gerentes públicos definir qué es 
bueno o malo para la sociedad, son los ciudadanos quienes mejor conocen lo que quieren. Pero, 
incluso ellos, necesitan ayuda para definir lo mejor, de modo que se debe apoyar su participación 
una vez que el diseño del programa público ha pasado por los mecanismos de mercado (Arellano 
& Cabrero, 2005).  
En otras palabras, el sector público primero diseña la política en la búsqueda de resultados y, 
posteriormente, sólo posteriormente, los ciudadanos, vistos como clientes, pueden definir lo que 
más les conviene y participar como beneficiarios en la evolución del programa público. Este es 
uno de los fundamentos del enfoque de demanda de las políticas que utiliza el instrumento de los 
fondos concursales y de las convocatorias públicas (Gonzales, 2013). 
La Nueva Gestión Pública tiene como componentes principales: “una gestión pública práctica, 
estándares explícitos de desempeño, un mayor énfasis en el control de resultados, mayor 
competencia, contratos, devolución, desagregación de unidades y técnicas gerenciales del sector 
privado. La principal hipótesis de las reformas de la Nueva Gestión Pública es que más mercado, 
más gestión y más autonomía producirán más eficiencia, sin tener efectos secundarios negativos 
sobre otros valores del sector público, como el control político” (Christensen&Laegreid, 2005, 
p.568). De esta forma, con sus principios de transparencia y de relaciones contractuales basadas 
en resultados, hay un ruptura con la “vieja administración pública”, en la que “la rendición de 
cuentas se basaba en procesos, control jerárquico, confianza y tradiciones culturales” 
(Christensen&Laegreid, 2005, p.575).  
Se le asigna así, una nueva dimensión a la obligación de ofrecer explicaciones ante las autoridades 
superiores, la cual trasciende hacia un concepto de responsabilidad por las acciones adelantadas 
no solo por uno mismo, sino también por otros. Esta responsabilidad solidaria es un principio 
clave de la función de interventoría, según se abordará en una sección siguiente de este capítulo, 
y cuyo significado invita a pensar que ser responsable connota la habilidad de actuar, de controlar 
y de informar, e implica preocupación por las consecuencias de la acción. 
Pero la aplicación de la Nueva Gestión Pública debe inscribirse en el contexto específico de cada 
país, por cuanto la misma solución no es necesariamente aplicable en todos los casos, lo cual 
puede conllevar consecuencias de implementación impredecibles.  
Le Duff (2007) es crítico de la Nueva Gestión Pública por su énfasis en el manejo de herramientas 
que se convierten en sí mismas en finalidad. Plantea que además de razonar desde la perspectiva 
 





de los soportes institucionales, también hay que dirigir el razonamiento hacia estrategias 
colectivas. Considera que la dificultad en el management empieza cuando la discusión se hace 
sobre herramientas de la administración pública y no sobre el problema que se quiere resolver. 
En ese orden de ideas y a diferencia de los planteamientos anteriores, para Le Duff (2007) la 
gestión es lo operacional y está más cerca de las técnicas y de las funcionalidades (marketing, 
finanzas, recursos humanos). Le interesa más el concepto del management público o 
management de lo colectivo. Para introducirlo, destaca que el management se ocupa de lo 
estratégico, de la visión global y sistémica de las organizaciones, para lo cual asume dos tareas 
claves: asignación de recursos y coordinación de actividades. En la asignación de recursos actúa 
tanto el Estado como el mercado. El primero lo hace por la vía de las normas y el segundo por la 
de los precios. Sin desconocer su carácter operacional, la coordinación debe tener también un 
alcance estratégico. Mediante el ejercicio de la coordinación estratégica, el que coordina impone 
autoridad, al tiempo que puede perder autonomía. Le Duff entiende al management público 
como el management de lo colectivo, esto es, como el management de las relaciones entre seres 
humanos en la diversidad de sus intereses y que se preocupa por construir propósitos comunes. 
Interpretando este planteamiento, se podría pensar que el dominio del management público es el 
de la visualización de fines comunes que tendrían un carácter estratégico, por parte de colectivos 
humanos, acompañado de la correspondiente asignación de recursos y de la coordinación de 
actividades para lograr esos propósitos, labores en las cuales debe intervenir necesariamente el 
Estado y también el mercado.  
Para Orange (1999), en el management público no se puede desconocer el papel del mercado 
como mecanismo de asignación. En efecto, los bienes colectivos son susceptibles de satisfacerse 
en gran parte a través del mercado, a pesar de que este último no reconoce externalidades. En 
cuanto a éstas, el “mercado de lo no mercantil” se desarrolla por parte de estructuras asociativas 
ubicadas entre la sociedad civil y el Estado. Estas pueden ofrecer bienes colectivos que 
complementan de manera exitosa los provistos por el Estado. Además, en el marco del 
management público, Orange invita a pensar, en el avance hacia las cuatro D (descentralización, 
desconcentración, delegación y devolución).  
Aunque la profundización de los procesos de las cuatro D resulta, en principio, deseable es 
necesario tener en cuenta las distorsiones que se podrían presentar en la asignación de recursos 
por los escasos espacios decisorios de participación ciudadana en la definición de las políticas, y 
por la debilidad técnica de las instancias territoriales. Los grupos de poder a nivel territorial y 
nacional  tienden a cooptar las políticas en su propio beneficio, independientemente de que estas 
se orienten hacia los sectores pobres del medio rural, lo cual plantea el conflicto entre la gestión 
de políticas mediante grupos de presión, la gestión de políticas con criterios técnicos o la gestión 
de políticas con criterios participativos (Olson, 1992). 
La debilidad técnica de las instancias territoriales en la gestión de políticas está directamente 
asociada a procesos de planeación local que siguen siendo muy débiles. Ello ocurre no solo en la 
dimensión técnica, sino también en la participativa, la cual depende de la existencia de espacios 
políticos y técnicos de planeación y de concertación. El problema de la planeación también se 





refleja al nivel de los proyectos en los que se concreta la ejecución de políticas y cuya formulación 
no es ajena a debilidades técnicas. En cuanto a los espacios de participación en el medio rural, en 
Colombia se busca fortalecer el ejercicio de los comités municipales de desarrollo rural. 
Con base en los planteamientos anteriores, en el análisis de la gestión de políticas no se debería 
perder la perspectiva más amplia del management público, de manera que se abarquen los 
procesos de diseño e implementación de políticas impulsadas por el Estado, aunque no 
necesariamente ejecutadas por él, para mejorar las condiciones y calidad de vida de la población 
(Licha, 1999). Hay, entonces, una relación de doble vía entre gestión y políticas: existen gestiones 
y puestas en operación de iniciativas que son reflejos, consecuencias o traducciones más o menos 
fieles de las políticas, y así mismo algunas políticas pueden ser parte, a veces, del dominio de la 
gestión. 
2.2 Enfoque de demanda de las políticas agropecuarias y 
justificación de los incentivos 
En materia de diseño e implementación de políticas agropecuarias se ha venido imponiendo 
desde hace 20 años el enfoque de demanda. Este sustituye al enfoque de oferta que prevaleció 
durante 40 años y en el cual la estrategia de desarrollo era dirigida y controlada por el Estado, 
mediante la asignación de los recursos a beneficiarios y proyectos surgidos de la iniciativa pública, 
previamente definidos, diseñados, e inclusive  construidos por el mismo Estado (Molina y 
Rodríguez, 2008). 
En contraposición con el enfoque de oferta según el cual el Estado es “el que hace todo”, en el 
enfoque de demanda el protagonismo de las iniciativas a desarrollar pasa al sector privado, a la 
sociedad civil y a las organizaciones comunitarias. El Estado define temas prioritarios, convoca a la 
iniciativa particular o grupal para que los asuman, fija reglas y condiciones, establece 
transparencia de procesos, promueve la competencia por el acceso a recursos, selecciona las 
propuestas ganadoras, cofinancia y evalúa resultados.  
Por su parte, los participantes en las convocatorias identifican, formulan, ejecutan y, si es del 
caso, cofinancian proyectos. El instrumento de cofinanciación utilizado en las convocatorias es el 
de los fondos concursales o competitivos. 
En su versión más pura, el enfoque de demanda supone que las demandas de particulares se 
satisfacen por el mercado, quienes pagan por los servicios o bienes correspondientes. No 
obstante, resulta estratégico que el Estado actúe o intervenga en la prestación de un servicio, 
bien sea para corregir fallas de mercado o por razones de equidad o de desarrollo. Por ejemplo, si 
la asistencia técnica agropecuaria o la adecuación de tierras tienen para los usuarios el significado 
de un bien meritorio en el que la disposición a pagar por el mismo es inferior a su costo, bien sea 
por la incertidumbre en sus resultados esperados o por altos costos, debido a la dispersión y 
dificultad de acceso de los productores, el Estado debe entrar a corregir estas fallas para que la 
prestación del servicio tenga lugar (Birner and Anderson, 2008).Una forma de hacerlo es a través 
del enfoque de demanda, utilizando el instrumento de las convocatorias y los fondos 
competitivos. 
 





De acuerdo con Cano (2001), por fondo competitivo “se entiende una cantidad de recursos 
financieros asignados al apoyo de iniciativas determinadas, recursos por los cuales pueden 
competir los distintos actores de la sociedad, ajustándose a unas determinadas ‘reglas del 
juego’…, expresadas en los términos de referencia de una convocatoria pública y abierta. La 
unidad de análisis y ejecución es el proyecto. En un esquema de fondo competitivo, la aplicación 
de los recursos financieros puede operar tanto por proyectos estimulados por la demanda (de 
abajo hacia arriba), por oferta (de arriba hacia abajo) o por combinaciones de ambas fuerzas” 
(Cano, 2001, p.13). 
En los fondos competitivos operan una serie de principios, como: transparencia en el acceso, 
asignación y uso de los recursos públicos; inclusión de todos los actores interesados; sinergia 
entre actores; y rigor técnico en la selección y priorización de las propuestas con mayor mérito, 
así como en su seguimiento y evaluación. Como se verá más adelante, en la práctica estos 
principios no siempre se cumplen. 
2.3 Estrategia de desarrollo territorial rural 
Las reglas del juego con las que hoy en día operan los mercados obligan a que la supervivencia de 
las unidades de producción agropecuarias dependa de la incorporación del progreso técnico en 
sus procesos productivos conducente a un incremento sostenido de su competitividad. Esto 
representa para los pequeños productores un desafío prácticamente inalcanzable por sus 
restricciones de capital e ingresos. De ahí, la importancia de las políticas orientadas a generar 
incentivos y a fortalecer las capacidades y los activos de los pequeños productores para que 
puedan aprovechar dichos estímulos en el mejoramiento de su bienestar. 
Para ello, según Schejtman (2010), las estrategias de desarrollo rural deberían considerar en su 
diseño, dos de los principales determinantes estructurales del funcionamiento del medio rural: la 
heterogeneidad de la estructura productiva y de la pobreza rural, y  la presencia de fallas en los 
mercados. Más específicamente, el mismo autor considera que en las políticas tradicionales de 
desarrollo rural, centradas en la mejora en las condiciones de vida de la población de pequeños 
productores y de sus familias, se advierten las siguientes limitaciones: i) ausencia de políticas 
diferenciales por tipo de productor y por tipo de territorio ante el alto grado de heterogeneidad 
existente; ii) énfasis en el empleo agrícola, desconociendo la creciente importancia del no 
agrícola; iii) débil o nula intervención en la corrección de fallas de mercado que afectan a los 
pequeños productores (información, tecnología, mercados de insumos y de producto, crédito, 
seguros); iv) falta de estímulos a las agroindustrias para que transfieran tecnologías hacia los 
pequeños productores; v) parcial o nulo reconocimiento del potencial transformador de los 
núcleos urbanos sobre la actividad agrícola y sobre las condiciones de vida rural. 
Dado lo anterior, para avanzar hacia una estrategia de desarrollo rural con enfoque territorial se 
debería pasar: del espacio agrícola al rural con núcleos urbanos de distinto rango; del pequeño 
productor a  la familia rural ampliada; del empleo agrícola al multiempleo; de las políticas 
agrícolas a las diferenciadas por tipos de unidades familiares y de territorios; de la producción 
agrícola a los encadenamientos con la agroindustria y los servicios; de la antítesis entre mercado 





y Estado a su articulación y combinación sobre la base del fortalecimiento de la capacidad de 
gestión local y del tipo de proyectos a adelantar (Schejtman, 2010). 
Entendido como un proceso de transformación de la base productiva y de la base institucional de 
un espacio rural, el desarrollo territorial rural tiene dos fundamentos: i) el desarrollo productivo 
consistente en las innovaciones en procesos, en productos y en gestión; ii) el desarrollo 
institucional, basado en el fortalecimiento de las instituciones económicas (derechos de 
propiedad, tenencia de la tierra, credibilidad de los contratos y convenios de colaboración, entre 
otras) y de las instituciones políticas, sociales y culturales (participación y transparencia frente a 
asistencialismo y clientelismo, entre otros), de manera que los pobres rurales se beneficien de la 
transformación productiva(Schejtman, 2010). 
Los procesos de transformación mencionados requieren de la conjugación de una diversidad de 
políticas y de instrumentos que, como se verá en el capítulo 5 sobre la aplicación del modelo de la 
interventoría, son decisivas para el éxito de los proyectos. Como parte de esta problemática, hay 
que tener en cuenta que las organizaciones de productores adolecen de buena parte de estas 
bases productivas e institucionales, sin las cuales resulta muy difícil consolidar procesos 
perdurables. 
Debe reconocerse que en Colombia la política de desarrollo rural ya incorpora la importancia del 
enfoque territorial, aunque abordado desde una mirada más operativa que estratégica. En efecto, 
en este aspecto, la política planteada en el país se enfoca hacia la coordinación de actividades y 
hacia la asignación complementaria de recursos públicos entre sectores en un mismo territorio. 
2.4 El enfoque sistémico y su relevancia en la política 
pública 
El sistema puede ser definido como un arreglo de componentes relacionados entre sí, de manera 
que actúan como una unidad o un todo (Becht, 1974, citado por Hart, 1985).  
Así entendidos, los sistemas tienen como elementos constitutivos (Hart, 1985): un propósito y un 
objeto; unos componentes que corresponden a sus elementos básicos; unas interacciones que 
proporcionan las características de estructura a la unidad; unas entradas, unos procesos y unas 
salidas que son los flujos que entran y salen y que le dan función a la unidad; y unos límites que 
son las fronteras entre unidades y que se definen a partir del tipo de interacción entre 
componentes y del nivel de control sobre las entradas y salidas.  
Según esta conceptualización, el arreglo que exista entre los componentes define la estructura 
del sistema, y la forma en que interactúan define su función, que en el caso de esta investigación 
corresponde a la gestión de políticas públicas, siendo uno de sus componentes o subsistemas la 
interventoría. Un sistema de esta naturaleza es abierto en el sentido de que hay interacción con 
el entorno, con entradas y salidas, de y hacia la unidad, del ambiente que lo conforma. 
En el marco de esta investigación, se considera que el enfoque sistémico resulta de la mayor 
utilidad para el entendimiento y la gestión de las políticas públicas. En consecuencia, en el campo 
 





de estudio de la gestión de políticas públicas, según se mencionó en la propuesta metodológica 
presentada en el capítulo 1, la totalidad del sistema correspondería a la política pública 
específica, que para el caso de esta investigación es el de la adecuación de tierras, en cuya 
ejecución convergen un conjunto de actores públicos y privados, de instrumentos y de recursos, 
necesarios para que esta política pueda ser gestionada y aplicada de manera exitosa.  
En el marco de esta visión sistémica, se facilita la incorporación y el abordaje de la multiplicidad 
de componentes, interrelaciones, entradas, procesos y salidas que intervienen en la gestión de la 
política pública. Es así que, para el análisis pertinente a esta investigación, además de los 
subsistemas presentados en el capítulo 1, también deben incorporarse dos perspectivas 
adicionales que permiten completar el marco analítico: la territorial, abordada conceptualmente 
como desarrollo territorial rural en la sección anterior, y la referida al ciclo de formación de 
política. 
En cuanto a la perspectiva territorial, al plantear las políticas desde esa óptica, el territorio se 
convierte en su unidad de aplicación, de manera que se avanza hacia una mejor 
complementariedad y relación entre las políticas de diferentes sectores y, por ende, hacia una 
incidencia más efectiva de las mismas en el bienestar de la población que conforma el territorio. 
Un territorio exitoso es aquel que logra crecer económicamente con inclusión social y 
sustentabilidad (Shejtman y Berdegué, 2003, 2004). 
En este orden de ideas, se parte de una concepción del territorio que busca privilegiar las 
relaciones entre seres humanos, el medio ambiente y las instituciones en ámbitos geográficos 
determinados. Visto así, el territorio es una realidad dinámica, cuya transformación es el 
resultado de esos vínculos humanos en sus múltiples dimensiones (Molina, 2014). 
Con la misma lógica, “el concepto de territorio desde una visión sistémica, se puede entender 
como una compleja red de relaciones dinámicas, las cuales constantemente se retroalimentan. 
Dichas relaciones implican diversas dimensiones, concediéndole un carácter multidimensional…” 
(Montoya y Rubiano, 2008, p.14). El territorio se convierte en un sistema de actividad humana 
(social, política, económica y multicultural), el cual es susceptible de comparación con su entorno. 
La complementariedad de políticas no solo se refiere a su aplicación en el mismo tiempo y 
espacio, sino también a su continuidad que, con diferentes propósitos, han de sumar soluciones a 
las nuevas necesidades requeridas, según se avance el proceso de desarrollo territorial.  
Ese enfoque territorial se debe construir desde la base, entendiendo las necesidades de las 
comunidades, por lo cual es importante desatar procesos asociativos. Las organizaciones surgen 
de diferentes maneras y evolucionan y se consolidan con propósitos diversos. Se trata de 
aprovechar la existencia de esas organizaciones para que sea por intermedio de ellas que la 
población exprese sus necesidades y logre una propuesta colectiva. Esa propuesta colectiva no es 
otra cosa que una propuesta territorial, entendiendo al territorio como una construcción social, 
que a su vez puede consolidarse en nuevas escalas territoriales que representan agregados 
sociales mayores. Una definición complementaria plantea que “el territorio está dotado de una 
base de recursos naturales en particular, de unas instituciones y formas de organización propias, 





y de determinadas formas de producción, intercambio y distribución del ingreso” (Sepúlveda et 
al,  2003,p.19). 
De ahí, que esta investigación analiza los resultados de las consultas a organizaciones de los 
proyectos de adecuación de tierras para conocer sus características e identificar sus necesidades 
complementarias a las de adecuación de tierras. Para esas consultas se utilizaron diferentes 
procedimientos: contacto directo e informal con productores y líderes de las organizaciones 
durante el proceso de construcción de las obras, encuesta formal a las organizaciones de 
pequeños productores de los sistemas de adecuación de tierras, grupos focales con miembros de 
las comunidades beneficiarias de los proyectos y con otros actores privados e institucionales 
vinculados directa o indirectamente a los mismos, y pasantías o estadías de estudiantes durante 
cuatro meses en las zonas de ejecución de los proyectos de adecuación de tierras en convivencia 
con los usuarios de los mismos para diagnosticar su situación.  
Algunos de los resultados de este trabajo se presentan como insumos para la argumentación 
central de esta investigación, en cuanto a la importancia de la gestión asociativa como parte de la 
gestión de las políticas públicas, como medio para construir enfoques territoriales desde la base 
comunitaria, conducentes a un nuevo modelo de formación de políticas rurales que integre 
múltiples necesidades, las priorice y aborde soluciones a las mismas, según la disponibilidad de 
recursos.  
Si bien la asignación de recursos se hace en el país desde la perspectiva sectorial de la política, es 
decir, desde las necesidades de cada sector económico y social, el enfoque territorial suministra 
criterios fundamentales para complementar y afinar esa asignación. Desconocer esa perspectiva 
afecta la gestión de políticas públicas y reduce su alcance. En la política de adecuación de tierras, 
objeto de esta investigación, prima la asignación de recursos con carácter sectorial, pero como se 
discutirá en el capítulo 5, la interventoría detectó aspectos importantes que sugieren la necesidad 
de ampliar esa perspectiva hacia un enfoque más integral. 
En cuanto a la formación de políticas públicas, cabe mencionar que el enfoque sistémico es útil 
para entender la interacción entre las diferentes etapas del ciclo de la política y su importancia 
relativa. Como bien se sabe, el modelo clásico de formación de política pública incluye las etapas 
de identificación e institucionalización de un problema, formulación de soluciones o acciones, 
toma de decisión, implementación y evaluación (Jones, 1970, citado por Roth, 2012). 
La aproximación sistémica permite llamar la atención sobre aspectos claves de este modelo 
clásico, en las particularidades de la experiencia de la interventoría (ver capítulos 5 y 6).Por 
ejemplo, y a diferencia de lo que ocurre en el modelo tradicional, es deseable que haya: i) plena 
coherencia entre las etapas del ciclo (unidad sistémica); ii) importancia y peso similar de cada 
etapa (equilibrio del proceso de formación de política); iii) espacios de participación (enfoque 
democrático decisorio); iv) construcción de consensos de abajo arriba y de arriba abajo (esquema 
interactivo); v) visión de largo plazo (políticas de Estado); vi) identificación y caracterización de los 
intereses y funciones que asumen los múltiples actores involucrados (funcionalidad). 
En ese orden de ideas, el proceso de formación de política es considerado en el análisis del papel 
de la interventoría en la gestión de las políticas públicas, para derivar sus rasgos deseables. 
 





2.5 Concepto legal de la interventoría 
Para abordar el concepto de interventoría2 es conveniente hacer referencia a la noción de función 
pública, por cuanto se entiende que la interventoría es una actividad de función pública. Es de 
aclarar que, a diferencia de los servicios públicos que se manifiestan en prestaciones que pueden 
ser dejadas en manos de particulares, la función pública es toda aquella actividad que para ser 
desarrollada requiere de potestades públicas y que comporta el ejercicio de la autoridad 
inherente al Estado. En ese orden de ideas, la regulación, vigilancia y control de la prestación de 
servicios se ejerce por el Estado de manera exclusiva (Rincón, 2011, p.33). 
A juicio de Rincón (2011), de las normas vigentes previas a 2011 no se infiere una definición legal 
del contrato de interventoría y argumenta que se podría catalogar como una especie del contrato 
de consultoría. En ese orden de ideas, desde la perspectiva de la doctrina, el contrato de 
interventoría tiene como objeto “controlar, vigilar, inspeccionar la celebración, ejecución, 
desarrollo y finalización de un contrato primigenio, instrumentando conocimientos científicos, 
técnicos y tecnológicos que son equivalentes o similares a quien presta las obligaciones en el 
contrato principal” (Parra, 2008, J.E. citado por Rincón 2011, p.37). 
Sin perjuicio de esta definición, según lo afirma el mismo autor, no se puede considerar el 
contrato de interventoría como un contrato accesorio - aunque algunas jurisprudencias del 
Consejo de Estado así lo plantean - sino que se trata de un contrato principal que se suscribe con 
el fin de verificar el correcto desarrollo de un contrato en su conjunto, para la vigilancia, control e 
inspección de sus obligaciones y de la oferta realizada por el contratista. Lo anterior por cuanto, 
“el interventor se contrata no para verificar la gestión del contrato, sino para vigilar e 
inspeccionar desde un punto de vista técnico las actividades técnicas, económicas, financieras y 
legales a que se comprometieron las partes dentro de dicho contrato y en particular el 
contratista” (Rincón, p.38).  
Advierte también Rincón que, según la jurisprudencia, la función del interventor es más amplia y 
compleja que la simple verificación o constatación, por cuanto implica la vigilancia y control y 
exige del interventor actividades encaminadas a controlar un determinado contrato. En ese 
sentido el Consejo de Estado sostiene que “el  interventor es en cierta medida un representante 
de la entidad contratante frente al contratista, dejando en evidencia que las funciones del 
interventor desbordan de manera amplia la simple función de verificación” (Rincón p.42, 43). 
La interventoría debe entenderse como un instrumento de verificación y vigilancia que emana de 
la facultad de dirección y control sobre la ejecución de la contratación y del “principio de 
responsabilidad” contemplado en la Ley 80 de 1993 (artículo 26). En virtud de este principio, los 
servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la contratación 
estatal y a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado.  
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En la contratación estatal, y en aplicación de los principios contenidos en el estatuto contractual, 
le corresponde a las entidades públicas ejercer el control y vigilancia de la ejecución de los 
contratos celebrados por ellas, a través de la interventoría, bien sea en forma directa o mediante 
la celebración del contrato de interventoría. En efecto, la interventoría se delega en un 
funcionario de la entidad mediante un acto administrativo, o en un consultor a través de un 
procedimiento de contratación. 
La doctrina vigente a partir de 2011define la interventoría como la actividad de control y 
vigilancia de un contrato estatal, que tiene como objetivo verificar el cumplimiento integral de su 
objeto y de las obligaciones en él pactadas, coadyuvando a las partes contratantes para lograr 
una terminación exitosa del contrato vigilado. 
De conformidad con la ley 1474 de 2011 en su artículo 83 sobre Supervisión e Interventoría 
contractual, se plantea que: “Con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la 
ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad contractual, las 
entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto 
contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda.”  
Sobre la supervisión se dice que “consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, 
contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma 
entidad estatal cuando no requiere conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad 
estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios 
que sean requeridos.” (Ley 1474 de 2011, artículo83). 
Y, en cuanto a la interventoría, se señala que “consistirá en el seguimiento técnico que sobre el 
cumplimiento del contrato realice una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la 
Entidad Estatal, cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la 
materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen. No obstante, lo anterior 
cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, podrá 
contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, jurídico del objeto o 
contrato dentro de la interventoría” (Ley 1474 de 2011, artículo83). 
Sobre la concurrencia de la interventoría y la supervisión en un mismo contrato, la  ley establece 
que: “Por regla general, no serán concurrentes en relación con un mismo contrato, las funciones 
de supervisión e interventoría. Sin embargo, la entidad puede dividir la vigilancia del contrato 
principal, caso en el cual en el contrato respectivo de interventoría, se deberán indicar las 
actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la entidad a través 
del supervisor. El contrato de Interventoría será supervisado directamente por la entidad estatal.” 
(Ley 1474 de 2011, artículo83). 
Respecto del alcance del contrato de interventoría, es importante precisar que, si bien se ejerce a 
nombre de la parte contratante con el fin de obtener el cabal cumplimiento de las obligaciones 
contractuales, dicha representación nunca implica facultades de modificación del contrato 
vigilado, ni potestades distintas a las contempladas en el contrato de interventoría. Es decir, que 
el interventor representa a la entidad contratante, pero no asume facultades decisorias frente al 
contrato vigilado y, por ello, no puede tomar decisiones que corresponden a la Administración 
 





Pública, como exonerar al contratista del cumplimiento o ejecución de cualquiera de sus 
obligaciones contractuales, modificarlas, ordenar trabajo o actividad alguna que implique variar el 
plazo pactado o las condiciones de cantidad y calidad del objeto y adicionar el valor del contrato 
(Jiménez y Lemoine, 2007).  
Estos planteamientos son relevantes para el análisis del modelo de interventoría diseñado y 
aplicado para la adecuación de tierras, en el sentido de que, si bien es un modelo novedoso en 
sus alcances, no desborda el marco jurídico existente, según lo que se verá en los capítulos  4 y 5. 
Según lo mencionado, la ley habilita a las entidades estatales a celebrar contratos de supervisión 
de proyectos que adelante (por ejemplo, para el caso que nos ocupa, de Finagro con las 
asociaciones de productores beneficiarias de las obras). Para estos contratos puede recurrir a 
terceros (en este caso, la Universidad Nacional). En este esquema, Finagro asume la supervisión 
de la interventoría contratada, función que le es inherente, mientras que la interventoría es una 



















3. Antecedentes de la interventoría de adecuación 
de tierras por parte de la Universidad Nacional 
de Colombia 
Este capítulo tiene como propósito ilustrar y llamar la atención sobre una serie de aspectos 
pertinentes a la gestión de políticas públicas agropecuarias en Colombia, en lo concerniente al 
desarrollo inicial del Programa Agro Ingreso Seguro y de uno sus componentes: la adecuación de 
tierras y la infraestructura de riego y drenaje. Para el efecto, se hizo una investigación 
documental y de fuentes estadísticas oficiales3. Esta ilustración, al tiempo que evidencia la forma 
en que los sectores económicos inciden sobre la orientación final de las políticas agropecuarias, 
también permite contextualizar el análisis que hace parte de los capítulos siguientes de este 
trabajo. 
3.1 El Programa Agro Ingreso Seguro y la negociación del 
TLC con EE.UU 
En el marco de los desafíos de la internacionalización de la economía y como resultado de las 
negociaciones del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, el Programa “Agro, Ingreso 
Seguro – AIS” se puso en marcha en 2007 (Ley 1133 de 2007) para proteger los ingresos de los 
productores afectados por las distorsiones de los mercados externos, para mejorar la 
productividad y competitividad del sector agropecuario y para reducir la desigualdad en el 
campo. Dentro de estos propósitos también se incluyen la reconversión productiva y la 
empresarización del campo, de acuerdo con la agenda interna de productividad y competitividad 
y con la apuesta exportadora. 
Junto con el Apoyo al Crédito, el otro instrumento clave del AIS es el de Incentivos a la 
Productividad, que incluye el fortalecimiento de la asistencia técnica, el desarrollo y transferencia 
de tecnología, la promoción de la cultura de buenas prácticas agrícolas y pecuarias, la 
asociatividad entre los productores, y la cofinanciación de adecuación de tierras e infraestructura 
de riego y drenaje.  
La idea del Programa AIS se gestó en el periodo de negociaciones del TLC con Estados Unidos 
durante la presidencia de Álvaro Uribe Vélez, quien en abril 30 de 2003 manifestó el interés de 
esta iniciativa al gobierno norteamericano. En agosto del mismo año, los gremios y empresarios 
colombianos se pronunciaron a favor durante la visita al país del representante comercial de los 
Estados Unidos, Robert Zoellick: "Teniendo en cuenta el bienestar colectivo y la evolución de la 
economía mundial y regional, hemos llegado a la conclusión de que es necesario y conveniente 
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negociar un tratado de libre comercio con Estados Unidos" (La Torre, 2003), señala el comunicado 
del sector privado.  
La negociación del tratado bilateral se desarrolló en 14 rondas durante  21 meses, desde el 18 de 
mayo de 2004 en Cartagena, hasta el 17 de febrero de 2006 en Washington. En esta última ronda 
ya casi todo estaba negociado, excepto los productos sensibles como el arroz para Colombia y los 
trozos de pollo para Estados Unidos. Incluso, el azúcar y otros productos de interés ofensivo para 
Colombia, no figuraron en la discusión final. Finalmente, el 26 de abril de 2006 se firmó el 
tratado, después de cerrar las negociaciones de los productos sensibles.  
Simultáneamente, el gobierno anunció la creación del programa Agro Ingreso Seguro - AIS, como 
una política compensatoria para los sectores amenazados por este tratado. El gobierno se 
propuso concertar con los gremios los términos de esta política que sería sometida al Congreso, 
para subsidiar por ley productos como el maíz, el arroz, la soya, el sorgo y el fríjol, a la manera de 
los subsidios que recibían los productores en Estados Unidos. Al parecer, este fue el mecanismo 
de transacción que permitió que los gremios del sector agropecuario terminaran finalmente 
aceptando el tratado (Colombia. Presidencia de la República, 2006). 
3.2 El programa AIS como medida de compensación 
En su discurso del cierre de negociación del TLC, el presidente Uribe Vélez reconoció que el 
programa de Agro Ingreso Seguro AIS fue un mecanismo de transacción interna entre el gobierno 
y los gremios para facilitar la firma del tratado bilateral: “Nosotros teníamos un dilema: o no 
hacer el TLC, porque no podíamos excluir arroz y la industria avícola o hacer el TLC, como 
finalmente lo acordamos, pero con un programa para garantizarle seguridad en el ingreso a los 
agricultores: Agricultura, Ingreso Seguro”.... “Habría sido lo peor para Colombia desaprovechar 
esta oportunidad, por eso optamos por la opción de TLC complementado con el programa 
Agricultura, Ingreso Seguro” (Colombia. Presidencia de la República, 2006). 
El gobierno manifestó que el Programa AIS se concertaría con los gremios de la producción y que 
con ellos, en julio de 2006, presentaría el proyecto de Ley al Congreso. La idea original del 
gobierno era la de compensación, mediante la entrega de apoyos económicos directos, para 
ajuste de precio, a productores de maíz, fríjol, sorgo y soya, por hectárea cultivada (Colombia. 
Presidencia de la República, 2006). 
Producto de la concertación del proyecto de Ley con los gremios, esta concepción inicial del 
programa AIS se modificó, acentuando sus objetivos en la competitividad y no en la 
compensación, con los siguientes componentes: a) infraestructura de riego; b) infraestructura 
productiva y c) financiamiento a través de Líneas Especiales de Crédito - LEC - y fortalecimiento 
del Incentivo a la Capitalización Rural,  ICR. 
El 24 de julio de 2006, se radicó en la Cámara de Representantes el proyecto de Ley AIS 024 de 
2006, solicitando un presupuesto de $500 mil millones y una vigencia de 10 años. La exposición 
de motivos señalaba dos objetivos: a) fortalecer la competitividad; y b) proteger la producción 
nacional ante las distorsiones de los mercados  externos. Los recursos se invertirían en la 





modernización del sector para nueva tecnología, maquinaria, investigación, infraestructura y 
mejoramiento del sistema sanitario nacional. “Igualmente se fortalecerán los instrumentos de 
créditos blandos para reconversión y se otorgarán apoyos económicos directos destinados a 
proteger la producción nacional” (Colombia. Congreso de la República, 2006). 
El 13 de diciembre de 2006, se lanza el programa AIS, con dos objetivos “a) mejorar la 
productividad y competitividad del sector agropecuario; y b) fortalecer los ingresos de los 
productores de los cultivos sensibles dentro de los tratados internacionales que Colombia ha 
firmado y que espera poner en marcha en los próximos meses” (Colombia. Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, 2006). Aunque aún no se tenía aprobada la Ley del Programa AIS 
por parte del Congreso, y con un TLC firmado pero no aprobado, se realizaron apropiaciones por 
$400.000 millones para que el programa iniciara en 2007. El 2 de enero de 2007, FINAGRO expide 
cuatro circulares reglamentarias; dos de estas exclusivas para acceso de productores de cereales 
y las dos restantes para fomentar los productos de la Apuesta Exportadora Agropecuaria2006 – 
20204.  
El 3 de enero de 2007, también se realiza la apertura de la Convocatoria 001/07 MADR-IICA para 
financiar proyectos de riego y drenaje, dando inicio formalmente al programa AIS, que ya había 
sido aprobado por la Cámara a finales del 2006(Portafolio, 2006). 
Agro Ingreso Seguro – AIS, es un programa conformado por tres grandes componentes: apoyos 
económicos sectoriales o directos, apoyos a la competitividad y operación monitoreo y 
evaluación. Los apoyos económicos sectoriales o directos, que buscaban proteger los ingresos de 
los productores durante un periodo de transición en el que se esperaban procesos de 
reconversión productiva, se ejecutaron principalmente para los cereales a través de la línea 
especial de crédito y del ICR. No obstante, este componente no tuvo continuidad y se considera 
que en la práctica no se implementó, aunque su vigencia se estableció en la Ley para los primeros 
seis años de ejecución del programa. 
Los apoyos a la competitividad constituyen el componente más importante del programa, del 
cual se derivan el programa de riego, las líneas especiales de crédito y la asistencia técnica, como 
los subprogramas más representativos. Este componente busca preparar el sector agropecuario 
ante la internacionalización de la economía, mejorar la productividad y adelantar procesos de 
reconversión, en todo el sector Agropecuario. Los apoyos para la competitividad concentran los 
principales incentivos implementados por el programa y están determinados por los siguientes 
tipos de instrumentos (Figura 3-1): 
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 Comprende los siguientes cultivos: Palma de Aceite, Cacao, Caucho, Macadamia, Marañón, Pitahaya, 
Mango, Bananito, Lima Tahití, Feijoa, Aguacate, Uchuva, Piña, Maracuyá, Lulo, Mora, Tomate de Árbol, 
Granadilla, Espárrago Verde, Cebolla Bulbo, Brócoli, Coliflor, Lechuga, Alcachofa, Ají, Madera Aserrada y 
Pulpa, Carne, Leche, Camarón de Cultivo, Tilapia, Cafés Especiales, Café, Flores, Plátano de Exportación, 
Banano de Exportación, Caña de Azúcar, Algodón Fibra media y larga, Tabaco Rubio y Negro y Papa 
Amarilla, Etanol Carburante y Biodiesel. (Colombia. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 2006). 
 





 Apoyo a través de crédito: líneas de crédito en condiciones preferenciales (Línea especial 
de crédito LEC) para fomentar la reconversión y mejoramiento de la productividad y 
adecuación de tierras. Adicionalmente, líneas de crédito con Incentivo a la Capitalización 
Rural (ICR), para promover modernización agropecuaria  
 Incentivos a la productividad: este componente incluye la destinación de recursos del 
programa orientados a fortalecer la asistencia técnica, el desarrollo y transferencia de 
tecnología, así mismo promover la cultura de buenas prácticas agrícolas y pecuarias, la 
asociatividad entre los productores, y cofinanciar adecuación de tierras e infraestructura 
de riego y drenaje.  
 Apoyo a la comercialización: la ley también contempló la asignación de recursos del 
programa para apoyar los procesos de comercialización.  
Figura 3-1: Estructura del programa AIS  
 
Fuente: Colombia. Congreso de la República. (2007).Documento Programa AIS. p. 1. 
3.3 La implementación de la convocatoria de riego y 
drenaje 
Colombia ya contaba con experiencia en el diseño y manejo de fondos concursales dirigidos a la 
agricultura. El ejemplo más representativo fue el programa Pronatta y posteriormente la 
Convocatoria de Ciencia y Tecnología, ambos del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
(Federación Nacional de Cafeteros de Colombia, 2008). 
El fondo concursal para sistemas de riego se implementó como una política por demanda, bajo un 
esquema de convocatorias abiertas y de libre concurrencia, con principio de igualdad para la 
participación de los actores, donde el MADR disponía de unas reglas de juego expresadas en los 





1. Apoyos Económicos Sectoriales o 
Directos 
2. Apoyos para la Competitividad 
3. Operación, verificación, 
monitoreo y evaluación 
 Fondo concursal para sistemas de 
riego. 
 Línea especial de crédito de 
reconversión productiva. 
 Fortalecimiento del ICR 
 Subasta absorción de cosecha. 
 Fondo de Capital de Riesgo 
 Asistencia Técnica 
 Integración de empresas Campesinas 
(asociatividad) 





Son siete las etapas que debe cumplir un proyecto para poder acceder al apoyo económico no 
reembolsable: 
Tabla 3-1 Proceso de la Convocatoria de Riego y Drenaje del Programa AIS 
Etapa Descripción 
Apertura de la 
Convocatoria 
Los interesados en presentar proyecto, tienen a disposición los 
términos de referencia (reglas de juego), para que determinen si 
se presentan a la convocatoria. Si tienen comentarios y, o, dudas 
sobre las reglas, las pueden presentar para tener respuesta con un 
tiempo prudente, previo al cierre de la convocatoria.  
Cierre a la convocatoria 
Es la fecha límite hasta la cual se pueden radicar propuestas de 
proyecto, para ser evaluadas en marco de la convocatoria 
conforme a la reglas de juego.  
Verificación de requisitos 
formales (Filtro 
Operativo) 
Se revisa el contenido del documento de proyecto presentado, 
con énfasis en los documentos jurídicos. En caso de que falten 
documentos o se requiera información adicional, se determina si 
esto es subsanable conforme a las reglas de juego. 
Evaluación y calificación 
de los proyectos 
Las propuestas de proyecto que superaron la etapa previa, son 
sometidas a una evaluación de tipo técnico, para determinar Ex – 
Ante la elegibilidad del proyecto. Al final aplicando los criterios de 
calificación, con los proyectos elegibles se conforma el listado de 
publicación.  
Publicación de proyectos 
elegibles 
Se publica por el orden de calificación, los proyectos elegibles. 
Verificación de Campo 
Se realiza visita de campo, para corroborar en terreno la veracidad 
de la información suministrada en el documento de proyecto. 
Suscripción del Acuerdo 
de Financiamiento 
Los proyectos que superaron la etapa anterior (Viables), hasta 
donde alcancen los recursos asignados en orden descendente, se 
suscribirá documento jurídico que establece las condiciones en 
que se realizara el proyecto y desembolsaran los recursos para su 
ejecución.  
Fuente: Elaboración propia, con base en los Términos de Referencia de las convocatorias de 
adecuación de tierras del Programa AIS MADR-IICA de 2007 y2008, y de IEPAT/2012. (Colombia. 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 2009, 2011, 2012). 
Durante los años de 2007 a 2012 se ejecutaron recursos de apoyo al programa AIS para proyectos 
de riego por $223 Mil Millones, irrigando 96.223 ha y beneficiando 32.284 familias, como se 
indica en la tabla 3-2. 











33.005.345.997 15.975 5.955 
2008 A 66.500.810.662 23.117 4.268 
2008B 73.714.413.474 38.404 15.336 
Seleccionados MADR 
2009 FINAGRO 
40.717.418.509 15.856 5.715 
IEPAT/2012 9.069.102.186 3.269 1.010 
Total 223.007.090.828 96.621 32.284 
Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el Programa AIS – MADR (2010 y 2014). 
 





En las tablas 3-3, 3-4, 3-5 y 3-6 se detalla la información sobre las convocatorias de 2007 a 2012, 
especificando el tipo de proponente, el tipo de inversión de obra, el departamento y el tipo de 
actividad productiva. En la sección siguiente (3.4) se presenta el análisis correspondiente a las 
cifras presentadas. 
 
Tabla 3-3 Ejecución en las convocatorias de Riego MADR-AIS-DRE por tipo de proponentes 
(Cifras en Millones de Pesos) 
Beneficiario 
2007 A 2008 A 2008B MADR 2009 IEPAT/2012 Total AIS – DRE 
$ % $ % $ % $ % $ % $ % 
Asociación 13.270 40% 22.057 33% 64.482 87% 40.717 100% 9.069 100% 149.595 67% 
Empresa 11.975 36% 27.448 41% 3.336 5% 0 0% 0 0% 42.760 19% 
Particular 5.491 17% 15.837 24% 3.524 5% 0 0% 0 0% 24.852 11% 
Alcaldía 2.269 7% 1.158 2% 2.372 3% 0 0% 0 0% 5.799 3% 
Total 33.005 100% 66.501 100% 73.714 100% 40.717 100% 9.069 100% 223.007 100% 
Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el Programa AIS – MADR (2010 y 2014). 
 
Tabla 3-4 Ejecución de las convocatorias de riego, por tipo de inversión en obra 
(Cifras en Millones de Pesos) 
Tipo de Inversión 
Beneficiario 
2007ª 2008ª 2008B MADR 2009 IEPAT/2012 Total AIS – DRE 
$ % $ % $ % $ % $ % $ % 
NUEVA  17.167 52% 59.762 90% 61.423 83% 36.840 90% 4.860 54% 180.053 81% 
Asociación 5.742 17% 19.501 29% 52.897 72% 36.840 90% 4.860 54% 119.841 54% 
Empresa 6.535 20% 23.744 36% 2.958 4% 0 0% 0 0% 33.237 15% 
Particular 2.621 8% 15.473 23% 3.196 4% 0 0% 0 0% 21.290 10% 
Alcaldía 2.269 7% 1.044 2% 2.372 3% 0 0% 0 0% 5.685 3% 
REHABILITACION 15.838 48% 6.739 10% 12.291 17% 3.877 10% 4.209 46% 42.955 19% 
Asociación 7.528 23% 2.556 4% 11.585 16% 3.877 10% 4.209 46% 29.755 13% 
Empresa 5.440 16% 3.705 6% 378 1% 0 0% 0 0% 9.523 4% 
Particular 2.871 9% 364 1% 328 0% 0 0% 0 0% 3.563 2% 
Alcaldía 0 0% 114 0% 0 0% 0 0% 0 0% 114 0% 
Total 33.005 100% 66.501 100% 73.714 100% 40.717 100% 9.069 100% 223.007 100% 
Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el Programa AIS – MADR (2010 y 2014). 
 
 






Tabla 3-5 Ejecución Convocatoria Riego y Drenaje MADR 2009 e IEPAT/2012, distribución 
departamental 
(Cifras en Millones de Pesos) 








Seleccionados MADR 2009 
Nariño 11.194 1.309 8,6 1.277 8,8 
Cundinamarca 9.876 3.330 3,0 1.453 6,8 
Boyacá 9.874 2.310 4,3 1.267 7,8 
Norte de Santander 8.681 8.642 1,0 1.499 5,8 
Cesar 423 49 8,6 45 9,4 
Cauca 373 177 2,1 22 17,0 
Tolima 297 216 1,4 174 1,7 
Total 40.717 16.033 2,5 5.737 7,1 
IEPAT/2012 
Boyacá 3.031 314 9,6 474 6,4 
Huila 2.999 2.144 1,4 313 9,6 
Magdalena 1.490 641 2,3 74 20,1 
Cundinamarca 822 109 7,5 83 9,9 
Nariño 727 60 12,1 66 11,0 
Total 9.069 3.269 2,8 1.010 9,0 
Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el Programa AIS – MADR (2010 y 2014). 






Seleccionados MADR 2009 
Pastos 9.992 24,5% 
Hortalizas y Otros de Ciclo Corto 9.201 22,6% 
Papa y Hortalizas 6.027 14,8% 
Café y Asocios 5.051 12,4% 
Fríjol y Asocios 4.151 10,2% 
Arroz 3.648 9,0% 
Frutales 2.055 5,0% 
Flores 313 0,8% 
Caña de Azúcar 280 0,7% 
Total 40.717 100,0% 
 






Hortalizas y Otros de Ciclo Corto 4.580 50,5% 
Arroz 2.719 30,0% 
Palma Africana 1.490 16,4% 
Café y Asocios 280 3,1% 
Total 9.069 100,0% 
Fuente: Elaboración propia con información suministrada por el Programa AIS – MADR (2010 y 2014). 
Las tablas anteriores indican una diferencia de cantidad de proyectos, de cobertura y de número 
de beneficiarios entre las convocatorias operadas por el IICA hasta 2008 y las operadas por 
Finagro a partir de 2009. Como se examinará en los capítulos 4 y 5, esta diferencia se explica 
principalmente porque en el primer caso primaron criterios de cobertura asociados a mayor 
flexibilidad en la selección y evaluación de proyectos, mientras que en el segundo caso primaron 
criterios de mayor exigencia técnica que incidió en un menor número de proyectos cofinanciados.  
3.4 Los problemas en la convocatoria de riego y drenaje 
Se destacan dos problemas principales durante la ejecución de las convocatorias de riego y 
drenaje del programa AIS (El Espectador, 2014): 
 
a) Fragmentación de predios para acceder a más de un subsidio en las convocatorias de 
2007 y 2008. 
 
A medida que transcurrían las convocatorias, en relación con el apoyo económico no 
reembolsable,  lo único que se mantuvo fijo fue el porcentaje de ese apoyo, el cual ascendía al 
80% de la inversión. Ante la acogida de las alcaldías y gobernaciones, el apoyo máximo por 
proyecto y el valor por hectárea se fueron ajustando para que los proyectos asociativos pudiesen 
acceder a mayores recursos. 
Tabla 3-7 Montos máximos de apoyo definidos en los Términos de Referencia de las 
Convocatorias de Riego 
(Cifras en Millones de Pesos) 













MADR-IICA 01/07 500 15 15 500 15 15 
MADR-IICA 01/08 600 7 7 3.500 10 5 
MADR-IICA 02/08 600 7 5 3.500 10 5 
Fuente: Elaboración propia, con base en los Términos de Referencia de las convocatorias de adecuación de tierras 
del Programa AIS MADR-IICA de 2007 y 2008.(Colombia. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 2009). 
En la actualidad se adelantan investigaciones por parte de los organismos de control, 
principalmente en la Fiscalía General de la Nación, por fraccionamiento de fincas mediante la 





modalidad de contrato de arrendamiento para acceder a más de un subsidio. El monto de este 
subsidio, nada despreciable, se presenta en el cuadro anterior, que para la convocatoria del 
primer y segundo semestre de 2008 fue de $600 millones por predio. 
En uno de los procesos legales que se adelantan, en el siguiente artículo sobre el inicio del juicio 
contra siete implicados, se dice que (El Espectador, 2014):“Por estos hechos tendrán que 
responder en juicio por los delitos de peculado por apropiación en concurso heterogéneo y 
sucesivo, en concurso con falsedad en documento privado, de los cuales se declararon inocentes 
en diversas instancias … En la acusación se indica que los procesados habrían “fraccionado” en 
cinco partes la finca Las Mercedes, ubicada en Santa Marta, con el fin de obtener de manera 
fraudulenta más subsidios para riego y drenaje del programa que buscaba apoyar a los pequeños, 
medianos y grandes empresarios.” 
3.5 Asignación de recursos a proyectos de particulares 
(grandes productores) y a proyectos asociativos (pequeños 
productores) 
En las convocatorias de 2007 y 2008 existía la libre concurrencia para los diferentes tipos de 
productores. Por las asimetrías de capacidades, ello generó una mayor asignación de recursos 
hacia proyectos presentados por empresas y particulares en comparación con proyectos 
asociativos, a pesar de que estos últimos contaron con el apoyo técnico y económico de los entes 
territoriales para la formulación de las propuestas. Esta realidad evidenció que bajo las reglas de 
juego de un sistema concursal basado en la demanda, los proponentes de mayor capacidad 
económica son aquellos que pueden financiar los estudios previos y que cuentan con recursos 
para asumir los costos de transacción, que incluyen la demora de los trámites. A pesar del apoyo 
recibido de parte de algunas gobernaciones y municipios, el acceso a recursos de estas 
convocatorias fue relativamente más bajo por parte de los proyectos asociativos de pequeños 
productores (Tabla 3-3). 
Ante esta evidencia de la ejecución de recursos desfavorable a los pequeños durante las primeras 
convocatorias, el MADR en la segunda convocatoria de 2008 (2008B) decidió fijar un cupo de 90% 
de los recursos disponibles para ser destinado a proyectos de tipo asociativo y el restante 10% a 
individuales o a los presentados por empresas particulares. 
En cuanto a la convocatoria de 2009, el MADR seleccionó 65 proyectos, todos de tipo asociativo y 
de  pequeños y medianos productores, para que recibieran un acompañamiento de parte de la 
Universidad Nacional de Colombia con el objeto que realizaran ajustes a sus diseños y pudiesen 
cumplir con la viabilidad para pasar a la etapa de cofinanciamiento para la construcción. De estos 
65 proyectos fueron finalmente aprobados y ejecutados 31(Universidad Nacional de Colombia, 
2013). 
La convocatoria siguiente fue la del año 2012 (IEPAT/2012), en la que también los recursos 
asignados fueron solamente para proyectos asociativos de pequeños productores. 
 





A continuación se aborda con detalle lo ocurrido con los 65 proyectos de la convocatoria 2009, 
por cuanto ello marca el inicio del proceso de varias fases con la Universidad Nacional de 
Colombia, el cual se prolongó hasta mayo de 2014, y que corresponde al objeto de esta 
investigación. 
3.6 La revisión en 2010 por parte de la Universidad 
Nacional a los proyectos de la convocatoria 2009 
El 8 de octubre de 2009, el MADR tomó la decisión de suspender la Convocatoria Pública No. 001 
– 2009 MADR – IICA, a través de la comunicación No. 2009 2900188261 enviada al IICA y el 
comunicado de prensa de la misma fecha. En esta noticia, en la que se anuncia la suspensión de 
Agro Ingreso Seguro (La FM, 2009), se dice que el MADR: 
 
“Le solicitó al IICA realizar de forma inmediata una auditoría interna a través de la cual se revisen 
todos los proyectos que han sido financiados en desarrollo de la Convocatoria de Riego del 
Programa AIS desde el año 2007. 
 
Entre esa investigación deben estar también los proyectos que fueron declarados elegibles para 
ser beneficiados en la Convocatoria de 2009, para determinar si éstos cumplieron con la totalidad 
de los requisitos establecidos en la normatividad vigente, sin incurrir en maniobras engañosas. 
 
Se informó de igual manera que se adelantará una investigación para determinar si los proyectos 
sobre los cuales se han formulado denuncias a través de los medios de comunicación, incurrieron 
en prácticas indebidas para acceder a los recursos del Programa AIS.  
 
De otro lado, se informa la suspensión del proceso de verificación en campo y de cumplimiento de 
los requisitos por parte de los beneficiarios de la Convocatoria de 2009, hasta tanto se concluya la 
auditoría solicitada al IICA y la investigación realizada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural. 
 
Así mismo, se ordena al IICA no desembolsar los recursos de 2009 hasta tener absoluta claridad 
sobre la legalidad y justicia de todos los proyectos.” 
 
Así las cosas, el MADR contrató a la Universidad Nacional de Colombia para adelantar una 
revisión integral de los proyectos declarados elegibles en la Convocatoria Pública No. 001 – 2009 
MADR – IICA, con el propósito de determinar si cumplían con los requisitos establecidos en los 
términos de referencia de dicha Convocatoria.  
El objetivo general del trabajo consistió en adelantar una revisión integral de los proyectos 
declarados como elegibles, de la Convocatoria  pública de Riego y Drenaje del año 2009, para 
determinar si cumplían con los términos de referencia. Sus objetivos específicos fueron 
(Universidad Nacional de Colombia – Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 2010): 





 Verificar si los proyectos declarados como elegibles cumplen con lo establecido en los 
términos de referencia en cuanto a requisitos formales y técnicos, con base en la 
aplicación de listas de chequeo.  
 Efectuar una relación, revisión y análisis de las subsanaciones solicitadas por  el IICA a 
cada uno de los proponentes de los proyectos y conceptuar si éstas se adecuan a los 
términos de referencia.  
 Revisar y analizar las acreditaciones de los predios en los cuales se pretende efectuar la 
obra de riego y/o drenaje, verificando que la acreditación de la propiedad, posesión o 
tenencia del predio a beneficiar, se ajuste a las normas legales. 
 Relacionar los contratos de arrendamiento que se mencionen en el proyecto, incluyendo 
la siguiente información relevante para cada proyecto: información básica (nombre, 
departamento, municipio, valor), nombre del arrendatario, nombre del arrendador, 
predio(s) arrendado(s), área del o los predios arrendados, valor del arriendo, valor total 
del contrato, garantía, fecha y vigencia.  
 Revisar la coherencia entre el área propuesta de riego y drenaje y los soportes 
presentados en las propuestas de los proyectos, sobre la base de su cumplimiento de los 
términos de referencia.  
 Verificar desde el punto de vista agronómico, la compatibilidad hidráulica del sistema 
propuesto, de acuerdo con el plan productivo presentado en la propuesta.  
 Verificar los conceptos técnicos, financieros y jurídicos emitidos por la Unidad Ejecutora 
del IICA, para cada uno de los proyectos elegibles, a partir de las actas del par evaluador, 
del acta de elegibilidad del panel de expertos, de la visita de viabilidad efectuada por la 
Unidad Ejecutora del IICA y del acta de viabilidad del panel de expertos. 
Como se deduce de los términos anteriores, la Unidad Ejecutora del IICA, contaba con unos 
procedimientos precisos para conceptuar sobre los proyectos. Para esta labor tenía el soporte del 
equipo técnico de la Unidad y de los pares evaluadores, junto con el panel de expertos. 
En ese contexto, la revisión de los documentos por parte de la Universidad Nacional presentó un 
resultado preocupante. Se concluyó que ninguno de los 86 proyectos inicialmente declarados 
elegibles por parte de la Unidad Ejecutora del IICA, cumplía con la totalidad de requisitos 
establecidos en los términos de referencia de la Convocatoria 2009(Universidad Nacional de 
Colombia, 2010). 
Inicialmente, el MADR acata la recomendación principal efectuada por la Universidad Nacional 
consistente en que el proceso con los 86 proyectos se reoriente hacia una nueva convocatoria. 
No obstante, ante las implicaciones del hecho, se generó una presión política por parte de las 
asociaciones de productores, de las gobernaciones, de los congresistas y de los constructores 
interesados en la ejecución de estos proyectos, argumentando derechos adquiridos y 
presentando desacuerdos e inconformidades con las revisiones y recomendaciones de la 
Universidad. 
 





Ante las reiteradas solicitudes y amenazas de protesta social en las regiones de los proyectos, el 
MADR dialogó con los actores locales y representantes de los gobiernos territoriales. Producto de 
ello, el MADR decidió otorgarle una oportunidad a los proyectos asociativos para que realizaran el 
ajuste a los diseños, amparado en el principio de confianza legítima. De esta manera, el MADR 
seleccionó 65 proyectos asociativos de los 86 que estaban en el listado de elegibles del IICA en la 
ya desaparecida convocatoria de riego de 2009. De los 86 se excluyeron los proyectos de grandes 
productores. Para ser cofinanciados, los 65 proyectos seleccionados debían cumplir con los 
ajustes propuestos por la Universidad y con los nuevos términos de referencia establecidos de 
común acuerdo con Finagro y el MADR. (Universidad Nacional de Colombia – Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural. 2010). 
En esta nueva fase el MADR cambió de operador de la convocatoria, dando por terminado el 
contrato con el IICA y asignando esta responsabilidad a FINAGRO. Este último contrató a la 
Universidad Nacional de Colombia, para realizar el acompañamiento y la interventoría a los 65 
proyectos seleccionados por el MADR. Los términos de la convocatoria 2009 perdieron vigencia y 
se inicia un nuevo proceso con otras reglas del juego. 
Esta situación planteó el desafío de diseñar un nuevo modelo de interventoría, denominado 


















4. Modelo de interventoría integral 
 
Este capítulo tiene como propósito ilustrar el modelo de interventoría diseñado por parte del 
equipo de la Universidad Nacional de Colombia, de la Facultad de Ciencias Agrarias con el apoyo 
del Departamento de Ingeniería Agrícola, para acompañar el proceso de mejoramiento de las 
propuestas de inversión, teniendo en cuenta el diagnóstico realizado durante la etapa previa de 
revisión en la que se identificaron falencias técnicas de los documentos de los proyectos de 
adecuación de tierras presentados por las asociaciones de pequeños productores agropecuarios. 
Así mismo, el modelo de interventoría se diseñó para adelantar el proceso de interventoría a la 
construcción de las obras de aquellos proyectos que cumplieran con los requisitos mínimos para 
la ejecución. 
4.1 La interventoría integral 
Para entender el significado y el alcance del modelo de interventoría integral diseñado por la 
Universidad Nacional de Colombia, para atender los desafíos que impuso la crisis de la 
Convocatoria de adecuación de tierras de 2009, que como se mencionó en el capítulo anterior, 
fue suspendida por el MADR, es conveniente señalar las características de la interventoría de 
obra tradicional y a partir de ellas destacar los nuevos elementos que incorpora el modelo 
integral. 
En ese orden de ideas y como complemento al marco teórico presentado en el capítulo 2, a 
continuación se especifica la definición tradicional de interventoría según la Sociedad Colombiana 
de Arquitectos y que aplica para obras de ingeniería: “el servicio prestado por un profesional o 
persona jurídica especializada, para el control de la ejecución del proyecto arquitectónico o de la 
construcción … El interventor es el representante de la entidad contratante durante todas las 
etapas del proyecto: planos, etapa previa, ejecución y liquidación.”(Sociedad Colombiana de 
Arquitectos.2014). 
La definición también establece que el servicio de interventoría de construcción 
(obra)“comprende las funciones técnicas y administrativas, funciones complementarias e 
inseparables durante la obra, por lo cual ambas deben ser realizadas por la misma persona o 
entidad.” (Sociedad Colombiana de Arquitectos.2014). 
En consonancia con lo anterior, la interventoría técnica incluye la verificación del cumplimiento 
de las normas de calidad y seguridad para la ejecución de la obra; la presentación de certificados 
de calidad, pruebas y ensayos de laboratorio; la dotación del personal de obra con lo requerido 
por la Aseguradora de Riesgos laborales – ARL, entre otros. Y la interventoría administrativa 
incluye la verificación de las obligaciones del contrato, el cronograma de ejecución y el 
presupuesto, la revisión de pólizas del contrato, los pagos de seguridad social y de parafiscales, y 
el aval de los pagos al contratista. 
 





La interventoría se puede ocupar, entre otros, del seguimiento y control a contratos de obra por 
administración delegada o por análisis de precios unitarios (APU). Básicamente, en el primer tipo 
de contratos se deben revisar los certificados y soportes contables sobre la ejecución de recursos 
de la obra, mientras que en el segundo se le hace seguimiento a las cantidades de obra 
ejecutadas conforme a los diseños, especificaciones y presupuesto, los cuales a su vez dependen 
de los APU pactados. El modelo de interventoría integral examinado en este estudio, fue 
diseñado para los contratos por la modalidad de análisis de precios unitarios. 
Por su parte, el modelo de interventoría integral propuesto e implementado por la Universidad 
para los proyectos de adecuación de tierras, además de los componentes técnico y administrativo 
propios de la interventoría tradicional, incorporó los componentes en aspectos jurídicos, 
financieros, productivos y de gestión documental. El alcance de la interventoría en estos 
componentes será abordado más adelante en este capítulo.  
El modelo de interventoría integral contempló dos fases, una de acompañamiento a los ajustes a 
los diseños de las obras y otra de seguimiento y control a la construcción de obras.  
La fase de acompañamiento resultó de la necesidad de determinar los ajustes a diseños 
insuficientes, y así recomendar su viabilidad para la etapa de construcción. Así mismo, la etapa de 
acompañamiento incorporó el análisis de la pertinencia del proyecto productivo (tipo de cultivo y 
requerimiento hídrico, condiciones agroecológicas de la zona y rentabilidad esperada) con 
respecto al diseño del sistema de riego propuesto.  
En cuanto a la segunda fase, correspondiente a la interventoría para la construcción de la obra, 
las labores adelantadas se centraron en que el proceso constructivo tuviera lugar conforme a los 
diseños, especificaciones, presupuesto y cronograma de ejecución. 
A continuación se especifican los alcances del modelo de interventoría integral puesto en 
práctica:  
4.2 Objetivo y funciones principales de la interventoría 
integral 
Según el contrato interadministrativo celebrado entre la Universidad Nacional de Colombia y 
FINAGRO, el objetivo general de la interventoría integral fue (Universidad Nacional de Colombia – 
Finagro, 2011): 
1. “Realizar un acompañamiento técnico y financiero de los 65 proyectos priorizados por el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, con base en visitas de campo y revisión de los 
documentos de los proyectos, para determinar los ajustes que requieran y así recomendar  
su viabilidad para la etapa de construcción …” 





2. “Un seguimiento y control de los componentes técnico, administrativo y financiero, de 
hasta 65 proyectos de riego y drenaje cuya construcción se haya viabilizado como 
consecuencia de la labor identificada en el literal anterior para acceder a un incentivo 
especial para el manejo del recurso hídrico del programa Desarrollo Rural con Equidad – 
DRE (Agro Ingreso Seguro AIS 2011).” 
Para el cumplimiento del primer objetivo la interventoría desarrolló funciones en lo concerniente 
a generar los requisitos y parámetros a ser cumplidos por las asociaciones de productores en 
materia de diseños, plan productivo, acreditación legal de predios, condiciones de contratación 
del contratista de obra y emitir concepto técnico, financiero y jurídico de los ajustes presentados 
por las asociaciones. 
Para el cumplimiento del segundo objetivo, las funciones adelantadas por la interventoría 
consistieron en realizar el seguimiento, control y verificación a la construcción de los sistemas de 
adecuación de tierras,  conforme con el diseño, especificaciones de insumos, materiales y 
equipos, programación de obra y presupuesto, con el propósito de que las obras ejecutadas 
cumplan el objeto para el cual fueron diseñadas. Este seguimiento y control articula los procesos 
de revisión jurídica sobre permisos, servidumbres, contratos de obra, garantías (pólizas de 
cumplimiento y estabilidad) y acreditación legal de predios. 
También se encargaba del seguimiento de los aspectos financieros que corresponden a los 
recursos de contrapartida, la ejecución financiera del presupuesto de obra, el análisis de precios 
unitarios (APU), el plan de manejo del anticipo, la verificación de los soportes (facturas, pagos de 
seguridad social y parafiscales, etc.) presentados por la asociación y el contratista. Finalmente, 
realizaba la conciliación fiduciaria. 
4.3 Organización de la interventoría 
La organización de la interventoría contempló varias estructuras. Una de tipo técnico hacia el 
interior de la interventoría, otra de tipo administrativo e informativo al interior de la Facultad de 
Ciencias Agrarias de la Universidad y otra de tipo contractual con la supervisión del contrato de 
interventoría por parte de FINAGRO. Mientras que la organización de la interventoría tuvo una 
estructura técnica para la Fase I (acompañamiento) y otra para la Fase II (ejecución de obra), en 
las estructuras de tipo administrativo y contractual no hubo cambios. 
La estructura técnica de la organización de la interventoría tuvo un equipo central 
multidisciplinario compuesto por profesores de la Universidad y por especialistas externos, 
encargado de orientar las acciones de interventoría en sus respectivos componentes. En la 
sección correspondiente a cada una de las fases se detallarán otras características de la 
organización en su estructura técnica. 
En cuanto a la estructura administrativa e informativa, la dirección de la interventoría se articuló 
con las siguientes unidades de la Facultad de Ciencias Agrarias: Consejo Directivo, Decanatura, 
Centro de Investigación y Extensión Rural – CIER y Unidad Administrativa. De esta manera, se 
cumplieron las funciones de información a los directivos sobre los avances del contrato de 
interventoría, y de gestiones y trámites administrativos para garantizar la ejecución de labores. 
 





En su estructura contractual, la organización de la interventoría, en cabeza de la dirección, 
adelantó la función de coordinación estratégica con Finagro, quien tuvo a su cargo la supervisión 
de la interventoría al igual que la contratación con las asociaciones mediante los acuerdos de 
financiamiento. La coordinación estratégica de la interventoría con Finagro fue una función 
decisiva en la operación del modelo que, entre otros aspectos, consistió en la definición y 
precisión de los alcances del contrato en aquellos aspectos que así lo ameritaran, al igual que en 
mantener informado a Finagro sobre la ejecución y alertas en el desarrollo de los proyectos de 
adecuación de tierras (Ver Figura4-1).   
Figura 4-1: Estructura contractual y administrativa de la interventoría integral 
 
Fuente: Elaboración propia  
A continuación se presenta la estructura organizacional en la parte técnica de la interventoría en 
cada una de las fases. Se debe destacar que en la fase I se conformó un equipo de coordinación 
en los componentes jurídico, productivo, riego y drenaje y financiero, y un equipo operativo en 
las mismas temáticas que realizaba revisión documental y labores de acompañamiento directo en 
campo (Ver Figuras 4-2 y 4-3).  
Figura 4-2: Estructura organizacional de la interventoría integral para la fase de 
acompañamiento 
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Figura 4-3: Estructura organizacional de la Interventoría Integral para la fase de ejecución de 
obra 
 
Fuente: Adapatado del plan de trabajo de la interventoría integral – Fase II.  
En la fase II se contó con un equipo central conformado por la dirección del proyecto y 
especialistas en los componentes jurídico, técnico y financiero. Para la labor en terreno los 
proyectos se agruparon en cinco regiones, cada una liderada por un subdirector regional quien a 
su vez se articulaba, de un lado, con el equipo central y, de otro, con los ingenieros residentes y 
auxiliares en cada uno de los proyectos. 
 
4.4 Procesos de la interventoría en la Fase I 
(acompañamiento) 
Para el cumplimiento de los objetivos, el diseño de la fase de acompañamiento comprendió los 
procesos que se detallan a continuación dentro de la siguiente secuencia lógica: 
- Inicialmente, se elaboró una lista de chequeo con base en los requisitos exigidos por el MADR en 
un instructivo previamente definido. Esta lista de chequeo se diseñó mediante un trabajo 
conjunto entre los especialistas y su equipo de campo por componente: el técnico en riego y 
drenaje, el productivo, el financiero y el jurídico.  
- Con base en las listas de chequeo, los miembros del equipo revisaron los documentos de 
proyecto. 
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- A partir de los resultados de la revisión, a cada asociación se le informó sobre los requerimientos 
mínimos específicos necesarios para que hiciera los ajustes que le permitieran cumplir con un 
proyecto viable para la construcción. De esta manera, a la asociación le correspondió realizar los 
ajustes autónomamente. 
- Se adelantaron visitas de campo, con la supervisión de los expertos del equipo central, para 
conocer en terreno las propuestas en los componentes de riego y de producción agropecuaria 
con sus respectivos ajustes. 
- Se le hizo seguimiento a los procesos de acreditación de predios. 
 
- Se examinaron y verificaron los presupuestos, flujos de caja e indicadores de rentabilidad de los 
proyectos en concordancia con la propuesta técnica, productiva y el cronograma de obra. 
 
- Una vez analizados los documentos de proyecto ajustados por la asociación, la interventoría 
emitió el concepto sobre su definición de viabilidad. 
 
- Para los proyectos con concepto viable, FINAGRO suscribió con las asociaciones un Acuerdo de 
Financiamiento, el cual se legalizaba con la disposición de los recursos de contrapartida en la 
Fiduciaria por parte de la asociación y la expedición de las pólizas de garantía. El Acuerdo de 
Financiamiento establece los compromisos de FINAGRO y la asociación para la cofinanciación de 
la ejecución del proyecto de adecuación de tierras. 
 
A continuación se ilustra el flujo del proceso anteriormente descrito, incluyendo el número de 

























Figura 4-4: Procesos de la Interventoría Integral para la Fase I (acompañamiento) 
 
Fuente: Elaboración propia 
4.5 Procesos de la interventoría en la Fase II (ejecución de 
obra) 
La interventoría integral en la fase de ejecución de obra realizó los siguientes procesos: 
- La fase de ejecución de obra parte de la revisión del diseño, del presupuesto y del cronograma 
de obra, como insumo definitivo para la materialización del proyecto propuesto. Incluye también 
la revisión del cumplimiento de los requerimientos mínimos del constructor de obra seleccionado 
por la asociación y del contrato correspondiente con sus respectivas garantías. 
- Una vez cumplidas las condiciones anteriormente descritas por parte de la asociación y el 
contratista, se daba inicio formal a la ejecución del contrato de obra mediante la suscripción del 
Acta de Inicio del proyecto. 
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- Una vez que la obra inicia ejecución se adelanta el seguimiento continuo por la interventoría, el 
cual se reporta con informes semanales y consolidados mensuales en los que intervienen los 
ingenieros residentes de interventoría con el apoyo de los subdirectores regionales y de los 
especialistas del equipo central, según se requiera. Los comités de obra, de periodicidad 
quincenal, fueron parte de este proceso. Estos reportes basados en formatos a ser presentados 
con archivos documentales y fotográficos, dan parte del avance de la ejecución de obra con 
respecto a las metas previstas en el cronograma y al cumplimiento de las especificaciones de 
diseño. Además, permiten señalar las alertas tempranas. En caso de que ello ocurra, el proceso 
de seguimiento incluye planes de contingencia o de choque para redefinir el cumplimiento de 
metas sin modificar, en lo posible, los tiempos finales de entrega de los proyectos. 
El proceso también incluye reuniones con los constructores y asociaciones para discutir aspectos 
relevantes sobre la ejecución de las obras, para solicitarle al constructor y a la asociación la toma 
acciones pertinentes para hacer los ajustes. Es de destacar que este proceso requería al menos la 
participación del presidente de la asociación en todas las reuniones técnicas, cuyos compromisos 
quedaban registrados en un acta firmada por las partes.  
- Previo a cada desembolso de obra se elaboraba un acta de recibo parcial, para soportar la 
autorización de desembolso. Estas actas no tenían alcance definitivo, sino provisional, es decir, 
que solo el acta de recibo final de obra tenía plena validez. Mensualmente se hace este recibo 
parcial discriminando ítems y cantidades ejecutadas del contrato. Cualquier error o corrección 
por error en precios unitarios o cantidades de obra se debe ajustar en la siguiente acta de recibo 
parcial de obra, o inclusive en el acta de recibo definitivo de obra. En algunos casos, se requirió 
balancear el presupuesto de obra por mayores o menores cantidades, o la inclusión de ítems no 
previstos, para lo cual se elaboraban las actas correspondientes. 
- Una vez culminada la construcción, la interventoría supervisaba el proceso de pruebas 
hidráulicas de operación exitosa del sistema y a satisfacción de los beneficiarios. Una vez 
aprobados a satisfacción los resultados del proceso, se realizaba el balance de ejecución técnica, 
jurídica y financiera (por fuentes de financiación) y se verificaba el cumplimiento por parte del 
constructor de la entrega de informes finales (manual de operación y mantenimiento, acta de 
recibo final, acta de recibo definitivo de obra, planos record, póliza de estabilidad de obra). Con 
ello se presenta a FINAGRO el informe de cierre de obra, quien a su vez entrega la obra a la 
Asociación. FINAGRO liquida el acuerdo de financiamiento y exige que la Asociación haya 
liquidado el contrato de obra con el constructor. 
- En el marco del contrato con FINAGRO la interventoría desarrolló un proceso de información y 
de retroalimentación permanente con la Vicepresidencia de Desarrollo Rural y su Dirección de 
Recursos Hídricos. Este proceso fue de gran utilidad para unificar conceptos y tratamientos y 
acciones al seguimiento de los proyectos en el marco de las políticas definidas por el MADR y del 
papel de supervisión de FINAGRO. 
Para los procesos citados, la interventoría diseñó y utilizó un conjunto de instrumentos de gestión 
documental y de recolección de información, para generar de manera homogénea, oportuna y 
confiable la información de la Interventoría, para el seguimiento a la ejecución de los proyectos:  





Tabla 4-1 Lista de formatos de interventoría 
No. Descripción No. Descripción 
1 Acta de inicio de obra 11 Formato seguimiento financiero 
2A Formato control de personal en obra 12 Informe financiero de la obra 
2B Formato control de equipo en obra 13 
Formato informe de inversión y buen manejo del 
anticipo 
3 Formato de reporte diario 14 
Seguimiento a las garantías contractuales de 
obra 
4 Acta de comité de obra 15 Formato acta de terminación de contrato 
5 Formato reporte semanal 16 Acta modificación cantidades de obra 
6 Acta de reunión 17 Formato acta cambio de especificaciones 
7 Estado general de tiempo 18 Acta de suspensión de obra 
8 Formato parafiscales obra 19 Acta de reinicio de obra 
9 Resumen ensayos de laboratorio 20 Acta de recibo final de obra 
10 Acta recibo parcial de obra 21 Acta de recibo definitivo de obra 
Fuente: Plan de trabajo de la interventoría integral 
Los procesos mencionados requieren de una gestión cuidadosa de parte de la interventoría, de 
manera, que se articulen todos los aspectos técnicos, financieros y jurídicos relativos al proyecto 
y a los actores que en él intervienen, tal como se ilustra en el siguiente diagrama.   
Figura 4-5: Procesos de la Interventoría Integral para la Fase II (ejecución de obra) 
 
Fuente: Elaboración propia 
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Con el objeto de generar y organizar el flujo de accesibilidad de información interna del proyecto 
y establecer procedimientos internos a las comunicaciones por proyecto, por coordinación y por 
componente y niveles, la interventoría diseñó un procedimiento del flujo de la información a nivel 
local a cargo del ingeniero residente; entre el nivel regional y el central a cargo del subdirector 
regional; a nivel central para asuntos técnicos con los coordinadores;  y, entre la Universidad con 
FINAGRO a nivel de la dirección del proyecto. 
A continuación se presenta el esquema del flujo de información. 
Figura 4-6: Estructura del flujo de información de la Interventoría 
 



















5. Análisis del modelo de interventoría integral 
 
Este capítulo tiene como propósito analizar el modelo de interventoría integral a partir de lo 
expuesto en los capítulos anteriores. Por tanto, en el análisis se articulan los enunciados 
orientadores y objetivos de la investigación, en lo concerniente al papel de la interventoría en la 
gestión de la política pública de adecuación de tierras dirigida a pequeños y medianos 
productores. Adicionalmente, se consideran los elementos presentados en la metodología 
propuesta, basada en el enfoque sistémico, así como los planteamientos y discusiones del marco 
teórico sobre los conceptos de gestión de política, de sus aplicaciones en el sector agropecuario y 
de la participación de la interventoría en ese proceso. El análisis incorpora e integra el modelo de 
interventoría integral descrito en el capítulo 4, teniendo como referente sus antecedentes, de 
manera que se aborda un examen comparativo para entender mejor sus particularidades.  
Dado que con este capítulo se pretende evidenciar y destacar el significado, aprendizajes y 
alcances del modelo de interventoría integral, se desarrolla una contextualización necesaria para 
comprender la proyección de la interventoría en términos de los propósitos centrales de la 
política nacional agropecuaria, del papel que en ellos se le asigna a la adecuación de tierras y de 
las expectativas y percepciones de las comunidades beneficiarias de los proyectos y con las cuales 
trabajó la interventoría integral. 
5.1 Criterios para la aplicación del enfoque sistémico en el 
análisis del modelo de interventoría integral 
La aplicación del enfoque sistémico en el análisis del modelo de interventoría integral, que aquí 
se presenta, es de tipo deductivo. Se inicia con una mirada de aspectos generales y contextuales 
que se consideran relevantes para entender el alcance del modelo y se avanza hacia sus 
elementos más particulares y específicos, para culminar con las opiniones expresadas por los 
usuarios de los sistemas de riego, lo cual permite darle un cierre a los aspectos generales y 
contextuales, al puntualizar elementos relevantes de la práctica.  
5.1.1 Protagonismo de la adecuación de tierras 
Con base en el marco metodológico del capítulo 1, el análisis del modelo de interventoría integral 
que se desarrolla a continuación parte de un enfoque de visión sistémica y estratégica. Esta visión 
consiste en reconocer y asignarle a la adecuación de tierras un papel protagónico en el desarrollo 
del sector agropecuario y, en particular, de los pequeños y medianos productores (Banco 
Mundial, 2008). 
Este planteamiento marca el derrotero a seguir en el análisis, ya que la visión estratégica supone 
saber no solo para dónde se va, sino también si es posible avanzar en la dirección planteada y qué 
debe hacerse para lograrlo.  
 





Por tanto, es necesario enmarcar el análisis del papel de la política de Agro Ingreso Seguro y de la 
adecuación de tierras en el contexto del proceso de transformación estructural de la agricultura. 
Este proceso tiene profundas connotaciones de tipo económico y político que imponen unas 
pautas, propias de la globalización, en cuanto a la necesidad y urgencia de fortalecer la 
productividad y la competitividad agropecuaria, pero también de generar políticas incluyentes de 
la agricultura familiar. 
Con esta contextualización se pretende ubicar el examen del modelo de interventoría integral en 
un marco amplio de análisis, con el objeto de entenderlo no solo desde sus características 
internas, que también serán abordadas, sino igualmente desde su proyección con respecto a la 
aplicación exitosa de las políticas, considerando como parte de ellas las de adecuación de tierras, 
así como aquellas que le son conexas desde una perspectiva complementaria. 
5.1.2 Conexión con otras políticas 
En relación con el punto anterior, la visión sistémica para el análisis adquiere plena relevancia: 
dada la diversidad de problemas estructurales de los pequeños productores, una política de 
adecuación de tierras desconectada de otras políticas que aborden otros aspectos de la compleja 
problemática de estos productores, puede resultar ineficaz e inclusive inapropiada.  
Es conveniente, por tanto, identificar aquellos otros sistemas con los que debe relacionarse la 
política de adecuación de tierras hacia pequeños productores para que su gestión sea adecuada. 
Con esa mirada, más de tipo contextual y de totalidad, se pretende destacar la relación de la 
adecuación de tierras con otras políticas, como las de educación, de comercio y mercados, de 
asistencia técnica y de crédito, que resultan decisivas para abordar de manera coherente esa 
aproximación sistémica sobre el amplio entorno de políticas, sin la cual la gestión de la 
adecuación de tierras carecería del alcance apropiado a sus desafíos. 
5.1.3 Enfoque dinámico 
El análisis sistémico de la adecuación de tierras también requiere de la introducción de un 
enfoque dinámico que presupone avanzar por fases en los sistemas de riego y drenaje: una 
primera, referente a la pre inversión; otra a la inversión; y, una subsiguiente de mayor 
envergadura, que no solo se relacione con las necesidades propias de la operación de los 
proyectos en sus aspectos técnicos, sino que también contemple su conexión con otros 
componentes de política pública y que, por esa vía, contribuya al desarrollo de sistemas mayores 
que le den más alcance a la adecuación de tierras. Un ejemplo de ello, podrían ser sistemas 
territoriales de transformación productiva, comercial y organizativa que sirvan de punta de lanza 
para procesos más sólidos de desarrollo local o regional y a los cuales se articulen otros contextos 
territoriales mediante un enfoque de redes. 
Por tener la interventoría su campo de acción en las fases de pre inversión e inversión, adquiere 
un conocimiento de la realidad inicial de los proyectos y una interesante perspectiva para la 





comprensión de su porvenir esperado. Si se sabe aprovechar, estas apreciaciones de la 
interventoría resultan de suma utilidad para visualizar factores de éxito y fracaso, e informar 
sobre los mismos a los actores involucrados en la operación futura de los proyectos.  
5.1.4 El instrumento de adecuación de tierras como fin o como medio 
La visión estratégica para el análisis también supone examinar si la política de adecuación de 
tierras debe concebir al instrumento de provisión sistemas de riego y drenaje como un fin para la 
reconversión del uso del suelo hacia líneas agrícolas más rentables o para aumentar la 
productividad de los cultivos existentes, o si esa visión instrumental debería ser replanteada o 
complementada. 
La aproximación a la adecuación de tierras como un fin en sí misma puede resultar válida para 
ciertos escenarios en los que los productores ya cuentan con un nivel más especializado de 
gestión de su actividad productiva, en la que el riego entra a reforzar esa dinámica para hacerla 
más productiva. En este escenario, el instrumento puede entenderse como un fin. Pero, como se 
examinará más adelante, este no siempre es el caso, particularmente para pequeños productores 
de agricultura familiar que requieren de otros apoyos para avanzar por la senda de la 
transformación productiva, de una mayor especialización y de una participación más incluyente y 
justa en los mercados. 
Cuando se parte de una visión estratégica, el diseño del instrumento es diferente a cuando se 
parte de una visión instrumental. Con la visión estratégica que aquí se propone para el análisis, se 
ubica y se destaca a la adecuación de tierras como un medio esencial de transformación 
productiva conducente a generar procesos de especialización en la producción (que no significa 
monocultivo) y de gestión competitiva de los pequeños productores agropecuarios en los 
mercados, siempre y cuando se den ciertas condiciones. Identificar esas condiciones es 
indispensable para poder acompañar al productor de forma integral. 
Así, el diseño del instrumento debe relacionarse con respuestas a las necesidades de cambio 
estructural y no solo a la solución del problema de falta de agua o de problemas productivos 
específicos. Es conveniente entonces, que la gestión de la política de adecuación de tierras se 
inscriba en una perspectiva más amplia de atención a los problemas estructurales que afectan a 
los pequeños productores. 
En otras palabras, la visión instrumental tiene el inconveniente de entender al instrumento como 
un fin en sí mismo y no como un medio para alcanzar fines que superan al propio instrumento. 
Las convocatorias de riego y drenaje y sus respectivos fondos concursales son los instrumentos 
aplicados para el desarrollo de la política y su examen es, por tanto, necesario dadas las 
implicaciones sobre la labor de interventoría, en términos de la calidad de los proyectos que 
ingresan al proceso. 
Este criterio de análisis también será tenido en cuenta más adelante para el examen de la gestión 
de la política de adecuación de tierras hacia los pequeños productores, de la problemática 
asociada al esquema de las convocatorias y del papel de la interventoría en esa política. En 
 





efecto, la interventoría es un instrumento de la política de adecuación de tierras, pero sus 
alcances no solo se refieren a cumplir con el propósito de que los proyectos queden bien 
construidos, sino también a crear las bases para que los proyectos cumplan su cometido y a 
identificar factores de incidencia en su éxito futuro, llamando la atención de los hacedores de 
política y demás actores sobre la necesidad de tener en cuenta esos aspectos cruciales. 
5.1.5 El modelo organizacional de la interventoría integral 
Con este criterio de análisis, referente a lo organizacional, se pretende abordar un modelo que 
incluye, no solo a la interventoría de la Universidad Nacional, sino también a la supervisión de la 
interventoría en cabeza de Finagro (Universidad Nacional de Colombia – Finagro. 2011). 
No se puede comprender el modelo organizacional, sin entender la conexión y la sinergia entre 
estas dos instancias. Si bien cada una, a su vez, tiene también sus interlocutores (Finagro con el 
MADR y las asociaciones; la Universidad Nacional con los constructores y las asociaciones), lo 
importante a destacar es que estas dos instancias, la interventoría y la supervisión, conforman el 
eje del modelo, y es a partir de ahí que se comprende mejor su estructura y funcionamiento.   
5.1.6 Caracterización de pequeños productores y requerimientos de 
apoyo 
Otro criterio analítico a utilizar concierne a las particularidades de los pequeños productores 
beneficiarios de los sistemas de adecuación de tierras, pues da insumos valiosos para 
perfeccionar el diseño de la política correspondiente.  
La categorización de productores se puede hacer desde diferentes aproximaciones: según su 
patrimonio, o según su origen y nivel de ingresos (Salgado, 2004), (Forero, 2013).  
En el marco de la experiencia de esta investigación, el desarrollo de la pequeña producción 
requiere de importantes apoyos por parte del Estado, los cuales podrían tener al menos tres 
enfoques diferentes según las necesidades de los productores, a saber:  
i) Para los productores con nivel precario de subsistencia y poca articulación a los mercados, el 
enfoque de apoyo debería ser amplio, dentro de un concepto de extensión, más centrado en la 
inducción al cambio y en la construcción de capital humano y social, atendiendo paralelamente 
aspectos de la problemática productiva y comercial.  
ii) Para aquellos pequeños productores plenamente articulados a los mercados y con dinámicas 
de transformación productiva y comercial, el énfasis del apoyo público debería incluir, además de 
las propuestas de soluciones productivas y de acceso a bienes y servicios públicos, la formación 
en gestión empresarial, en destrezas y en capacidades organizativas. 





iii) En cuanto a los pequeños productores con un nivel mayor de consolidación productiva y 
comercial, el énfasis podría centrarse más hacia sus requerimientos de solución de problemas 
técnicos y de dotación de bienes públicos (como por ejemplo la infraestructura de riego).  
La identificación de estas particularidades, en cuanto a requerimientos de apoyo, es relevante 
para el éxito de los sistemas de riego y drenaje, pues la dinámica de su operación y del grado de 
compromiso de los productores frente a los mismos va a estar seriamente determinada por estos 
factores diferenciales.  
Por tanto, la tipificación de los pequeños productores agropecuarios y de sus organizaciones 
alrededor de los proyectos de riego y drenaje, es un criterio de análisis clave, ya que su perfil y 
sus problemáticas generales son, o deberían ser, insumos fundamentales de las políticas de 
adecuación de tierras dirigidas hacia ellos. Hacer caso omiso de su realidad y de sus expectativas 
es un error de gestión de política que tiene serias implicaciones sobre la efectividad de las 
inversiones públicas a favor de la economía campesina.  
Este análisis, que se abordará en la parte final de este capítulo, está basado en la información 
recogida en campo sobre algunas de las organizaciones beneficiarias de la convocatoria, permite 
destacar el papel novedoso que puede tener un enfoque de interventoría integral, en lo referente 
al conocimiento de los usuarios de los proyectos de adecuación de tierras y a la identificación de 
variables de suma relevancia en materia de gestión de política pública para el éxito de los 
proyectos. 
5.1.7 Síntesis de los criterios de análisis 
Son varios los criterios relevantes a tener en cuenta para el análisis del modelo de interventoría 
integral descrito en el capítulo 4. Este análisis se inscribe en la visión sistémica del desarrollo que 
reconoce la importancia de lo local, para desde allí ascender a escalas territoriales superiores 
(Boisier, 2003). 
El enfoque sistémico y estratégico aplicado en la interventoría invita a:  
i) Entender el contexto de la adecuación de tierras desde la perspectiva de su importancia en el 
proceso de transformación estructural de la agricultura.  
ii) Destacar la necesidad de la conexión con otras políticas, con enfoque de complementariedad y 
de evolución gradual.  
iii) Examinar el manejo y alcance del instrumento de la adecuación de tierras como fin o como 
medio de la política agropecuaria, incluyendo en el análisis la problemática de las convocatorias. 
iv) Abordar el modelo organizacional de la interventoría integral de la Universidad Nacional y 
como parte del mismo ahondar en la relación con la supervisión a cargo de Finagro.  
v) Tener en cuenta en los proyectos de adecuación de tierras el perfil del pequeño productor y de 
sus organizaciones.  
 





Desde esta óptica analítica, es posible hacer visible el papel de la interventoría integral como 
pieza de un engranaje, en el que puede desempeñar una labor efectiva para ayudar a que ese 
engranaje funcione como tal.  
No solo se trata de sacar adelante proyectos de adecuación de tierras desde el punto de vista de 
su funcionalidad física y operativa, sino que, ante todo, interesa que estos proyectos sean un 
medio para ayudar a la generación de capacidades locales en materia organizativa, técnica, 
productiva y comercial. Se parte de una concepción del desarrollo agropecuario que propende 
por un desempeño protagónico de los pequeños productores alrededor de la estructuración y 
consolidación de ejes productivos territoriales, que respondan a los retos que impone la 
globalización, y que estén articulados a diferentes tipos de mercados, a los que accedan de 
manera justa, incluyente y competitiva los pequeños productores.  
5.2 La adecuación de tierras en el contexto de la 
transformación estructural de la agricultura 
El proceso de transformación estructural de la agricultura ha sido estudiado, entre otros 
expertos, por Timmer (1998). Según su planteamiento, a medida que se evoluciona en el proceso 
de desarrollo, tiene lugar el incremento del ingreso per cápita acompañado del crecimiento y 
diversificación del consumo. Estas variables actúan como fuerzas que jalonan el proceso de 
transformación de la agricultura.  
Ocurre, entonces, una tendencia hacia la especialización en finca, de manera que se logren 
aumentos en los niveles de producción y de productividad para responder a ese crecimiento del 
consumo, a su vez generado por el incremento del ingreso de la población.Así, con el proceso de 
desarrollo y el aumento del ingreso per cápita de los países, los agricultores individuales se 
mueven de un relativo alto nivel de diversificación productiva a una mayor especialización en uno 
o muy pocos productos.  
Pero esa tendencia hacia la especialización productiva a nivel de la unidad de explotación no 
ocurre desde una perspectiva de país, en el agregado sectorial agropecuario. Como en el 
consumo, a este nivel también hay un proceso de diversificación, en este caso por líneas 
productivas, teniendo en cuenta que no todas las regiones producen lo mismo, lo cual es 
evidente en el caso colombiano, dada la diversidad de sus agroecosistemas y la vocación 
diferencial de sus suelos.  
Pero cabe anotar, que en el proceso de crecimiento económico, esta diversificación del agregado 
sectorial de la producción agropecuaria es de menor amplitud que la diversificación del consumo. 
Ello se explica por cuanto en la diversificación del consumo incide de manera decisiva el comercio 
y la agroindustria, dada su creciente importancia en el abastecimiento de bienes primarios y 
transformados (Timmer, 1998). En el entorno de la globalización, el comercio internacional con su 
dinámica y participación cada vez mayor alrededor de bienes agropecuarios, juega un papel 
relevante en la diversificación e impulso del consumo, al tiempo que se beneficia de ese 
crecimiento. 





Lo anterior sugiere que, a lo largo del proceso de crecimiento económico, el consumo total de 
alimentos exhibe un comportamiento bastante diferente al de las unidades de producción 
agrícola. En las etapas iniciales de desarrollo se parte de un cierto nivel de diversificación en el 
consumo el cual, durante el proceso de transformación estructural de la agricultura, aumenta 
progresiva y sustancialmente. La creciente diversificación del consumo abre, a su vez, mayores y 
crecientes posibilidades para el desarrollo de los procesos de comercialización y transformación 
agroindustrial. De esta manera, el crecimiento económico a través de su efecto sobre el consumo 
de bienes agrícolas se convierte en la principal fuerza que impulsa la transformación del sector 
(Timmer, 1998). 
En este marco de análisis se inscribe la importancia fundamental de la provisión de bienes 
públicos como el riego, la investigación y el desarrollo tecnológico, sin los cuales no es posible el 
proceso exitoso de la especialización productiva. En efecto, las condiciones internas de 
producción así como las de los mercados hacen que se demande, de manera creciente, nueva 
tecnología, nuevo conocimiento e información. 
Surge entonces, la necesidad de políticas agropecuarias más amplias y sofisticadas, no solo 
referidas a lo sectorial (clave la provisión de bienes públicos como riego y tecnología), sino 
también a variables macroeconómicas y de comercio interno e internacional.  
En síntesis, en la medida que avanza el proceso de transformación agrícola resultado del 
crecimiento económico, tienen lugar varios procesos paralelos que se retroalimentan: 
especialización de las explotaciones agropecuarias en la producción de unos bienes; aumento de 
sus vínculos con los mercados de bienes y factores; como resultado de ello, riesgos mayores; 
innovación técnica y en gestión productiva y gerencial; necesidad del mejoramiento en la 
dotación de las fincas con capital físico; acumulación de más capital humano y social por parte de 
los hogares y productores agrícolas. Debido al papel cada vez más preponderante del comercio y 
la agroindustria en el abastecimiento de alimentos, las políticas sectoriales deben abarcar estos 
nuevos aspectos e introducir otros instrumentos que den cabida a la complejidad de variables 
que entran en juego. En materia del porvenir del sector y de las unidades de producción, la 
competitividad se convierte en un objetivo fundamental de la política agrícola. 
Este proceso de transformación estructural agrícola brinda un marco de análisis muy apropiado 
para entender el alcance de la Ley de Agro Ingreso Seguro y del correspondiente significado de la 
adecuación de tierras. Es evidente la coherencia de la Ley y de los propósitos del Ministerio con el 
patrón de desarrollo agrícola propuesto por Timmer (1998), que este mismo autor califica como 
un “destacado proceso que se caracteriza por su uniformidad”. 
La coherencia con la teoría es evidente al leer el decreto que en el año 2013 reestructuró al 
MADR (decreto 1985), según el cual los objetivos primordiales del Ministerio son: “promover el 
desarrollo rural con enfoque territorial y el fortalecimiento de la productividad y competitividad 
de los productos agropecuarios, a través de acciones integrales que mejoren las condiciones de 
vida de los pobladores rurales, permitan el aprovechamiento sustentable de los recursos 
naturales, generen empleo y logren el crecimiento sostenido y equilibrado de las regiones”. Y por 
otra parte, “propiciar la articulación de las acciones institucionales en el medio rural de manera 
focalizada y sistemática, bajo principios de competitividad, equidad, sostenibilidad, 
 





multisectorialidad y descentralización, para el desarrollo socioeconómico del país” (Colombia. 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 2013). 
Este planteamiento también es coherente con la Ley 1133 de 2007 que creó el programa “Agro, 
Ingreso Seguro – AIS”, destinado a proteger los ingresos de los productores que resulten 
afectados, ante las distorsiones derivadas de los mercados externos y a mejorar la competitividad 
de todo el sector agropecuario nacional, con ocasión de la internacionalización de la economía. 
De conformidad con esta Ley, el Programa “Agro, Ingreso Seguro -AIS” se enmarca dentro de las 
acciones previstas por el Gobierno Nacional para promover la productividad y competitividad, 
reducir la desigualdad en el campo y preparar al sector agropecuario para enfrentar el reto de la 
internacionalización de la economía. En tal sentido, dice la Ley, se propenderá por el 
ordenamiento productivo del territorio y la empresarización del campo, en concordancia con la 
agenda interna de productividad y competitividad, la apuesta exportadora del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural (MADR), y en coordinación con las instituciones del orden 
territorial(Colombia. Congreso de la República. 2007). 
5.3 Papel protagónico de la adecuación de tierras en el 
crecimiento sectorial 
Como ya se mencionó en el capítulo 3 sobre antecedentes de la interventoría integral, los apoyos 
para la competitividad constituyen los principales incentivos implementados por el programa AIS. 
Sus más importantes instrumentos son:  
i) Apoyo a través de crédito: líneas de crédito en condiciones preferenciales para fomentar la 
reconversión y mejoramiento de la productividad y adecuación de tierras. Adicionalmente, líneas 
de crédito con Incentivo a la Capitalización Rural (ICR), para promover modernización 
agropecuaria  
ii) Incentivos a la productividad: incluye recursos destinados a fortalecer la asistencia técnica y el 
desarrollo y transferencia de tecnología; promover la cultura de buenas prácticas agrícolas y 
pecuarias, y la asociatividad entre los productores; y, cofinanciar la adecuación de tierras e 
infraestructura de riego y drenaje.  
Para la cofinanciación de la adecuación de tierras e infraestructura de riego y drenaje, se 
contemplan los siguientes instrumentos específicos (Colombia. Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural. 2009. 2011. 2012): 
i) Incentivo Especial para el Manejo del Recurso Hídrico 2011: los proyectos de asociaciones de 
pequeños y medianos productores que resultaron elegibles en la convocatoria del año 2009 del 
programa AIS fueron revisados técnica, financiera y jurídicamente, con base en esto se aprobaron 
recursos para su ejecución. 





ii) Incentivo para la Ejecución de Proyectos Asociativos de Adecuación de Tierras: es un incentivo 
que se otorga desde 2012 a aquellas asociaciones de usuarios de distritos de riego que deseen 
construir, modernizar, rehabilitar o ampliar la infraestructura de riego y drenaje. El incentivo, que 
se entregó mediante convocatoria pública, fue hasta del 80% del valor total de la inversión. Se 
exigió a los beneficiarios contrapartida en dinero no inferior al 5%. Las obras civiles de riego y 
drenaje debían estar vinculadas a un proyecto productivo de cada uno de los asociados, 
orientado por un plan de negocios claramente definido. 
iii) Incentivo para la Elaboración de Estudios y Diseños de Proyectos Asociativos de Adecuación de 
Tierras: incentivo otorgado en 2013 a aquellas asociaciones de usuarios de distritos de riego 
constituidas que estuvieran interesadas en adelantar estudios y diseños de proyectos, que 
contaran con estudios de prefactibilidad y presupuesto estimado del costo de los estudios. Con 
estos recursos, se financió hasta el 80% de los estudios y diseños. Aquellos proyectos 
seleccionados como resultado del proceso de convocatoria pública, debían ser contratados con 
personas o empresas de reconocida idoneidad y probada experiencia en la elaboración de 
estudios y diseños de obras de adecuación de tierras. 
iv) Incentivo para la Rehabilitación de Distritos de  Adecuación de Tierras Afectados por la Ola 
Invernal AT-OLA-2013: en 2013 se desarrolló la convocatoria pública de este incentivo, cuyo 
objetivo fue apoyar la rehabilitación de Distritos de Riego y/o Drenaje afectados por la Segunda 
Temporada de lluvias presentada en el periodo comprendido entre el 01 de septiembre de 2011 y 
el 30 de junio de 2012. 
A partir de 2011, Finagro tuvo a su cargo la operación de las convocatorias abiertas a pequeños 
productores a ser financiadas mediante fondos concursales, en el marco de unos términos de 
referencia (reglas de juego) y un cupo presupuestal definido. Por su parte la Universidad Nacional 
de Colombia asumió para el periodo 2011 - 2013 la interventoría de los proyectos beneficiarios de 
este incentivo. (Universidad Nacional de Colombia – Finagro. 2011). 
Con base en lo anterior, es claro que dentro del espíritu y propósitos de la Ley en lo concerniente 
al impulso de la competitividad y productividad sectorial, la adecuación de tierras es un 
instrumento fundamental, bien sea por la vía de la cofinanciación a proyectos de pequeños y 
medianos productores o por la vía del crédito. Cabe anotar que la construcción de los dos grandes 
distritos de adecuación de tierras actualmente en curso en el país (Rancherías en la Guajira y 
Triángulo del Tolima) se adelanta con recursos públicos por fuera de AIS, y que en el país 
prevalece, en el marco de la política agropecuaria, la construcción de pequeños y medianos 
distritos de riego y drenaje. Las cifras en cuanto a su ejecución y cobertura, desde que existe la 
política de convocatorias, fueron presentadas en el capítulo 3 de este estudio.  
Al tiempo que se busca que los proyectos cumplan con sus propósitos funcionales y de calidad 
desde el punto de vista técnico de ingeniería en su construcción y operación, el país le ha 
apostado a una política basada en organizaciones de productores como ejecutoras de la 
adecuación de tierras. Los términos de referencia de las últimas convocatorias plantean la 
exigencia de que las organizaciones tengan una experiencia mínima asociativa de dos años, como 
medida preventiva para evitar el acceso de grupos conformados coyunturalmente, pero sin 
ninguna solidez.  
 





Así mismo, las convocatorias hacen ver que el objetivo primordial es el desarrollo productivo y 
que el riego es un instrumento para ello, es decir, que si bien los aspectos técnicos e ingenieriles 
son, por supuesto, relevantes para la construcción de los distritos, lo que más interesa es el uso 
del sistema en cultivos rentables que mejoren los ingresos y el empleo y, por ende, la calidad de 
vida de los productores.  
La política parte, entonces, de unas condiciones mínimas organizativas de parte de los 
productores. Las enseñanzas de experiencias en otros países ilustran sobre aspectos comunes con 
la problemática colombiana. En efecto, en América Latina se encuentran enfoques similares 
basados en asociaciones comerciales de productores que actúan como entidades legales con 
capacidad de contratación y de regulación de distritos de adecuación de tierras (The World Bank, 
2005).  
Los enfoques basados en asociaciones de productores indican la importancia de empoderar a 
este tipo de grupos para que, una vez construidos los sistemas de riego, cumplan adecuadamente 
con sus funciones de distribución del agua entre los usuarios del distrito, de recolección de cuotas 
de operación, de asumir el mantenimiento de la obra, de resolución de conflictos y de 
representar a los productores miembros de las asociaciones en las discusiones y gestiones ante 
agencias de gobierno. Implícitamente, este enfoque acarrea como beneficios la eliminación o 
reducción de los gastos de gobierno en operación y mantenimiento (aunque en Colombia, a decir 
verdad, ello no ha ocurrido en el pasado, dado el alto nivel de deterioro de los sistemas de riego 
construidos en décadas anteriores, que exigen importantes esfuerzos financieros públicos en 
rehabilitación, proyectos que también se financian por AIS), la reducción de la tasa de deterioro 
de la infraestructura de riego, la transparencia y responsabilidad en el manejo del servicio de 
irrigación como proveedores del mismo, y el incremento de  los ingresos de los productores y de 
la productividad del agua.  
Pero además de la importancia de la  organización en cuanto al manejo adecuado del distrito, 
también interesa su desempeño en cuanto a aumento de la productividad agrícola. De ahí el 
desafío de que estas organizaciones expandan sus funciones hacia actividades relevantes para el 
desarrollo agrario como, por ejemplo, la provisión de insumos, el mercadeo, el acceso a la 
extensión, a la asistencia técnica y al crédito. La gestión de la organización para contar con este 
tipo de servicios se vuelve fundamental, ya que no existe en el caso colombiano un esquema de 
políticas amarradas a los sistemas de riego, es decir, con enfoque vinculante a las inversiones en 
infraestructura. No obstante, estos desafíos pueden estar por encima de las capacidades de 
gestión de las organizaciones, por lo que se requiere de un empoderamiento de las mismas.  
Además de los factores de ingeniería y de tipo organizativo, otro elemento de gran importancia 
que incide en el protagonismo que debe tener la adecuación de tierras en el crecimiento 
agropecuario es el de los derechos de propiedad. Los sistemas de riego y drenaje son un 
instrumento clave para exigir la acreditación legal de predios por parte de los usuarios, bien sea 
como propietarios, arrendatarios o poseedores. La inversión en estos distritos tiene como 
condición el cumplimiento de este requisito, sin el cual no es posible definir formalmente quienes 
son los usuarios, ni conformar grupos sólidos y estables en el tiempo. La experiencia en Colombia 





con los sistemas de riego no ha sido ajena a esta difícil problemática estructural del sector en el 
que, según los diagnósticos existentes, alrededor del 50% de los predios rurales adolecen de 
falencias o ausencias de titulación. Para los sistemas de riego a ser cofinanciados mediante 
convocatorias, se exige que los miembros de las asociaciones con problemas de titulación, hayan 
iniciado al menos, ante una autoridad competente, un proceso de legalización de su situación de 
poseedores.  
A la problemática anterior se suma el tema de la sostenibilidad de los distritos. Esta depende de 
que las organizaciones responsables de su administración establezcan y recojan las cuotas que 
garanticen la operación y mantenimiento de las mismas. Igualmente, depende de que el sistema 
opere de manera apropiada para que los usuarios se sientan obligados a hacer sus aportes, sin 
escudarse en deficiencias del sistema para justificar el no pago o las demoras en el mismo. De ahí 
la importancia de no solo contar con tarifas acordes a las exigencias de sostenibilidad del sistema, 
sino también de personal idóneo responsable de su mantenimiento y de una vigilancia activa de 
todos los miembros de la asociación, para que no se presenten irregularidades como conexiones 
clandestinas, exceso de puntos de agua por encima de la capacidad instalada diseñada, y demás 
aspectos relevantes para la operación de sistemas bajo criterios técnicos.  
Estos cuatro factores, ingeniería, organización, titulación y sostenibilidad, son decisivos en el 
papel protagónico de la adecuación de tierras en el crecimiento del sector agropecuario.  
El modelo de interventoría integral, según se describió en el capítulo anterior, intervino en estos 
cuatro factores de manera directa o indirecta. A continuación se sintetizan estas acciones:  
i) En el campo de la ingeniería se aplicaron condiciones de calidad en los diseños y sus ajustes, de 
cumplimiento de especificaciones de obra en cuanto a materiales y suministros, y de articulación 
con los presupuestos y cronogramas de ejecución, entre otros factores.  
ii) En cuanto a lo organizativo, la política de la interventoría integral fue coherente con el 
propósito del empoderamiento, en términos de la participación activa de los representantes de 
las organizaciones en el proceso de seguimiento a las obras y en las decisiones pertinentes al 
mismo (la interventoría asumió un papel de apoyo técnico de las asociaciones ante los 
constructores y las entidades del sector), y en propugnar porque la base de las asociaciones, 
usualmente desconectada del proceso, tuviese un adecuado conocimiento del proyecto, sumado 
a la supervisión de sus aportes de mano de obra no calificada durante la construcción y sobre los 
cuales habían adquirido un compromiso de suministro como parte de la contrapartida a cargo de 
la asociación.  
iii) En lo referente a la acreditación legal de predios,  la interventoría en su componente jurídico 
tuvo un papel activo de revisión de los títulos y documentos pertinentes y de solicitar que se 
cumpliera con los términos de la ley en cuanto a servidumbres, concesión de aguas y demás 
permisos. Se suprimió una práctica que lamentablemente ocurría en algunos casos, consistente 
en que miembros de la asociación presentaban como acreditación de posesión un oficio del 
alcalde. Además de inconstitucional, esta práctica tenía vicios de extralimitación de funciones de 
parte de alcaldes, que podría derivar en manejos inapropiados de clientelismo político, dada la 
 





importancia económica y social de la inversión pública en un sistema de riego en el contexto de 
municipios relativamente pobres.  
iv) Finalmente, el papel de la interventoría en la sostenibilidad de los distritos se ciñó a la 
exigencia de que los constructores presentaran un manual de operación y mantenimiento con los 
aspectos claves a tener en cuenta de parte de la asociación, una vez puesto en marcha el sistema. 
Las pólizas de estabilidad con duración de tres años son otro instrumento que obliga a que el 
constructor asuma arreglos ocasionados por problemas de la construcción mientras ésta se 
estabiliza, lo cual también contribuye a que durante ese horizonte de tres años la asociación y el 
contratista mantengan un contacto activo. El seguimiento de Finagro y el MADR a los proyectos, 
una vez que entren en operación, es otro instrumento que ayuda a la perdurabilidad de las 
mismas. 
Todo lo mencionado en esta sección, se ilustra en las dos figuras siguientes sobre el sistema de la 
política de adecuación de tierras y sobre los sistemas conexos, con sus entradas y salidas.  
Se destaca que la entrada inicial al sistema de política de adecuación de tierras corresponde a la 
Ley de Agro Ingreso Seguro con sus instrumentos de política; la salida esperada es el conjunto de 
proyectos de adecuación de tierras terminados y entregados a las asociaciones para que inicien 
operación conducente al aumento de la productividad y de la competitividad agropecuaria; los 
componentes son los subsistemas de política, de interventoría, de actores privados y 
comunitarios en cabeza de las asociaciones de productores, y de entes territoriales con los que 
interactúan las organizaciones.  
Si bien los procesos que adelantan los subsistemas fueron descritos con detalle en el capítulo 
anterior, en el análisis presentado en los párrafos anteriores, se destacan los aspectos más 
importantes que inciden en las salidas del sistema.  
En cuanto a la figura sobre sistemas conexos, la entrada corresponde a los sistemas de riego y 
drenaje operando de manera productiva y la salida es el aumento de la productividad y la 
competitividad vista desde el ángulo más amplio del territorio o del desarrollo rural con enfoque 
territorial. La figura ilustra los sistemas conexos que inciden sobre el desempeño exitoso de los 
sistemas de adecuación de tierras.  
En síntesis, en el análisis de las interrelaciones de los subsistemas de interventoría, de política, de 
actores privados y de entes territoriales, la interventoría debe ser entendida como una pieza del 
engranaje de la política de adecuación de tierras. Si la interventoría hace bien su trabajo, 
contribuye de manera decisiva a que los proyectos queden bien construidos, pero esa 
terminación no es garantía de que los proyectos cumplan con el propósito de la política. Una 
condición de éxito de los proyectos es la interrelación de los subsistemas de la política de 
adecuación de tierras, y demás sistemas de la política de desarrollo rural. 
 
 





Figura 5-1: Sistema de política de adecuación de tierras 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
Figura 5-2: Sistema de adecuación de tierras y sistemas conexos: enfoque dinámico 
 
Fuente: Elaboración propia 
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5.4 Problemática de las convocatorias y de los fondos 
concursales 
Los beneficiarios acceden a los recursos públicos para proyectos de adecuación de tierras, 
mediante convocatorias basadas en el enfoque de demanda, el cual fue abordado en sus aspectos 
conceptuales en el marco teórico presentado en el capítulo 2. Los fondos concursales son el 
instrumento utilizado para la financiación de las propuestas seleccionadas, según los criterios de 
calificación definidos en estas convocatorias. Se supone que en las convocatorias participan 
aquellos proyectos de interés directo de las comunidades y que estos proyectos están formulados 
interpretando de manera adecuada sus necesidades. Así mismo, se considera que los grupos que 
se conforman para atender una convocatoria van adquiriendo identidad y visibilidad a través de 
sus acciones, además de sentido de pertenencia frente a sus organizaciones o territorios. Otra 
argumento a favor del instrumento de las convocatorias es la igualdad de condiciones de acceso, 
aunque en la práctica por las asimetrías del sector, no todos los productores tienen la misma 
capacidad de beneficiarse. 
No obstante, el instrumento ha demostrado tener distorsiones. ¿Responden los proyectos a 
iniciativas de la comunidad o son propiciados por terceros? En algunos casos se evidenció lo 
segundo, por injerencia de los constructores. Por ejemplo, la evaluación de algunas propuestas 
declaradas no viables, evidenciaba que la situación sin proyecto era más conveniente, porque no 
comprometía a los productores con inversiones adicionales que no podrían recuperar 
(Universidad Nacional, 2012). 
Una seria debilidad de las convocatorias es que en la práctica, así no estén concebidas de esa 
manera, las asociaciones privilegian apostarle a la presentación de la propuesta, así esté 
deficientemente formulada, con tal de acceder a los recursos de cofinanciación. Y en ocasiones lo 
logran, pero con un efecto adverso que se manifiesta en proyectos con serios problemas de 
viabilidad, no siempre ajustados a una necesidad real, y que, por tanto, ponen en duda la eficacia 
de la inversión y conducen eventualmente a una ineficiente asignación de recursos públicos. 
Otro problema del instrumento de la convocatoria es que se centra en el análisis del proyecto, sin 
tener en cuenta su contexto territorial. Puede darse el caso de proyectos que resultan factibles, 
pero que en términos de desarrollo regional no generan competitividad o simplemente no están 
dentro de las prioridades del territorio. Este es un efecto perverso nocivo, por cuanto se abre la 
opción de que entren en competencia proyectos, independientemente de su calidad y de su 
articulación con propósitos territoriales o sectoriales.  
Otros problemas de las convocatorias tienen que ver con ausencia de un claro proceso de 
construcción institucional por énfasis en proyectos que adolecen en muchas de las veces de 
seguimiento y retroalimentación. El interés institucional se centra más en indicadores de 
ejecución presupuestal sobre recursos asignados, pero no en indicadores de impacto. 





A continuación, en la tabla 5-1 se presenta una síntesis de los beneficios y problemas de los 
fondos concursales, a partir de la revisión de literatura especializada y de los aprendizajes 
logrados a partir de las experiencias en adecuación de tierras. 
Tabla 5-1 Beneficios y problemas en la ejecución de fondos concursales 
Variable  Beneficios Problemas 
Funciones de las 
entidades 
Desconcentración de funciones 
estatales. Terceros asumen 
funciones de generar resultados en 
reemplazo de las entidades públicas. 
La determinación de prioridades de la 
política, por lo general, es tecnocrática y 




Estructura institucional más 
achatada. Se centraliza la toma de 
decisiones en pocos actores y en 
menor tiempo. 
Los cambios continuos en las entidades que 
operan los fondos concursales, generan alta 
rotación de personal que dificulta la 
formación de capital humano y el 




Los ejecutores realizan proyectos 
que sin los recursos del fondo 
concursal serían difíciles de ejecutar. 
Debido a que los mercados de servicios no 
están suficientemente desarrollados, su 
dinámica no es la esperada. Las empresas 
con mayor prestigio tienen mayor 
posibilidad de acceder a los recursos.  
Fallas de 
mercado 
Las entidades operadoras del fondo 
concursal, obtienen unas utilidades, 
que pueden emplearse en sus 
actividades propias. 
En el mediano plazo se pueden generar 
fallas de mercado, por el rigor incremental 
en los requisitos para participar en el fondo 
concursal como formuladores, evaluadores 
o ejecutores.   
La planeación del 
instrumento de 
política 
Los beneficiarios acceden a los 
instrumentos de política 
directamente, y obtienen bienes o 
servicios con sus proyectos.   
El Estado debilita su labor de planeación. 
Los fondos tienden a orientarse a 
problemas coyunturales que no siempre 
corresponden a los objetivos centrales de la 
política.    
Transparencia y 
equidad en la 
asignación de 
recursos 
Existe una buena percepción de 
transparencia de los fondos 
concursales, por los criterios de 
divulgación, libre concurrencia e 
igualdad en las reglas de juego.  
Riesgo de inequidad en la asignación de 
recursos, ya que se depende en gran 
medida del rigor, consistencia, coherencia e 
integralidad en las reglas de juego definidas 
desde el comienzo.  
Criterios de 
calificación de los 
proyectos 
Los proyectos acceden a los recursos 
del fondo, con criterios de viabilidad 
previamente definidos en las reglas 
de juego. 
La mayor eficiencia de una propuesta 
puede estar encaminada a la obtención de 
un alto puntaje, en detrimento de 
principios claves para la sostenibilidad del 
proyecto. 
Fuente: Elaboración propia, con base en Toro, G., y Espinosa, N. (2003). Capítulos 3 a 6. 
Para efectos del propósito de esta investigación, el instrumento de las convocatorias es relevante 
por la regular calidad de los proyectos que se presentan. Ante ese hecho, se han puesto en 
práctica dos enfoques de gestión de la política de adecuación de tierras: uno de exigencia técnica 
y otro de laxitud técnica. En el caso del primer enfoque, las evaluaciones de los proyectos 
 





presentados en las convocatorias se ciñe a un rigor esencialmente técnico y tiene como 
consecuencia, por lo que ha evidenciado la práctica, que son muy pocos los proyectos que 
clasifican para obra (alrededor de  un 10% de las propuestas). Esto se traduce en una ejecución de 
recursos públicos más baja de lo que se quisiera, lo cual naturalmente se concreta en indicadores 
de ejecución presupuestal que no son atractivos para los directivos del sector, pero que tiene la 
ventaja de que mejora la calidad de la inversión pública. El segundo enfoque es más flexible en las 
exigencias técnicas que se le aplican a los proyectos evaluados, en el entendido de que entran en 
consideración variables de tipo social y político, y por tanto es mayor el número de proyectos 
aprobados y al igual que los montos totales de inversión. En este segundo enfoque la labor de 
interventoría es más exigente en cuanto a los requerimientos y revisión de ajustes a los diseños 
de las obras de manera que se solucionen aquellos aspectos técnicos no exigidos durante la 
evaluación de las propuestas. 
5.5 Modelo organizacional de la interventoría integral 
La interventoría es un instrumento para la aplicación de la política de adecuación  de tierras. Para 
complementar lo expuesto en el capítulo 4 y entender la forma en que operó la interventoría, en 
esta sección se analiza el modelo organizacional aplicado. Para destacar sus características 
propias o diferenciales, el análisis presenta comparaciones con modelos previos, cuando ello se 
considera pertinente.   
Al comparar el modelo de la Interventoría diseñado por la Universidad Nacional de Colombia y el 
pliego de condiciones del proceso de selección de interventores para la construcción y 
adecuación de sistemas de riego y drenaje en el marco del programa AIS del MADR, de la 
convocatoria pública de riego y drenaje MADR-IICA N° 001/2009, se pueden señalar, como 
principales diferencias, las siguientes: 
5.5.1 La importancia de la fase de acompañamiento 
Un rasgo notorio del modelo de interventoría integral frente al modelo anterior es la pertinencia 
de la fase de acompañamiento y, en consecuencia, de la importancia asignada al proyecto 
productivo con el método de riego, a la apropiación de la asociación del proyecto para garantizar 
sostenibilidad en el tiempo, y a la necesidad de iniciar los procesos de acreditación legal de los 
predios, para que los asociados puedan posteriormente acceder a otros instrumentos de política 
como el crédito. 
5.5.2 Estructura organizacional, articulación del equipo central con el 
de proyectos y con las instancias territoriales 
Otro rasgo distintivo del modelo de interventoría integral, fue el énfasis dado a la conexión entre 
el nivel central de la organización y el nivel local o de proyecto. El primero conformado por el 
equipo de especialistas en diferentes disciplinas y el segundo por los residentes de interventoría e 





ingenieros auxiliares. Esta conexión se construyó con la conformación de un equipo de 
coordinadores regionales, de buen nivel técnico profesional y con experiencia en interventoría, 
que acompañó de manera permanente la labor de los residentes y sirvió de puente con los 
especialistas para ayudar a que su labor fuera más efectiva en términos del seguimiento a la 
aplicación de sus recomendaciones. 
La experiencia del modelo previo de interventoría indica los riesgos de desconexión entre el nivel 
central y la base, y las implicaciones que ello conlleva en términos de lograr un adecuado 
seguimiento y control de los proyectos, dado que en la dinámica cotidiana se presentan múltiples 
situaciones que requieren de consulta por parte de los residentes de interventoría, para lo cual 
debe haber un canal activo de interacción que responda con criterios técnicos, según la 
complejidad del problema. En efecto, según su magnitud algunos aspectos de la interventoría de 
obra pueden ser manejados al nivel del residente, otros pueden escalar al nivel del coordinador 
regional y otros ameritan consulta y manejo con el especialista. 
Aunque se podría pensar que la desconexión con las instancias locales es de índole meramente 
operativa, también es de naturaleza más estructural. Por ejemplo, ese riesgo existe en el modelo 
de política agraria, basado en las convocatorias y acentuado por los fondos concursales, que 
convierten a los proyectos en las únicas unidades de análisis, perdiendo de vista la perspectiva 
regional y el papel de los departamentos y municipios como instancias territoriales de 
importancia para el desarrollo rural. Ante la debilidad técnica de estas instancias territoriales, la 
política optó por restarles protagonismo en las convocatorias, generando mediante éstas una 
conexión directa del nivel nacional con los proyectos de las comunidades. 
La experiencia con riego y drenaje es que las instancias territoriales solo aparecen en los 
proyectos de adecuación de tierras como fuentes de financiación, pero con una participación muy 
marginal. La experiencia de la interventoría evidencia que estas instancias no desempeñaron 
ningún papel importante en el seguimiento a los proyectos e inclusive al control a la aplicación de 
las contrapartidas. La participación, cuando se dio, fue en el momento de la entrega de las obras. 
Además, en algunos casos se dieron pugnas políticas entre los líderes de las asociaciones y los 
representantes de los entes territoriales, lo cual alejó más a estas administraciones de los 
proyectos. 
Otro aspecto a tener en cuenta, es sobre la conformación de los equipos locales. El modelo de 
interventoría integral enseña la importancia de tener equipos externos y ajenos al territorio 
donde se ejecutan los proyectos para garantizar neutralidad y manejo técnico, por encima de 
intereses locales. Este aspecto ayuda, además, a facilitar la aplicación de la unidad de criterio, 
gracias también a la actuación articulada de un solo equipo integrado desde el nivel central hasta 
el de proyecto, con un solo enfoque conceptual, de metodología y de manejo de instrumentos 
uniformes. 
Cuando hay modelos de interventoría que operan de manera independiente a nivel local, surgen 
inconvenientes sobre el alcance del trabajo de interventoría, la heterogeneidad en criterios de 
decisión, la ausencia de parámetros comunes, la interpretación amplia y discrecional de los 
mismos, las metodologías diferenciales en su aplicación, sumado a la variabilidad que genera la 
existencia de intereses e idiosincrasias particulares regionales. Todo ello dificulta la labor de 
 





interventoría e incide negativamente en la calidad de los proyectos, por cuanto las exigencias de 
los mismos no son homogéneas. Ello es particularmente grave cuando existe una tendencia de 
parte de algunos constructores de hacer “planeación sobre la marcha” (ello ante la debilidad de 
lograr esquemas más rigurosos de planeación), lo que impide tener y aplicar criterios de 
seguimiento con rigor técnico. 
Al examinar algunas de las características del anterior esquema de interventoría se visualiza que, 
a diferencia del modelo integral diseñado por el equipo de la Universidad Nacional, no existía una 
articulación tan estrecha entre el director de interventoría y el residente de obra, tampoco 
existían coordinadores por componente y los expertos tenían más una función de personal de 
apoyo y no de definición de directrices. A nivel de cada proyecto, no se contaba con un ingeniero 
residente de interventoría. Inclusive, en procesos anteriores a 2009, un ingeniero residente cubría 
simultáneamente 4 o 5 proyectos. En la interventoría integral, además de tener un residente por 
proyecto, se reforzó su labor introduciendo la participación de un ingeniero auxiliar, a cambio del 
inspector de obra que es el esquema tradicionalmente utilizado. El perfil de este ingeniero 
auxiliar fue flexible para darle cabida a recién egresados de ingeniería civil o agrícola para darles 
espacio de inicio en su vida laboral.   
En el pliego de condiciones para seleccionar los interventores en procesos anteriores, la siguiente 
fue la estructura organizacional propuesta: 
 Dirección: Director de interventoría. 
 Equipo local a nivel de proyecto: ingenieros residentes, uno por cada cuatro proyectos de 
riego predial (Tipo 2 – Privado) asignados y uno por cada proyecto de distrito de riego 
(Tipo 1 – Asociativo) y un inspector de obra por cada proyecto. 
 Otros profesionales: Abogado y contador.  
 Equipo de apoyo: Comisión topográfica, experto en aguas subterráneas, experto en 
diseño de sistemas de riego y un experto electromecánico. 
Se evidencia que esta estructura es más simple que la desarrollada por la interventoría integral, 
según lo presentado en el capítulo 4. 
Surge, entonces, la pregunta sobre la posible incidencia de la estructura organizacional en el 
desempeño de la interventoría. El análisis realizado indica que es de alta relevancia, y que no 
basta con conformar un equipo altamente calificado. 
5.5.3 Interventoría de obra ejecutada por muchas firmas 
En las experiencias anteriores, la interventoría no se contrataba con una sola firma. El proceso de 
selección era por la modalidad de lista corta, teniendo en cuenta agrupaciones regionales de 
proyectos con criterios de proximidad. Para la convocatoria de 2009 los siguientes fueron los 
grupos que conformó el IICA para el proceso de selección de firmas interventoras (IICA, 2010): 





Tabla 5-2 Grupos de interventoría del anterior modelo 
 
Fuente: IICA (2010).Pliego de condiciones para contratar interventoresConvocatoria 2009. p.14. 
5.5.4 Formatos para recolección de información 
En el proceso de selección de interventores en el modelo anterior, la propuesta técnica era 
calificable en los siguientes aspectos (IICA, 2010): a) Enfoque (100 puntos): plan de ejecución 
propuesto, cronograma de interventoría y organización del proponente; y b) estimativo de 
utilización del personal (900 puntos). Así las cosas, cada firma en su enfoque definía sus 
procedimientos e instrumentos de gestión para el desarrollo del objeto contratado. Ello podía 
derivar en instrumentos de verificación y control no comparables, por no ser homogéneos, ni 
contener las mismas variables para recolección de información. 
La interventoría integral se preocupó por establecer para cada propósito formatos únicos de 
aplicación similar en todos los proyectos. Este enfoque ayudaba a restarle discrecionalidad 
interpretativa al ingeniero residente, al tiempo que facilitaba la consolidación de información con 
criterios comparables y homogéneos de seguimiento y control. 
5.5.5 Seguimiento y control con enfoque proactivo 
La estructura organizativa de la interventoría también incide en el enfoque de la misma. Una 
fuerte articulación entre el equipo central y el de proyectos mediada por un equipo regional 
contribuye a que la labor de control y seguimiento adquiera una proyección propositiva y 
proactiva frente a las obras, sin que por ello se reemplacen las responsabilidades del ejecutor y 
constructor. Con esta óptica hay cabida para la emisión de conceptos de diversa índole técnica, 
financiera y jurídica para realizar una ejecución eficiente de proyectos que sean funcionales, con 
la finalidad de que las asociaciones puedan contar con proyectos que operen adecuadamente 
para mejorar la productividad agropecuaria en los predios de sus asociados. 
Así, el enfoque proactivo facilita el énfasis en el empoderamiento de las asociaciones ejecutoras 
de los proyectos para contribuir a su sostenibilidad en el tiempo. También exige la capacitación 
de miembros de la asociación para la operación del sistema de riego o drenaje y realiza 
recomendaciones a los vinculados para mejorar los procesos, entre otras iniciativas. El tema del 
 





empoderamiento de las organizaciones de productores ocupa de tiempo atrás considerable 
atención, dada su incidencia sobre el éxito y continuidad de los proyectos. Por ejemplo, para la 
FAO las iniciativas públicas no siempre logran empoderar a los actores locales, ni consideran 
plenamente las características propias de los espacios locales, por lo que es conveniente que las 
instituciones privadas y públicas mejoren su capacidad de respuesta a las demandas de la 
descentralización, la participación, la privatización, la equidad y el control social, para fortalecer 
su papel en los procesos de cambio (Bacca, 2005). 
5.5.6 La articulación entre el modelo de interventoría integral y la 
supervisión de Finagro 
Dado lo novedoso del modelo, se construyó con Finagro una relación de permanente 
retroalimentación sobre los avances en su aplicación, siempre con referencia a la ejecución de las 
obras. En el marco de las funciones de Finagro en cuanto a la supervisión de la interventoría, y de 
la autonomía de esta en el desempeño de sus labores, siempre hubo concertación entre las 
partes alrededor de los ajustes que requería el modelo para su más efectiva operación. Merece 
destacarse que las acciones de interventoría requerían en ocasiones del respaldo de la 
supervisión de Finagro para que las asociaciones dieran respuesta rápida a las exigencias. 
Igualmente, de parte de los constructores. Por otro lado, la labor de Finagro con el MADR, como 
parte del Comité de Administrativo del Programa DRE (AIS), facilitó la toma de decisiones sobre 
ajustes referidos a la marcha de los contratos, en los cuales le correspondía al MADR intervenir. 
Mientras que la interventoría tenía una relación directa con los constructores y asociaciones en lo 
referente a las obras, Finagro hacía lo propio con las asociaciones en lo referente al cumplimiento 
de los acuerdos de financiamiento y con el MADR en lo que respecta a la orientación general 
sobre la aplicación de la política de adecuación de tierras y a mantener informado al MADR sobre 
su evolución. 
Como ya se mencionó, la estructura organizacional conformada por el equipo de la interventoría 
de la Universidad Nacional y por la Vicepresidencia de Desarrollo Rural y la Dirección de Recursos 
Hídricos de Finagro, permitió una unidad de criterios y de manejo coherente en los diversos 
aspectos relativos a las convocatorias de adecuación de tierras, al tiempo que fue un espacio 
técnico y constructivo para darle salida a puntos de vista no coincidentes.  
Debe resaltarse que el principal criterio compartido por ambas partes fue el hacer prevalecer la 
calidad de las obras por encima de cualquier otra consideración, siempre dentro de un manejo 
acorde con los cronogramas y las posibilidades de la planeación institucional.  
Como parte de esta dinámica, la experiencia de la interventoría integral y sus propuestas fueron 
tenidas en cuenta por Finagro para introducir nuevos elementos de política en las convocatorias 
de riego. En la sección siguiente sobre cualidades y logros del modelo se sintetizan estos nuevos 
elementos. 





5.5.7 Logros del modelo de interventoría Integral 
Muchos de los logros que aquí se recogen, fueron abordados en secciones anteriores. En general, 
merece destacarse lo acertado del modelo de interventoría integral, comprobado en la práctica 
adelantada por la Universidad y ajustado con base en el seguimiento y análisis crítico que se le 
hizo de manera permanente a su ejecución, contando para el efecto con las apreciaciones de 
Finagro y demás actores involucrados en su desarrollo. 
Entre las cualidades del modelo cabe resaltar, en primer lugar, su énfasis en la calidad de las 
obras como eje del trabajo técnico. Ello incluye la insistencia en darle prioridad a la exigencia del 
cumplimiento de calidad de obras, por encima de las presiones de ejecución del gasto, y la 
importancia dada a los ajustes a diseños y a la comprobación de los análisis de los precios 
unitarios como paso previo obligatorio al inicio de obra, aunque existiese de parte de las 
asociaciones una premura manifiesta y enorme presión para el inicio de las obras, sin importar el 
cumplimiento de las condiciones técnicas mínimas. Así mismo, la neutralización de los políticos. El 
respaldo a la interventoría y la unidad de criterios con Finagro y el MADR en este tema fue 
importante para neutralizar la presión política para lograr aprobaciones carentes de respaldo 
técnico. El criterio de calidad de las obras también se expresó en la exigencia de la interventoría 
en el cumplimiento de las condiciones contractuales por parte de los contratistas y las 
asociaciones, hasta el punto de plantear incumplimientos con implicaciones legales, como ocurrió 
en dos de los proyectos. Este hecho impactó a aquellos otros constructores que pensaban que los 
llamados de atención y los avisos de incumplimiento eran solo amenazas, que no se traducirían 
en hechos, seguramente confiados en la costumbre de aquellas prácticas de que “aquí no pasa 
nada”. 
También hubo aciertos en lo referente a la calidad de los diseños. La interventoría argumentó, 
con base en la experiencia que se vivía, que el diseñador de los proyectos no debería ser el mismo 
constructor por las implicaciones contraproducentes en la calidad de los diseños, ya que el 
potencial constructor no solo no cobraba por ellos, sino que además no les dedicaba la suficiente 
atención, dado que su interés estaba en amarrar el contrato de ejecución de la obra. Esto se 
tradujo en la propuesta de aplicar instrumentos de política conducentes a fortalecer la calidad de 
los diseños, lo cual se concretó en la decisión del MADR y de Finagro de introducir a partir de 
2013 la convocatoria de estudios y diseños, como un nuevo instrumento de política a favor de la 
adecuación de tierras. 
Un tercer grupo de logros de la interventoría integral tiene que ver con su rescate del papel 
protagónico de las asociaciones frente a sus proyectos, en los que tradicionalmente la vocería era 
asumida por los constructores y los alcaldes. Así mismo, se pudo  construir en la mayoría de los 
casos un equilibrio en el manejo de los contratistas y asociaciones, para que estas últimas 
lograran una mayor apropiación de los proyectos y un cumplimiento de sus obligaciones de 
contrapartida de mano de obra; el cambio del enfoque de acreditación de usuarios, eliminando la 
práctica de acreditación de poseedores por parte del alcalde y reemplazándola por la acreditación 
por parte de autoridades competentes también le dio más solidez al proceso asociativo, pues el 
no cumplimiento de esta obligación por parte de algún usuario afectaba al grupo en términos del 
cierre del acuerdo de financiamiento y de los compromisos con Finagro; el contacto con los 
 





directivos y las bases de las asociaciones gracias a la labor de los residentes de interventoría y los 
coordinadores regionales, sumado al esquema de estudiantes de último semestre de diversas 
carreras que hicieron pasantía durante cuatro meses conviviendo con las comunidades de varios 
de los proyectos; la sugerencia sobre la importancia de que las asociaciones tuviesen experiencia 
previa de varios años como grupo y no improvisada para acceder a las convocatorias.  
En cuarto lugar, debe reiterarse el logro de la conformación de un equipo interinstitucional con 
Finagro y la retroalimentación permanente entre interventoría y supervisor. Además de los 
aspectos pertinentes a la marcha adecuada del proceso de interventoría, esta relación armónica 
se tradujo en discusiones sobre nuevas propuestas de política, a partir de las experiencias con los 
constructores y asociaciones, algunas de las cuales fueron incorporadas por Finagro y el MADR en 
el afinamiento de las convocatorias para hacerlas más realistas y aplicables.  
Finalmente, en el marco de la política de adecuación de tierras la interventoría considera de gran 
relevancia el seguimiento efectivo a las asociaciones, una vez terminadas las obras, de manera 
que se cumplan con los manuales de operación. Es de similar importancia la identificación de 
necesidades de apoyo a las asociaciones, en lo cual la interventoría generó algunas propuestas, 
de manera que el MADR, por intermedio de otras políticas sectoriales, continúe con el proceso de 
fortalecimiento productivo y comercial, una vez iniciada la operación de los distritos.  
 
En el marco más amplio de la política integral de tierras, la evaluación realizada por el PNUD 
(Revista Hechos de Paz. 2011), propone elementos comunes a la problemática enunciada, como 
por ejemplo la necesidad de establecer instrumentos complementarios de adecuación y 
modernización, de financiación, de asistencia técnica, de desarrollo tecnológico, de información 
de mercados y de infraestructura social. 
5.5.8 Problemas del modelo de interventoría integral 
A nivel interno se presentaron dificultades iniciales en la integración del componente financiero 
con el técnico, debido a problemas de coherencia y consistencia entre la programación financiera 
y la técnica. Estas dificultades solo se vinieron a solucionar cuando el equipo financiero entendió 
a fondo las características de  los proyectos en términos de sus procesos, cronogramas, flujos de 
caja, y demás aspectos. El diálogo entre los miembros de los dos equipos es necesario pero no 
suficiente, pues la comprensión de las metodologías y requerimientos de ambas partes requiere 
de estudio y comprensión para que la aplicación de medidas de articulación sea verdaderamente 
efectiva. 
La cohesión del equipo entre los niveles central, regional y de proyecto requirió de mucho trabajo 
grupal mediante reuniones semanales y mensuales de interacción y discusión, sumado a una 
presencia activa del equipo central en visitas a los proyectos en coordinación con los 
subdirectores regionales. Las estrategias utilizadas fueron diversas según las particularidades de 
cada regional: visitas regulares del equipo central a los proyectos, acercamiento a los residentes, 
visitas no avisadas a los regionales, reuniones regulares de los regionales con el equipo central 
con espíritu de crítica constructiva, vínculo directo con constructores y asociaciones con el equipo 





central, planes de contingencia, llamados de atención, avisos de posible incumplimiento, 
reuniones de fijación de metas con compromisos de obligatorio cumplimiento y amenaza real de 
declaratoria de incumplimiento. 
5.6 Percepción de los usuarios 
Paralelo a la interventoría de obra, y como parte del enfoque integral planteado para el  modelo, 
se adelantó un ejercicio orientado a conocer la realidad de algunas de las organizaciones 
beneficiarias de los proyectos, y a identificar factores de tipo organizativo, económico y social que 
pudieren incidir en la labor de interventoría y en la perdurabilidad y adecuado aprovechamiento 
de la infraestructura de adecuación de tierras. Se indagó sobre la capacidad de gestión individual 
de los usuarios, la solidez de las asociaciones, la capacidad económica de sus miembros, entre 
otros aspectos.5 
Con el análisis que se presenta a continuación se busca complementar el entendimiento de los 
factores descritos en la sección anterior sobre el desempeño del modelo de la interventoría 
integral, teniendo ahora como referente la percepción y expectativas de los usuarios. Se 
consideran aspectos de índole socio-demográfica, productiva, administrativa y organizacional. Es 
el conocimiento de los usuarios lo que le da fundamento y piso a las obras de adecuación de 
tierras, más allá de sus aspectos ingenieriles y técnicos.  
El análisis se basa en la siguiente información, recolectada mediante la aplicación de 
metodologías cualitativas y cuantitativas: 
- Censo a los socios de 20 organizaciones de los proyectos objeto de interventoría. Se realizaron 
encuestas individuales para conocer la situación social, económica y expectativas de los usuarios 
con respecto a los sistemas de adecuación de tierras. 
- Grupos focales con actores institucionales, locales, líderes, usuarios y no usuarios de los 
distritos. 
- Estudios de caso a través de la inmersión etnográfica de estudiantes de últimos semestre de las 
carreras de Zootecnia, Ingeniería agrícola y Agronomía en 13 asociaciones seleccionadas. Estas 
pasantías con las comunidades fueron de 4 meses. 
5.6.1 Organizaciones de composición heterogénea 
En las organizaciones predominan pequeños y medianos productores. En su mayoría son 
propietarios que explotan directamente el predio dentro del enfoque de agricultura familiar, 
intensiva en mano de obra. 
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También hay propietarios ausentistas, que explotan el predio bajo modalidades de compañías, 
arrendamientos o de contratación de jornaleros. 
Se presenta una gran diversidad en la composición de las organizaciones beneficiarias. Si bien las 
hay de agricultores de subsistencia, también existen grupos heterogéneos que reúnen pequeños 
productores de subsistencia con pequeños y medianos productores con fuerte vínculo de 
mercado.  
Esta diversidad hace que el grado de interés y expectativas con respecto al proyecto colectivo 
también sea muy variable. En particular, plantea el desafío de cómo abordar el fortalecimiento de 
las capacidades de gestión, para que el proyecto se oriente y sea aprovechado de manera 
equitativa y balanceada entre sus miembros. 
5.6.2 Localización del productor 
Mientras que la mayoría de productores viven en la parcela o en el casco urbano, en otros casos, 
también viven en lugares lejanos del predio beneficiado. Al tiempo que hay proyectos de 
comunidades típicamente campesinas, también se presentan asociaciones que combinan 
campesinos y residentes urbanos con diferentes niveles de dependencia económica de la parcela 
y, por ende, con intereses y expectativas diferentes en relación con la actividad productiva y con 
el uso del riego.  
Hay predios en los que no viven los productores vinculados a la organización beneficiaria y en los 
que su aprovechamiento está encomendado a terceros o a arrendatarios que se caracterizan por 
dinámicas de migración continua. Ello incide desfavorablemente en el nivel de compromiso frente 
al proyecto.  
Caso contrario ocurre con las organizaciones netamente campesinas, que derivan sus ingresos  de 
la producción en el predio y de la venta de jornales. Su compromiso con el proyecto de riego es 
mayor. 
5.6.3 Motivaciones productivas y comerciales 
Las condiciones descritas de heterogeneidad, además de incidir en los intereses comunes, se 
expresan también en las expectativas diferenciales con respecto a los proyectos. Mientras que 
para algunos el manejo eficiente del distrito implica decisiones conjuntas que redunden en 
beneficios productivos propios, otros insisten en que el impacto del distrito en la productividad, 
depende única y exclusivamente de las acciones particulares individuales.  
Por otro lado, se encuentran casos en los que la motivación frente al proyecto de adecuación de 
tierras corresponde exclusivamente a la expectativa de valorización del predio, y no a la de 
desarrollar actividades productivas. Este hecho destaca la importancia de conocer las 
expectativas productivas de los beneficiarios, para a partir de ello evaluar su compromiso frente a 





los propósitos de aumento de productividad y competitividad, bajo condiciones de confianza, 
reciprocidad y cohesión grupal.  
La información recolectada indica la presencia de productores con resistencia a innovaciones 
tecnológicas en la producción (semillas, insumos y equipos). Estas inversiones adicionales no 
garantizarían, a juicio de los entrevistados, una venta de sus productos a mejor precio. Por tanto, 
el riego no induce necesariamente al cambio tecnológico. En términos generales, los productores 
manifestaron una actitud conservadora con respecto a la innovación tecnológica. No obstante, se 
evidenciaron otros casos interesantes de experiencias o expectativas de innovación, 
principalmente en gestión comercial: información de precios, aplicación de instrumentos de 
planeación y búsqueda de nuevos compradores. Es de anotar que se encontró que menos del 
30% de los productores llevan algún tipo de registro sobre los movimientos financieros de su 
actividad productiva, hecho que dificultará precisar el impacto de los distritos después de un 
tiempo de funcionamiento. 
La variable de comercialización parece ser la de mayor relevancia en la percepción de los 
productores sobre el éxito de su actividad productiva (ver Figura 5-3). Complementariamente, 
según lo expresado en los grupos focales, la deficiencia en las vías de acceso es la principal 
limitante para la comercialización. 
Figura5-3: Percepción sobre los factores que inciden en que la actividad productiva sea un buen 
negocio. Organización Aproaveropoma. Municipio de Abrego, Norte de Santander. 
 
Fuente: Universidad Nacional de Colombia. (2012). Interventoría Integral, 2012. Censo de Usuarios 
5.6.4 Expectativas de la organización beneficiada 
Es manifiesta la tendencia a considerar a la organización como la figura clave única y exclusiva 
para acceder a la oferta institucional. Ello determina en buena parte la percepción que se tiene 
sobre el interés o beneficios de ser parte de la asociación. El  interés de ser parte de las 
 





organizaciones no obedece a propósitos productivos o comerciales, los cuales se asumen de 
manera particular (ver Figura5-4). 
Figura5-4: Interés para trabajar como organización. Asocuriaco. Municipio de Tangua, Nariño 
 
Fuente: Universidad Nacional de Colombia. (2012). Interventoría Integral, 2012. Censo de Usuarios 
Este punto plantea la pregunta sobre la solidez de los factores de unión y su incidencia en la 
perdurabilidad de la organización. 
5.6.5 Expectativas de los productores 
Según el planteamiento de política, el riego sirve para aumentar la productividad del cultivo 
actual o para la reconversión productiva. Los productores parecen estar más interesados en la 
producción actual y en aumentar su rendimiento, y buscan especializarse en el cultivo de mayores 
ingresos, sin que ello signifique el monocultivo. En los distritos de riego predominan actividades 
agrícolas con cultivos transitorios (hortalizas y tubérculos) y con forrajes para lechería. El engorde 
no hace parte de las actividades pecuarias. 
Si bien, se esperaría un aprovechamiento agropecuario de los sistemas de riego, algunos 
productores los ven como mecanismo de valorización de sus fincas, pensando en venderlas o 
arrendarlas, o en cambiar el uso del suelo hacia turismo y recreación, sobre todo en la región 
central andina y en la zona del Cocuy, por su cercanía a lugares con atractivos turísticos. Esta 
lógica es coherente con el enfoque de desarrollo territorial rural, cuyo alcance va más allá del 
desarrollo agrario, por cuanto contempla la diversificación de fuentes de ingreso en las áreas 
rurales como una estrategia para el mejoramiento de la calidad de vida. Desde esta óptica, lo 








































5.6.6 Empoderamiento y procesos de liderazgo 
Sobre las estrategias organizacionales para incidir en los objetivos de los proyectos cabe 
mencionar que estas trascendieron del ámbito técnico y operativo al social.  
En los grupos focales realizados se confirmó la considerable dependencia de los productores con 
respecto a los líderes de la organización, pero al mismo tiempo se manifiesta inconformidad de la 
mayoría sobre su labor. A partir de los resultados del censo de usuarios y de las pasantías de 
estudiantes, se argumenta una nociva  concentración de funciones y la no representación de la 
identidad de la comunidad. El liderazgo existente parece ser del tipo caudillo o coordinador de 
acciones, no siempre con la misma motivación y capacidad de convocatoria. Se plantea que el 
líder tiene poco conocimiento de las necesidades y expectativas del grupo, lo que sugiere 
liderazgos coyunturales y de corto alcance. Se evidenció una idea de la participación, muy 
limitada a la presencia en reuniones y en aportes en dinero y trabajo. La concertación, la toma de 
decisiones y el control no son actividades que demanden participación.  
Pese a lo anterior, es importante precisar que existen diferencias en la autoevaluación sobre la 
importancia para la organización de la solidaridad, la comunicación, el conocimiento mutuo y la 
concertación. 
5.6.7 Niveles de Participación 
Desde el punto de vista de la participación de los asociados, la actividad más representativa 
corresponde a la asistencia de reuniones, pero con una presencia pasiva (ver Figura5-5). Esto 
sugiere una baja calidad participativa, que sumada al descontento frente a los líderes, hace que 
estas organizaciones adolezcan de serios problemas de solidez grupal. Este delicado 
planteamiento no es generalizable a todas las organizaciones pero es un llamado de atención 
sobre un problema estructural frecuente. 
Figura5-5: Actividades de los Asociados dentro de la Organización. Asoresguardo. Municipio de 
Choachí, Cundinamarca. 
 
Fuente: Universidad Nacional de Colombia. (2012). Interventoría Integral, 2012. Censo de Usuarios 
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5.6.8 Gestión institucional 
Si bien se considera a la organización como la figura clave para acceder a la oferta institucional, 
también se reconocen debilidades en su gestión política a local y regional. Por ejemplo, en 
materia de apoyos hacia la consolidación de ofertas, hacia mejores condiciones de mercado, o 
hacia la reducción de costos de producción, especialmente en insumos. La percepción de las 
organizaciones sobre sus bajos niveles de gestión también se expresa en las implicaciones que 
ello conlleva para acceder a recursos complementarios de tipo económico, técnico y social que 
apoyen de manera continua el desarrollo exitoso de los sistemas de riego y drenaje. 
 Se considera necesaria la continua gestión para acceder a la prestación de servicio de asistencia 
técnica y al crédito, como instrumentos para el mejoramiento de las actividades productivas en el 
distrito de riego. A continuación se ilustra la manera como los beneficiarios del proyecto  
consideran que el Estado debería priorizar la atención en el territorio. 
Figura5-6: Prioridad de servicios  para atención del estado en el territorio. Asocuatroesquinas. 
Municipio de Potosí, Nariño. 
 
 























5.6.9 Limitantes que inciden en el éxito de los distritos de adecuación 
de tierras 
La sostenibilidad de los distritos puede afectarse por asignación de más puntos de riego frente a 
los previstos y por el manejo que a este tema le dan le dan los líderes, en ocasiones, con 
beneficios personalizados. 
En el alcance del proyecto incide desfavorablemente la no articulación de los sistemas de riego 
con estrategias y servicios de comercialización, de asistencia técnica, de crédito, de acceso a 
información de mercados, de acceso a otras convocatorias, de mejoramiento del estado de las 
vías de comunicación (aunque no siempre de manera prioritaria). 
Los proyectos también afrontan la debilidad gerencial y de manejo financiero (costos, ingresos) 
de parte de las asociaciones. En efecto, las falencias individuales se reflejan en lo grupal. Por 
ejemplo,  en el manejo administrativo y operativo, en la definición y en el recaudo de cuota de 
mantenimiento  y operación del distrito (hay dificultades de recaudo así se apliquen cuotas con 
niveles ínfimos que no garantizan la sostenibilidad de los sistemas), en el compromiso real de 
asumir responsabilidad frente al distrito o en la definición del tipo de compromiso a asumir. 
La debilidad en el trabajo colectivo, debido a que se trata de organizaciones muy recientes no 
consolidadas, de máximo 4 años de vida, pero sin continuidad. Además, dado que los grupos se 
organizaron para obtener el incentivo, no proyectan actividades colectivas. Estas se centran en el 
manejo del distrito, pero no se proyectan en otras dimensiones. Por ejemplo, hay 
desconocimiento de las necesidades de agua de los cultivos y del manejo del distrito, este último 
delegado en el fontanero y en el directivo de la asociación.  
Los distritos ayudan a la cohesión, pero también pueden ser origen de conflicto o de discordia en 
el territorio por parte de habitantes no vinculados al distrito. No hay solidaridad territorial con los 
proyectos de riego. 
La migración juvenil es alta. Los beneficiarios de los sistemas son en promedio mayores de 40 con 
población infantil. No hay generación de relevo. 
5.7 Conclusión 
Sin acompañamiento, estos proyectos no cumplirán con lo previsto. El acompañamiento debe ser 
transitorio y gradual para generar el empoderamiento. Estos problemas son similares a muchas 
organizaciones diferentes a las de riego. 
El diagnóstico organizacional de los sistemas de riego evidencia que el solo riego, así esté bien 
diseñado y construido, no es suficiente para el proceso de transformación estructural de la 
agricultura y que, por tanto, se requiere una gestión de política pública que integre la 
multiplicidad de sistemas que inciden en lo agropecuario.  
 





Esta integración supone una visión territorial, que debe construirse desde lo local, y ascender a lo 
regional y nacional. En este paso están ausentes los municipios y departamentos. El papel del 
Estado es clave, pero no debe ser asistencialista, debe orientarse hacia apoyos temporales y 
condicionados que generen capacidades y habilidades de gestión, acompañados de contenidos 
educativos de formación en destrezas y capacidades. 
Del análisis presentado, surge la pregunta: ¿Qué tan efectivas son las políticas basadas en 
organizaciones? Se podría argumentar que pueden ser efectivas si las organizaciones son sólidas y 
de tradición. Pero la fórmula utilizada en las convocatorias de riego y drenaje fue poner como 
requisito la mera existencia de la organización. Lo que se evidencia con la experiencia analizada 
es que esta fórmula conduce a organizaciones de tipo coyuntural. Lo deseable es que las 
organizaciones se formen de manera autónoma o que cuenten con elementos apropiados de 
apoyo para su solidez y sostenibilidad, aportados mediante acompañamiento público y privado.  
En síntesis, se podría afirmar que así como los proyectos de adecuación de tierras ofrecen 
oportunidades que pueden ser aprovechadas individual y colectivamente, también pueden ser 
fuente de conflictos de difícil solución, si no se dispone de una organización sólida que facilite la 
concertación, que promueva la acción colectiva y que sepa administrar el uso del recurso. Dado 
que los proyectos de adecuación de tierras deben ser administrados y operados autónoma y 
autosuficientemente por las asociaciones, una organización débil es la mayor fuente de 
insostenibilidad. Dejando en claro que la problemática planteada no es común a todas las 
asociaciones, lo importante es que sea considerada con la suficiente atención debido a los serios 
interrogantes que surgen de la realidad de muchas de las asociaciones vinculadas a los sistemas 
de riego y drenaje. Elementos como las tareas comunes y los lazos de unión, junto con el 
reconocimiento y conciliación de los intereses particulares y los generales, están a la orden del 
día. 
Un hecho final fundamental a destacar es la diferencia, por no decir el abismo, que existe entre la 
intencionalidad de la política y la realidad de su aplicación. Los propósitos de aumento de 
productividad y de competitividad que la animan no conjugan plenamente con los intereses ni 
con expectativas de los usuarios. El análisis presentado en este capítulo es prueba de ello. 
Los grandes propósitos de la política tampoco conjugan con la necesidad de la integralidad de los 
apoyos, sin la cual, como lo afirman los propios productores no es posible avanzar sólidamente 
hacia los objetivos de mejorar la competitividad.  
Sería deseable que, una vez terminadas las obras de adecuación de tierras, hubiese una 
continuidad del apoyo estatal con otros incentivos (asistencia técnica, crédito), de escalas 
diferenciales (de mayor a menor), para que de forma transitoria y gradual se vaya conduciendo y 
acompañando a los pequeños productores por la senda del desarrollo. Es cierto que esta 
focalización de la inversión pública, dada la escasez de recursos, tiene el costo de la cobertura, 
pero tiene la ganancia de la calidad en el impacto efectivo, la cual no está garantizada con un 
enfoque de cobertura y de ejecución del gasto como indicador de gestión de política pública. 





La interventoría de riego y drenaje, por su papel activo en el proceso de inversión, puede 
suministrar insumos valiosísimos de conocimiento de la problemática de los beneficiarios, 
asociada a la de los proyectos. Estos insumos, si son acogidos por las instituciones sectoriales, 
enriquecen la aplicación del nuevo turno de políticas que deberían ser parte de la etapa de 
operación de los sistemas de riego.  
Al plasmar en este texto la experiencia de la interventoría integral con los ingredientes 
desarrollados y examinados, se aspira a que se pueda enriquecer el papel tradicional de la 
interventoría de obra hacia un enfoque más integral, acorde con las particularidades de la 



























6. Reflexiones finales 
 
En este capítulo se desarrollan las reflexiones finales sobre la experiencia del modelo de 
interventoría integral presentada en los capítulos 4 y 5. Con el objeto de respetar la coherencia 
de la investigación, estas reflexiones se fundamentan en los enunciados orientadores planteados 
en el capítulo 1, según los cuales se considera, en primer lugar, que la interventoría es 
fundamental para la gestión de las políticas públicas agropecuarias, como instrumento para 
garantizar la correcta ejecución de proyectos, de acuerdo con lo planeado; y, en segundo lugar, 
que el enfoque integral en la gestión de las políticas públicas es una condición necesaria para la 
perdurabilidad de los proyectos de adecuación de tierras. 
En el marco de estos enunciados, la reflexión se aborda desde dos grandes aproximaciones: la 
primera, más centrada en aspectos de la problemática de la gestión de políticas públicas en 
adecuación de tierras, según la experiencia que se tuvo con la aplicación del modelo de 
interventoría; y, la segunda, más orientada hacia propuestas dirigidas hacia un deber ser de 
interventoría que se ubicaría en el terreno de lo posible, es decir, que podría tener lugar dentro 
del marco político, institucional y normativo existente.  
6.1 Reflexión sobre la problemática de la gestión de 
políticas en adecuación de tierras 
 
En cuanto a la primera aproximación, a partir de la investigación adelantada y del desarrollo de 
sus objetivos, la reflexión sobre el papel fundamental de la interventoría en la gestión de las 
políticas de adecuación de tierras a pequeños productores, invita a abordar los siguientes 
planteamientos: i) la problemática de la formulación y de la planeación de proyectos de 
adecuación de tierras y el papel de la interventoría en ello; y, ii) La necesidad de identificar la 
diversidad de actores involucrados en la gestación y puesta en marcha de los proyectos de riego y 
drenaje, reconociendo sus funciones e intereses, como aspecto clave del enfoque territorial de la 
gestión de las políticas públicas y del proceso de formación de política. 
6.1.1 El papel estratégico de la interventoría en materia de planeación 
La interventoría es un instrumento fundamental para la adecuada ejecución de los proyectos, por 
cuanto incide directamente en la calidad de las obras al exigir el cumplimiento de las 
especificaciones de diseño, los presupuestos, los precios unitarios, los cronogramas y la 
asignación de recursos (incluidas contrapartidas), entre otros aspectos. La experiencia indica que 
existen serios problemas en materia de planeación. 





En efecto, los problemas de planeación se presentan desde la formulación de proyectos. La 
formulación está sesgada en su alcance hacia el propósito de conseguir los recursos del incentivo 
ofrecidos por el Estado, haciendo prevalecer más el cumplimiento formal de requisitos que la 
calidad de la propuesta. El proceso de preinversión se centra, entonces, en la presentación de un 
proyecto de regular calidad, usualmente no socializado ante la asociación, elaborado con el único 
propósito de cumplir con la exigencia de requisitos habilitantes. En esta etapa, la práctica usual es 
que el diseño es hecho por el posible constructor, quien no cobra por el mismo ni le dedica la 
suficiente atención, por cuanto su verdadero interés está en que la asociación le asigne el 
contrato de obra, una vez obtenga la financiación con el incentivo. Esta es una falencia 
importante de planeación en la etapa de formulación que incide en la mala calidad de los diseños. 
La interventoría debe entrar a corregir esta situación mediante un enfoque de acompañamiento y 
de exigencia de ajustes a los diseños, lo cual se vuelve fundamental antes del inicio de las obras. 
De ahí, la propuesta que se introdujo como parte de las nuevas políticas de riego y drenaje, que el 
constructor no fuese el mismo diseñador y de poner en marcha, por primera vez, una 
convocatoria para financiar estudios y diseños para proyectos de adecuación de tierras. 
Este fenómeno también se explica porque el gobierno abre convocatorias orientadas a pequeños 
productores, sin considerar sus debilidades técnicas y económicas para el cumplimiento de 
requisitos. Los actores externos aparecen dispuestos a llenar esos vacíos, a cambio de que sean 
escogidos como constructores de los proyectos. De ahí, que la preinversión se concibe como un 
prerrequisito formal para acceder a recursos públicos, pero no como el fundamento técnico de la 
calidad del proyecto y de su perdurabilidad. La interventoría debe actuar sobre esta problemática 
exigiendo los correctivos del caso de manera oportuna y anticipada, es decir, mediante el 
cumplimiento de una planeación previa por parte del constructor, en oposición al modelo de ir 
corrigiendo los problemas sobre la marcha, el cual es altamente ineficiente y riesgoso, pero que 
es, en muchos casos, una práctica acostumbrada. Si se privilegia el inicio de la obra, sin haber 
cumplido con el ejercicio riguroso de planeación, se impone el enfoque reactivo de ir 
solucionando problemas estructurales (los coyunturales son normales) en forma paralela a la 
ejecución, lo cual genera sobrecostos, tiempos adicionales y obras mal construidas o inconclusas.  
La debilidad de las asociaciones de productores también se manifiesta en la etapa de 
construcción en la que no adelantan un acompañamiento a la supervisión de labores. Dependen, 
de un lado, de la información suministrada por el constructor. La interventoría, que es el brazo 
técnico de la asociación, también asume un papel de vocero de sus intereses y, por tanto, debe 
adelantar reuniones con los líderes para mantener un flujo de información sobre el desarrollo de 
las obras y sobre las inquietudes que vayan surgiendo de parte de la comunidad. Esta labor de la 
interventoría le confiere un rol estratégico en la gestión de la política, por cuanto está incidiendo 
directamente en la correcta aplicación de la misma. En los proyectos con contrapartida de la 
asociación, los aportes se hacen usualmente con mano de obra no calificada, cuya planeación y 
ejecución adolece de problemas de organización y cumplimiento, lo cual refleja otra debilidad en 
la planeación, en cuanto a la fijación de metas y compromiso de cumplimiento, que incide en el 
conjunto de la obra.  
Otro aspecto relativo a deficiencias de planeación de parte de la asociación, está  relacionado con 
la definición oportuna de asuntos concernientes a la operación del proyecto, una vez terminadas 
 





las obras. Estos tienen que ver con el tipo de cultivos para el aprovechamiento competitivo del 
sistema, con los mecanismos para la aplicación del manual de operación y mantenimiento de las 
obras, con las cuotas de administración y con las demás responsabilidades propias de la 
asociación que garanticen la perdurabilidad de las construcciones. En estos aspectos, la 
interventoría también tiene un papel importante en cuanto a que la asociación les asigne la 
atención que se merecen con la antelación suficiente. 
Un problema complementario al de las deficiencias en planeación y diseño de los proyectos,  
corresponde al ejercicio del cabildeo como mecanismo para lograr, mediante presiones políticas, 
la aprobación de proyectos mal formulados. El cabildeo, adelantado con el apoyo de líderes 
políticos, es una práctica nociva e inconveniente por cuanto deriva en la ejecución de obras mal 
diseñadas, con funcionamiento defectuoso y con inversión ineficiente de recursos públicos que 
no cumplirían con los propósitos de las políticas. Como es de esperarse, el cabildeo basa sus 
argumentos en la descalificación del trabajo técnico y en la reivindicación de los intereses de los 
productores, considerados como merecedores de subsidios por su situación de marginalidad, 
independientemente de la calidad de las propuestas. Esta realidad evidencia que, en buena parte, 
los proyectos que reciben recursos públicos de impacto social tienen una paternidad política que 
obtiene dividendos electorales por su ejecución. Además, se tiende a la apropiación de proyectos 
por líderes de las organizaciones que hacen primar los intereses individuales sobre los generales. 
Al defender y hacer prevalecer los criterios técnicos, la interventoría contribuye a contrarrestar la 
incidencia contraproducente del cabildeo, lo cual requiere, a su vez, de una unidad de principios 
con las instituciones responsables de definir y de supervisar las políticas. En el caso estudiado, la 
unidad de principios y de equipo se ejerció entre Finagro, el MADR y la Universidad Nacional. 
Desde hace más dos décadas se recalca en este tipo problemas que enfrentan los esquemas de 
adecuación de tierras financiados con recursos públicos, tales como diseños deficientes, sesgo 
hacia la ingeniería, poca atención al desarrollo de las fincas, uso inapropiado del análisis socio 
económico para justificar diseños, selección de inversiones públicas guiadas frecuentemente más 
por criterios políticos que técnicos (Ramírez, 1998). 
6.1.2 Diversidad de actores en la gestión de proyectos y de políticas 
Con diferentes variantes y niveles de intensidad se puede plantear que los proyectos de 
adecuación de tierras tienen en su gestación y posterior desarrollo ciertos rasgos comunes:  
1) Son el resultado de muchos esfuerzos de múltiples actores: la asociación de productores y sus 
líderes, las instituciones nacionales, las instituciones departamentales y territoriales, el Congreso 
de la República por intermedio de algunos de sus parlamentarios, la Asamblea Departamental por 
intermedio de algunos de sus diputados, la administración y el concejo municipal, los empresarios 
y los prestadores de servicios. Cada uno hace su aporte en ciertos momentos, no siempre ni 
necesariamente respondiendo a un proceso planificado, sino más bien acorde con las 
necesidades impuestas por la problemática y por el desarrollo propio del proyecto.  





2) A lo largo del proceso de gestación del proyecto va teniendo lugar un cierto nivel de 
compromiso frente al mismo por parte de los múltiples actores: el denominador común es su 
propósito de sacarlo adelante, aunque hay intereses particulares de por medio. La convocatoria y 
el manejo del proceso es asumido usualmente por un líder, atento a movilizar a los diferentes 
actores, alrededor de propósitos concretos, bien sea para atender una crisis, lograr un propósito, 
adelantar una gestión, contar con un apoyo o cumplir con una meta. El perfil de este líder varía: 
puede ser un miembro de la asociación de  productores con suficiente experiencia y bagaje para 
desarrollar la compleja labor, o puede ser una persona ajena a la asociación, un político por 
ejemplo, interesado en sacar adelante el proyecto, así la asociación sea pasiva o desinteresada 
frente al mismo.  
3) La experiencia con los proyectos de adecuación de tierras sugiere una reflexión interesante, 
que requeriría de una profundización mayor mediante un análisis que va más allá del alcance de 
este trabajo, pero que sobre la cual aporta luces. Es así, como a manera de hipótesis, se podría 
plantear que el enfoque de las etapas o del ciclo tradicional de la política (problema, solución, 
ejecución, evaluación) resulta insuficiente para entender la formación de política. Este análisis del 
ciclo de la política debería complementarse con un enfoque centrado en las funciones de los 
actores. En efecto, la multiplicidad de actores que intervienen en la gestación y desarrollo de los 
proyectos de riego y drenaje desempeñan en su conjunto una compleja trama de funciones: 
función política, función técnica, función de financiación, función de acompañamiento, función de 
ejecución, función asociativa, función de coordinación de las anteriores funciones, función de 
interventoría y seguimiento, función de supervisión a la interventoría y al ejecutor, función de 
rendición de cuentas, función de control posterior, función de veeduría ciudadana, función de 
control político, función de atracción de otros actores que fueron indiferentes al comienzo 
(vecinos pasivos que ante la realidad de  la obra quieren un beneficio), función jurídica, función 
de orientación y definición de políticas, etc. Estas funciones deben identificarse y examinarse en 
su contenido, en su desempeño, en su aplicación, en la discrecionalidad de su aplicación por 
parte de los actores involucrados, en su coherencia con las etapas de la política (el ciclo de la 
política), en su coherencia entre los intereses de los actores teniendo en cuenta lo que aporta el 
proyecto a esos intereses, en las motivaciones de los actores alrededor del proyecto, en su 
pertinencia, en su contribución al éxito o al entorpecimiento del proyecto, etc.  
El solo hecho de identificar las funciones que se adelantan alrededor de un proyecto, ya es un 
aporte sustantivo a la comprensión de la dinámica que gira alrededor del proyecto, más aún, si se 
logra examinar cómo se desempeñan esas funciones, cómo intervienen los actores, y qué peso, 
calificación o preponderancia tendrían esas funciones en el ejercicio de la aplicación de las 
políticas en cada caso particular. A modo de ejemplo, el financiador tiene un peso importante no 
solo porque como financiador entrega los recursos de financiación, sino también porque 
establece las reglas del juego, decide orientaciones generales y es a quien finalmente se le rinden 
cuentas. 
4) En el desempeño de funciones también pueden surgir choques por diferentes aproximaciones 
en cuanto a los intereses institucionales. Ejemplo de ello, es el conflicto entre el enfoque de 
ejecución del gasto y el de ejecución de inversiones. La aplicación de la ley nacional de 
presupuesto determina que la ejecución de las inversiones debe acomodarse al calendario fiscal, 
 





con énfasis en la ejecución del gasto, es decir, de ejecución presupuestal. Como ya se mencionó, 
la ejecución de las inversiones tiene una lógica en la que inciden diversos elementos (condiciones 
técnicas, sociales, operativas y naturales, entre otras), que no siempre permiten armonizar sus 
tiempos con la ejecución presupuestal de recursos públicos exigida por el Estado. Lo deseable es 
la conjugación de los dos tiempos, pero cuando no se logra por razones justificadas, es 
conveniente que haya una flexibilización del enfoque del gasto (centrado en el cumplimento de 
las metas y los tiempos presupuestales del Estado), adaptándolo a los requerimientos de la 
dinámica de las inversiones. Esta flexibilización es conveniente pues, en situaciones extremas, el 
no hacerlo puede ir en contravía de una buena ejecución de las inversiones.  
Otra variante de este conflicto, es el énfasis o interés de algunos directivos del sector público en 
enfatizar en resultados medidos por cobertura o por cantidad de recursos públicos gastados, sin 
asignarle la importancia que se merece a las exigencias técnicas para que las inversiones sean de 
buena calidad. Desde la perspectiva de la gestión pública, existe el sesgo de que unos resultados 
bajos de ejecución presupuestal no son un buen indicador de capacidad gerencial, así estén 
justificados por la mayor atención a las exigencias en materia técnica. Como ya se ha dicho, la 
interventoría se inscribe en la perspectiva de trabajo de la aplicación de los recursos públicos 
cobijados por inversiones bien formuladas, que cumplan con criterios rigurosos de viabilidad.  
 5) Otra reflexión, pertinente al enfoque de funciones en el ciclo de política, sugiere que el 
ejercicio de las funciones es más complejo en la etapa de ejecución que en las etapas previas, 
porque intervienen más actores, afloran nuevos intereses y entran en juego una mayor diversidad 
de variables. En la etapa de ejecución debe hacerse una distinción entre la inversión y la puesta 
en marcha, porque en la puesta en marcha también es crítico el desempeño de funciones, pues 
puede conducir a la distorsión del propósito central del proyecto por prevalencia de intereses 
particulares o individuales sobre los generales, según se mencionó en el capítulo 5 en la sección 
correspondiente al conocimiento de las asociaciones.  
6) No todos los actores que participan en la gestión de los proyectos de adecuación de tierras, lo 
hacen de manera planeada o prevista, sino casual, coyuntural, o inclusive oportunista. Por ello, 
este tipo de intervenciones no necesariamente hacen parte de un enfoque técnico y estratégico. 
Ello no invalida su valor, pero el hecho de que sean azarosas conlleva cierto caos. Por ello debe 
haber una instancia que controle el proceso, que le de orden hasta donde sea posible, que 
atienda a lo técnico, a lo social, a lo institucional, a lo político, es decir, tiene que haber una 
función comprometida, sin otras aspiraciones diferentes, con sacar adelante el proyecto, por 
encima de los intereses particulares, de manera que las intervenciones casuales no generen 
distorsiones o problemáticas indeseadas. Esta es una variable importante de la gestión de los 
proyectos que incide de manera directa sobre la gestión de las políticas. El problema es que esta 
función, usualmente en manos del representante legal de las asociaciones de productores, no 
está exenta del surgimiento de conflictos que afloran en etapas posteriores del proyecto, según 
se pudo evidenciar en varios casos. Ello repercute en la solidez organizacional y en el desarrollo 
posterior de los proyectos.  





La realidad descrita evidencia y le da fuerza a dos de los propósitos fundamentales del 
management público (ver marco teórico en el capítulo 2). En primer lugar, la importancia de 
fortalecer relaciones entre actores para una adecuada gestión de  políticas, y segundo lugar, la 
necesidad de adelantar una coordinación que no solo se centre en lo operativo, sino que también 
incluya aspectos estratégicos o de largo plazo, por cuanto son estos últimos los que permiten 
evitar posibles conflictos futuros.  
7) La comprensión del mapa de actores y de sus funciones también es relevante para la 
comunidad, en términos de que debe saber valorar y apreciar esos aportes para que el significado 
del proyecto no se circunscriba a una infraestructura física, sino que se entienda como una 
síntesis de múltiples esfuerzos y actores, sin los cuales no hubiera podido concretarse. Visto de 
esta manera, el proyecto una vez construido y listo para operar equivale a una criatura que queda 
en manos de los beneficiarios para que la cuiden y cultiven en el tiempo.  
En general, las comunidades no tienen plena conciencia de su responsabilidad de rendición de 
cuentas ante los actores que ayudaron a sacar adelante el proyecto, del compromiso implícito de 
tipo social y político ante esos actores, ante el territorio del cual hace parte el proyecto y ante el 
propio Estado. Si ello fuese así, su sentido de pertenencia y de actitud proactiva frente a los 
proyectos sería más marcado y muy diferente al que prevalece, en algunos casos, en los que las 
asociaciones se ven como beneficiarias de unos incentivos no reembolsables, frente a los cuales 
no hay un sentido de apropiación, ni de responsabilidad, ni de valoración, por ser un regalo del 
Estado. 
6.1.3 Relevancia del conocimiento de las asociaciones de productores 
por su incidencia en la gestión de políticas 
La interventoría con enfoque integral se preocupó por conocer a las organizaciones y no solo a los 
líderes o directivos quienes, si bien representaban los intereses grupales, no eran una imagen del 
conjunto de los miembros. El conocimiento de la base organizacional fue relevante para la 
interventoría como medio para identificar estrategias a seguir para la socialización de los sistemas 
de riego y drenaje, la sostenibilidad en su operación y para que se le diera al sistema un uso 
productivo de acuerdo con los propósitos de aumento de productividad, de reconversión 
productiva y de mejoramiento de sus condiciones de vida.  
El conocimiento de los miembros de las asociaciones es clave para cumplir con los objetivos de la 
política de adecuación de tierras, consistentes en que las obras no sean un fin en sí mismo, sino 
un medio para el desarrollo de las comunidades, mediante procesos productivos y comerciales 
que generen mayores ingresos y empleo.  
La respuesta a la pregunta fundamental sobre la efectividad de las políticas públicas basadas en 
organizaciones de productores pasa por el conocimiento de sus verdaderas expectativas, planes y 
capacidad de aprovechamiento de las inversiones financiadas con incentivos del Estado. Una de 
las enseñanzas derivadas de los hallazgos de la interventoría es que los ingentes esfuerzos 
técnicos, financieros e institucionales para lograr obras de adecuación de tierras bien terminadas, 
solo logran sus verdaderos propósitos si se cumple la intencionalidad de la política en cuanto a 
 





mejorar la productividad y los ingresos de los productores beneficiarios de esos incentivos. Ese es 
el propósito último y esencial de los subsidios. Si bien es fundamental que el Estado pueda 
brindar apoyos con una continuidad mínima para que los procesos se consoliden, en últimas se 
depende de la solidez de las organizaciones, de la iniciativa y empuje de sus miembros y de su 
capacidad para afrontar colectiva e individualmente los difíciles y permanentes retos que 
imponen los mercados. 
De ahí que es importante ahondar en el diagnóstico sobre la solidez de las asociaciones para el 
aprovechamiento adecuado de su sistema de adecuación de tierras y, a partir de ello, para 
identificar los factores relevantes que pueden incidir en el desarrollo futuro de los proyectos.   
Los diseñadores de política asumen, en muchas de las veces, que las asociaciones formulan sus 
proyectos de manera participativa y cuentan que con un adecuado nivel de apropiación y de 
compromiso para sacarlos adelante de manera exitosa. Este supuesto no siempre se cumple. Con 
el conocimiento de las asociaciones se debe indagar sobre este supuesto, pues las asociaciones, 
como ejecutoras de los proyectos, son los principales responsables de su éxito. Si estos actores no 
tienen la solidez suficiente, el éxito de los proyectos, y por ende de las inversiones públicas, se ve 
comprometido.  
Por lo anterior, es relevante tener claridad sobre estos factores para alertar al gobierno sobre la 
necesidad de establecer ajustes y apoyos adicionales, de manera que los recursos invertidos sean 
bien aprovechados.  
6.1.4 Importancia de la visión sistémica para la comprensión de la 
gestión de políticas 
Lo sistémico aplica para la formulación de políticas: centrarse solamente en las inversiones de 
riego y drenaje reduce el alcance de las políticas. Lo sistémico supone incluir las etapas 
complementarias y posteriores al riego, como el aprovechamiento del agua para producción, la 
comercialización, la asociatividad, la asistencia técnica para el manejo del agua y para los cultivos, 
las carreteras, etc. Las políticas con enfoque sistémico son más efectivas que las que no lo son, ya 
que en estas últimas quedan por fuera una multitud de factores.  
Lo sistémico también puede mirarse desde el ángulo de una hipótesis negativa: toda iniciativa de 
inversión pública está condenada a fracasar o caerá muy probablemente en un proceso de 
deterioro, a menos que se actúe sistémicamente, considerando la diversidad de variables que 
entran en juego para su sostenibilidad. A partir de esta problemática que podría denominarse 
“ley del deterioro”, el análisis consiste en definir qué es lo que debe caracterizar a la política para 
que ello no ocurra. Aquí es necesario el entendimiento de la multiplicidad de variables que 
conforman el contexto de los proyectos, dada su incidencia directa sobre los mismos. Por 
ejemplo, el contexto temporal de la política se vuelve determinante, pues hay que visualizar los 
diferentes momentos por los que atraviesan los proyectos en su desarrollo, y saber actuar en 
consonancia.  





6.2 Reflexión sobre propuestas de fortalecimiento del 
modelo de interventoría integral y de la concepción 
territorial de los proyectos de riego y drenaje. 
Las ideas anteriores abren la puerta para el segundo grupo de reflexiones finales de esta 
investigación. Estas tienen un carácter propositivo enmarcado en el enfoque integral de la gestión 
de las políticas públicas, como condición necesaria para la perdurabilidad de los proyectos de 
adecuación de tierras. Se plantea: i) La conveniencia de que para proyectos de adecuación de 
tierras, la interventoría amplíe su alcance más allá de la de obra; ii) La importancia de entender, 
dentro del enfoque integral de la gestión de las  políticas públicas, la relación circular entre la 
estructura organizacional y la estrategia (entendida como la política); y, iii) La posibilidad que 
ofrecen los proyectos de riego y drenaje de establecer vinculaciones efectivas con las nociones de 
territorio y de desarrollo territorial rural, como estrategia para una mejor gestión de políticas 
públicas de sistemas de adecuación de tierras. 
6.2.1 Fortalecimiento de la interventoría integral 
El papel de la interventoría en la gestión de la política pública de adecuación de tierras a 
pequeños productores puede potenciarse más allá de la mera interventoría de obra. Lo valioso de 
la experiencia de la interventoría integral es que abre una ruta a seguir en ese sentido.  
La propuesta que surge de esta investigación es ampliar el alcance de la interventoría para que, 
aprovechando su función de seguimiento y control a la construcción de obras, le sume a esa labor 
una función de diagnóstico (no de interventoría) de las organizaciones de productores, de manera 
que identifique su problemática social, organizativa y productiva, y produzca un informe con 
insumos útiles para la aplicación de políticas e instrumentos de apoyo futuros, que le den 
continuidad al apoyo estatal a estos proyectos, una vez entren en su etapa de operación.  
La caracterización de usuarios es consistente con la construcción de una línea de base necesaria 
para evaluaciones futuras de cada uno de los proyectos. Además, esta propuesta encaja en lo 
prescrito por la Ley de Agro Ingreso Seguro que obliga a evaluaciones de impacto del Programa 
AIS y, por tanto, de sus componentes, cada dos años.  
Se podría argumentar que esta caracterización de las organizaciones podría ser hecha por otra 
instancia, lo cual no es descartable, pero la interventoría tiene las ventajas de su capacidad 
técnica y de convocatoria, dadas las oportunidades que ofrecen las circunstancias de cercanía a 
los productores por el momento propicio de coincidencia con la ejecución de las obras. En ese 
orden de ideas, la interventoría no solo debe revisar el cumplimiento del acuerdo de 
financiamiento por parte de las asociaciones, sino también las capacidades organizativas de los 
productores, sus características productivas, las condiciones de sostenibilidad del proyecto, todo 
lo cual constituye insumos útiles para gestionar nuevos subsidios condicionados y transitorios 
para el desarrollo del proyecto productivo. Es mejor ganar en continuidad y sostenibilidad que en 
cobertura con proyectos dispersos, así ello implique sacrificio político. 
 





Esta propuesta solo aplicaría para el caso de la interventoría de adecuación de tierras a pequeños 
productores, pues para este tipo de proyectos el apoyo adicional en materia de diagnóstico de las 
organizaciones y de las expectativas de sus miembros es de un valor fundamental para su 
sostenibilidad. En efecto, en el caso de riego y drenaje, por tratarse de una inversión hacia 
procesos productivos que se desencadenarán a lo largo del tiempo en innovaciones y demás 
elementos de cambio, se genera una oportunidad interesante de articulación con los 
productores, pues en promedio la construcción de un pequeño distrito puede tomar como 
mínimo 6 meses y ello da el tiempo para aproximarse a las comunidades.  
Además, alrededor del proceso constructivo se genera una interesante dinámica con las 
comunidades que participan en el mismo, mediante sus aportes de mano de obra no calificada. 
La etapa de construcción es una coyuntura para generar nuevos procesos colectivos, hay 
asambleas de usuarios con participación activa, hay discusiones con los constructores, hay 
reuniones con instituciones pertinentes a los proyectos (alcaldías, gobernaciones, corporaciones 
de desarrollo, entidades nacionales), hay discusiones con otros habitantes del territorio que no 
están en el proyecto pero que deben dar servidumbres y permisos de paso por sus fincas, en fin, 
es un periodo propicio en el que hay movilización de ideas y propuestas en esas comunidades 
rurales, usualmente aletargadas. La gente está abierta al diálogo y a la generación de nuevas 
iniciativas, producto del entusiasmo de ver el avance y culminación de una obra que les proveerá 
agua. Por ello, el papel de la interventoría en esta etapa de la construcción puede ser de mayor 
alcance social y productivo, pero esto supone ampliar el radio de acción de sus labores. Una 
propuesta así, cabría dentro del marco jurídico actual de los contratos de interventoría, si nos 
ceñimos a lo presentado en el marco teórico de esta investigación (ver capítulo 2).  
El análisis que haga la interventoría debe ser participativo y con retroalimentación de la 
comunidad. Ello supone una estructura de la interventoría que, además del componente de obra, 
incluya el de diagnóstico que, a su vez, contemple lo productivo, comercial y organizativo. Como 
se mencionó, este diagnóstico tiene la función adicional de servir de línea de  base para futuros 
estudios de impacto, tanto de los diferentes proyectos, como del conjunto del programa AIS.  
Adicionalmente, se debe avanzar en la formulación de un plan de acción integral que incluya los 
diferentes componentes del desarrollo rural, y de un plan de asistencia técnica agropecuaria, 
gerencial y en riego. Estos planes, propuestos por la organización, deben ser presentados ante las 
instancias pertinentes de política, para su apoyo y financiación. Por ejemplo, participando en las 
convocatorias de asistencia técnica agropecuaria. A estos planes se sumaría, en caso necesario, el 
crédito, el cual se podría gestionar desde lo local con un enfoque estratégico y territorial.  
Este enfoque, basado en elaboración de planes sustentados en las características y fortalezas 
asociativas y en las oportunidades derivadas de la existencia de un sistema de adecuación de 
tierras,  refuerza la exigencia de calidad de las obras de riego y de su apropiación por parte de las 
comunidades. Debe considerarse en este proceso, la capacidad de la organización para la solución 
de conflictos y para establecer prioridades de manera consensuada, no solo entre sus miembros, 
sino también con otros sectores de población no vinculados, pero con relación indirecta con el 
proyecto de adecuación de tierras. 





De estos planes pueden ser parte una amplia gama de opciones, acorde con las múltiples 
posibilidades de desarrollo que ofrecen los sistemas de adecuación de tierras. Por ejemplo, los 
planes de asistencia técnica podrían incluir la transferencia de tecnología, con innovaciones a 
partir de desarrollos investigativos particulares a los sistemas. Es así como, además de identificar 
y divulgar los saberes existentes, se priorizarían nuevos conocimientos derivados de 
investigaciones con las comunidades y con participación de gremios de la producción, por 
intermedio de sus respectivos centros de investigación (Cenis). 
Finalmente, debe aclararse que la caracterización de los usuarios y sus organizaciones no debe 
entenderse como una función de interventoría sobre las organizaciones, sino como una labor 
complementaria a la de seguimiento y control a la ejecución de las  obras. Por eso, esa 
caracterización sería de naturaleza diferente a la de interventoría de obra, propiamente dicha. 
Esta propuesta supone una nueva estructura organizacional del modelo de  interventoría que 
tenga esa función dentro de sus propósitos. De esta manera, la interventoría podría tener un 
papel más estratégico en el desarrollo rural y en la gestión de políticas orientadas a los pequeños 
productores.  
6.2.2 Relación entre estructura organizacional y estrategia (política): 
La argumentación expuesta arriba, invita a reflexionar sobre la relación entre estructura 
organizacional y estrategia. Mientras que autores clásicos como Chandler (1962), citado  por 
Montoya (2010), subordinaron la estructura a la estrategia (en el contexto de las grandes 
empresas industriales), otros más recientes plantean una relación circular o causal de doble vía 
entre estrategia y estructura, y entre ajuste y desempeño. La estructura organizacional existente 
tiene alto potencial para sesgar la formulación de la situación futura en un ambiente hiper 
competitivo como lo sugiere Engdahl (2000), citado por Montoya (2010).  
La relación circular resulta apropiada para plantear que un nuevo enfoque de interventoría, 
basado en un modelo organizacional renovado, repercute sobre las estrategias de interventoría 
que, a su vez, inciden sobre la gestión de políticas rurales, lo cual refuerza la importancia del 
nuevo modelo organizacional, y así se da una relación dinámica virtuosa en la que todos ganan: 
comunidades, empresarios, institucionalidad pública, prestadores de servicios e interventores 
que se cualifican. En otras palabras, el diseño organizacional es un proceso continuo basado en 
“un enfoque heurístico de ajuste/adaptación a las situaciones, a cambio de lo que se ha 
denominado planeación estratégica” (Montoya. 2010. p.24).  
La reflexión sobre la relación circular entre estructura y estrategia en el contexto que interesa de 
esta investigación, supone unas consideraciones previas. En primer término, hay que entender 
que el esquema del país, en materia del diseño de políticas, se caracteriza por la definición de 
unas políticas nacionales que se pretenden implementar a nivel local, pero sin conocer 
debidamente la realidad de los beneficiarios o ejecutores. Esta realidad raras veces se evalúa 
porque no es parte del diseño de la política, la cual está más centrada en el manejo del 
instrumento que en el conocimiento del beneficiario. Se genera así, una dinámica local en la 
 





aplicación de la política que va imponiendo su propio derrotero, favorable o no favorable o 
distorsionado o no distorsionado, frente a los propósitos de la política.  
En segundo término, si se acepta la problemática anterior, es aconsejable que la aplicación de las 
políticas diseñadas centralmente, esté acompañada o conlleve procesos de retroalimentación, de 
acumulación de experiencias y de sistematización, de manera que las enseñanzas derivadas de la 
aplicación de las políticas, según su lógica y procesos propios, puedan estar disponibles para ser 
introducidas en los instrumentos de política (por ejemplo, nuevas convocatorias) para afinar su 
diseño. Los términos de referencia referidos a los instrumentos son, en el fondo, la misma 
política6. Por tanto, la definición de políticas es un proceso de afinamiento continuo. Lo clave es 
que existan instancias idóneas para identificar lo favorable y desfavorable de las experiencias. 
Estas instancias existen de manera informal, en cabeza de las personas, y operan  mediante las 
relaciones de confianza entre los funcionarios de las entidades. Se pueden definir mecanismos 
para institucionalizar estos procesos de retroalimentación entre las aplicaciones de las políticas y 
su diseño. 
En el marco del contexto anterior, se puede afirmar que el modelo organizacional de la 
interventoría integral generó unas recomendaciones de mejoramiento continuo que permitió 
identificar variables que incidían en el desarrollo de los proyectos y que, si bien escalaron al 
supervisor, no siempre tuvieron acogida o recibieron la suficiente atención por parte de los 
tomadores de decisión de política al más alto nivel en el Ministerio de Agricultura.  
Si la retroalimentación no cubre la totalidad del espectro institucional que participa en los 
procesos de formación de política, esta última no se fortalece plenamente y tampoco revierte 
hacia el desarrollo del modelo organizacional. Es decir, el esquema se rompe cuando la propuesta 
de mejoramiento no tiene acogida, por ejemplo, por falencias en la claridad sobre los canales de 
articulación de las instancias institucionales. En ello también inciden factores de la  práctica 
política, con su lógica de buscar réditos electorales, que no necesariamente coinciden con  las 
propuestas de mejoramiento provenientes del modelo. Es la tensión entre calidad y cobertura.  
Esta reflexión destaca la importancia de armonizar la evaluación sobre la marcha con la ex post, 
de manera que el seguimiento continuo a la aplicación de la política enriquezca con ajustes su 
diseño, de forma efectiva. Este planteamiento es pertinente para el modelo de formación de 
política y para su gestión, por cuanto sería deseable que sus etapas de diagnóstico, solución, 
decisión, inversión, ejecución, evaluación se caracterizaran por (ver sección 2.4 sobre enfoque 
sistémico): i) unidad sistémica o plena coherencia); ii) equilibrio o peso similar de cada una; iii) 
existencia de espacios participativos en los procesos decisorios;  iv) interacción mediante la 
construcción de consensos de abajo arriba y de arriba abajo; v) visión de largo plazo con base en 
políticas de Estado; vi) identificación, caracterización e incorporación ponderada de los intereses 
y funciones que asumen los múltiples actores involucrados. 
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Se trata de fortalecer modelos y estructuras organizacionales con capacidad de seguimiento y 
mejoramiento continuo, pero articulados con las instancias políticas e institucionales. Se requiere 
un esquema que permita permear la política en las dos vías: en la de implementación y en la de 
identificación de lecciones aprendidas que retroalimenten su diseño.  
El modelo deseable o propuesto de interventoría podría canalizar esa articulación y asumir ese 
papel. De esta manera, se genera la relación circular cuyo funcionamiento se debe a la existencia 
de esa instancia intermedia, ya que los extremos solos no se conectan de manera dinámica, sino 
que actúan unidireccionalmente como financiación (nación) - ejecución (proyecto /comunidad), 
sin generar un acompañamiento en prestación de servicios (por ejemplo, asistencia técnica), 
desarrollo regional, mejoramiento de calidad de vida de comunidades, sostenibilidad, sino 
solamente la ejecución presupuestal por parte del Estado y la del gasto por parte del proyecto.  
¿En qué momento se dio la ruptura y desaparición de las instancias intermedias? El paso del 
enfoque de oferta al de demanda pudo explicar esa ruptura. Esta es una hipótesis de 
investigación futura. Este paso también podría explicar la pérdida de importancia de las instancias 
territoriales. La estructura de arriba abajo (sectorial) tenía cierto nivel de integración, así 
hubiesen cambios de directivos en las entidades. Por eso es clave la presencia de actores 
intermedios de seguimiento a la política. Con el enfoque de demanda no existe la continuidad 
requerida por cambio de operadores, solo hay ejecución de recursos para una necesidad puntual.  
Con la priorización en la ejecución presupuestal, se pierde el interés en la continuidad de los 
proyectos y, por tanto, el seguimiento posterior a los mismos pasa un segundo plano o 
simplemente no se lleva a cabo. Ello también incide en la dispersión en la asignación de recursos 
por cuanto la prioridad la ocupan nuevos proyectos sin tener en cuenta las necesidades de 
consolidación de los existentes. Lo ideal es un modelo que recoja lo bueno del enfoque de 
demanda y de oferta. El enfoque de demanda supone instituciones locales fuertes y 
organizaciones de comunidades empoderadas. Pero debe tenerse en cuenta que, en la práctica, 
se ignora a la institucionalidad local.La descentralización que concibe al municipio como ejecutor, 
al departamento como coordinador, y a la nación como orientadora y financiadora, se convirtió 
en solo traslado de recursos, desde lo nacional a lo local, para atender proyectos demandados 
por las comunidades, sin articulación con las instancias departamentales y municipales. 
Una instancia intermedia evitaría el corte entre los extremos, que ocurre una vez que la entrega y 
la inversión del incentivo se han cumplido. Este intermediario tendría la función de seguimiento y 
retroalimentación que soporte y enriquezca la circularidad entre Estado y comunidad. El modelo 
propuesto de interventoría podría fortalecer el papel de ese engranaje intermedio. 
En ese orden de ideas, es válido plantear que la desconcentración de funciones, la estructura 
horizontal y achatada de los fondos concursales y el modelo interventoría tradicional, no atacan 
el problema relevante de lograr proyectos exitosos y perdurables en el tiempo. En la medida en 
que solo importa la satisfacción del usuario final en el corto plazo, ya que el largo plazo no tiene 
eco, y que se fortalece una conexión directa e inmediatista entre beneficiarios y nivel central 
centrada en la ejecución de recursos, pero que luego desaparece una vez culminadas las 
inversiones, se pierde el seguimiento posterior a la operación de la mismas, sumado a la debilidad 
de la institucionalidad que podría asumir ese seguimiento.  
 





6.2.3 Los proyectos de adecuación de tierras como unidades 
territoriales 
Una reflexión final de tipo propositivo se enmarca en el concepto de desarrollo territorial rural, 
según fue expuesto los planteamientos teóricos presentados en el capítulo 2.  
La propuesta analítica es entender al proyecto de adecuación de tierras como un territorio o 
colectivo social que tiene articulaciones con el medio ambiente, las instituciones, el mercado, 
otras comunidades y demás actores involucrados. Con ese enfoque, se lograría avanzar de 
manera más sólida en la perdurabilidad de los proyectos y en fortalecer su impacto en el 
desarrollo rural de los municipios en donde se ubican estos proyectos. 
Así mismo, las organizaciones tendrían una perspectiva más amplia, no solo como 
administradoras del agua, sino como referentes de desarrollo rural en sus municipios, 
combinando lo socialmente incluyente con lo productivo,  lo institucional y lo ambiental.  
Desde esta perspectiva, el desarrollo territorial rural es una aproximación interesante para pensar 
en un nuevo tipo de organización comunitaria, que supere muchas de las falencias que hoy 
prevalecen en estas asociaciones, pero que también impone nuevos desafíos.  
Pero un enfoque así, requiere de la creación de condiciones de apoyo para que estos procesos de 
tengan lugar. Estas condiciones se pueden derivar de las experiencias de modelos 
organizacionales de trayectoria y ya consolidados en el país. Es una ventaja el hecho de que en 
diversos departamentos haya varios ejemplos de asociaciones de riego y drenaje de diferente 
tipo que marcan pautas y derroteros a seguir de modelos organizacionales exitosos de pequeños 
y medianos productores, y que, por tanto, ameritan ser estudiados a futuro con profundidad. 
Entre ellos, cabe mencionar distritos de tamaño grande como el del Zulia (Norte de Santander), 
Coello  o Saldaña (Tolima), o de tamaño medio o pequeño, como el de Juncal (Huila) o algunos del 
departamento del Quindío, entre otros.  
Para efectos de esta reflexión final, basta con mencionar el caso del Zulia que fue objeto de la 
interventoría integral en la rehabilitación de uno de sus ramales, en el marco del convenio 
Finagro – Universidad Nacional. Este sistema de riego arrocero, ubicado en el municipio de Zulia, 
nació hace unos cuarenta años como distrito de reforma agraria con parceleros de todo el país, a 
quienes el Incora les adjudicó tierras.  
En medio del conflicto armado ilegal que ha sufrido esta zona del país, Asozulia ha logrado un 
modelo empresarial jalonado por la transformación de sus productores hacia enfoques 
competitivos y que incluye  obras de mejoramiento de su infraestructura, prestación de servicios 
de mercadeo y de agroindustria, asistencia técnica especializada en riego y en producción, 
provisión de insumos, reutilización del agua y aporte de beneficios sociales.  
Desde la perspectiva de desarrollo territorial rural, el proyecto avanzó y se convirtió en un polo 
de desarrollo regional con la consolidación de núcleos urbanos en la ruralidad; integración 
horizontal hacia adelante y hacia atrás; articulación a los mercados de bienes y servicios, y de 





crédito y laboral; suministro de agua con base en la cultura del pago cumplido de tarifas (por 
ejemplo, pago en especie con arroz); y, formalización de la actividad económica, incluyendo la 
tributación de prediales y demás responsabilidades impositivas. Resultado de las exigencias del 
medio, se ha cultivado a lo largo del tiempo la creatividad empresarial y el sentido de pertenencia 
organizacional, factores decisivos en la consolidación del distrito y en los enormes retos por 
afrontar. Entre estos últimos, se destaca el fenómeno de que, al tiempo que la población joven 
del distrito ha logrado alcanzar un nivel de estudios de tipo profesional, se ha generado un 
problema de cambio generacional en las zonas productoras. Así mismo, ante los desafíos de la 
apertura económica, se ha vuelto prioridad la identificación de otras opciones productivas, 
adicionales al arroz. 
Este ejemplo del distrito de riego de Asozulia, aporta valiosos elementos a favor de la creación de 
condiciones de apoyo, no solo coyunturales, sino ante todo de largo alcance, con bienes públicos, 
para el fortalecimiento organizacional de los pequeños y medianos productores. Como ya se ha 
expresado, estos bienes públicos incluyen la infraestructura física y de servicios de apoyo a la 
producción mediante incentivos transitorios, focalizados y con reglas del juego de graduación 
acordadas desde un inicio.  
En el marco de los propósitos mencionados, sería de la mayor conveniencia un modelo y una 
función de interventoría integral que, además del seguimiento y control a las obras, 
complemente su articulación con las comunidades beneficiarias de los incentivos, a partir de la 
realización de diagnósticos participativos de las organizaciones de productores. Estos 
diagnósticos deben resultar en la elaboración de planes de acción de corto y mediano plazo que 
den respuesta al propósito del desarrollo integral de los proyectos, al tiempo que sean 
instrumentos útiles para facilitar el acceso de los productores a nuevas políticas e instrumentos 
de apoyo público. Así mismo, deben servir para una incidencia cada vez más contundente de las 
organizaciones en el desarrollo territorial, mediante su articulación con la institucionalidad y la 
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